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INTRODUCCIÓN 
A partir de los trabajos de Lawrence Stone se puso en evi-
dencia la necesidad de dirigir la mirada hacia el estudio de las 
clases dominantes en el Antiguo Régimen. En el marco estatal, 
la historiografía catalana, ya en la década de los años setenta, 
recogió esta fructífera línea de investigación ofreciendo resul-
tados tan sobresalientes como las monografías de Roberto Fer-
nández con la familia Gloria, Eva Serra y Puig sobre los Sent-
menat, o Torras i Ribé con los Padró de Igualada, por citar 
algunos. 
Resulta inncesario ponderar la importancia que este tipo 
de trabajos presenta para un mayor y mejor abundamiento de 
la realidad social española del setecientos. En este sentido, y 
teniendo en cuenta que para Alicante el estado de estas investi-
gaciones se encuentra en una situación que podemos calificar 
como «deficitaria», iniciar la práctica de historiar familias en 
nuestra ciudad nos animó a abordar nuestra Tesis de Licencia-
tura, germen de este estudio, con el fin de contribuir al conoci-
miento de los linajes conformadores de la élite del municipio 
alicantino en el siglo XVIII. 
En tal propósito, nuestros esfuerzos se han centrado en el 
análisis, a diferentes niveles, de una de las estirpes más repre-
sentativas de la oligarquía ciudadana: la familia Bourgunyo. 
Dentro del amplio abanico de apellidos que componían el 
patriciado urbano, los Bourgunyo aparecían con claridad como 
conveniente objeto de estudio. La elección del linaje no fue en 
absoluto aleatoria. En primer lugar efectuamos una selección 
de candidatos a partir de la documentación existente; a conti-
nuación, tratamos que fuese una de las familias más represen-
tativas e ilustradoras de las características de su status. Por 
último, tal preferencia se apoyó en la existencia de numerosas 
informaciones conservadas tanto en los archivos locales, como 
nacionales. 
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En innumerables ocasiones se ha señalado que los estudios 
integrados en este área historiográfica adolecen de un enfoque 
globalizador, ya que se centran en aspectos parciales, predomi-
nantemente económicos o demográficos. Con estas premisas, 
hemos enfocado el análisis de la familia Bourgunyo bajo un 
planteamiento más completo e integrador, que nos permitirá 
conocer detalles tanto de sus actuaciones en materia política o 
económica ( capít~los I, II y III), como sus estrategias matrimo-
niales, las relaciones con su entorno social, su mentalidad y 
costumbres (capítulo IV). . 
Por otra parte, si bien es cierto que generalmante el estu-
dio monográfico de un determinado grupo social resulta insufi-
ciente y sólo permite un análisis descriptivo con tímiáas gene-
ralizaciones, en ocasiones, el protagonismo de este linaje se ha 
ido difuminando para dar una perpectiva colectiva, para inten-
tar caracterizar, a través de un caso particular, la pequeña 
nobleza alicantina del setecientos. 
La metodología seguida en la elaboración del trabajo 
requiere una sucinta mención a las crónicas y nobiliarios loca-
les y regionales, de obligatoria consulta, que nos informan de 
su origen catalán, así como de su llegada al Reino de Valencia 
con el grupo de los primeros caballeros del rey conquistador. 
Junto a la documentación impresa, el grueso de la información 
deriva de las fuentes municipales y notariales conservadas en 
los archivos Municipal e Histórico Provincial de Alicante. Por 
otra parte, hemos de hacer mención a la valiosísima - aunque 
cuantitativamente inferior- información extraída de los archi-
vos Nacional y General de Simancas. · 
Con el mencionado apoyo bibliográfico y documental 
hemos vertebrado nuestro trabajo en cuatro capítulos. El punto 
de partida lo constituye la descripción del origen de la familia, 
a través del marco social y jurídico que preceptúa la pertenen-
cia a la clase privilegiada, así como el papel que asume el sis-
tema insaculatorio como instrumento en tomo al cual se articu-
la el poder urbano desde su implantación en Alicante a media-
dos del siglo XV. 
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El segundo está dedicado a los cambios operados tras los 
Decretos de Nueva Planta en el municipio alicantino, ámbito 
idóneo para la consolidación política del grupo de familias que 
componían la oligarquía local. 
En tercer lugar se analizan las bases económicas de este 
linaje, que se asientan en la propiedad de la tierra; al tiempo 
que destacamos la calidad y extensiones poseídas, cultivos 
dominantes, régimen de explotación y rentas obtenidas. 
Finalmente, en el último apartado comentamos las particu-
laridades de la sociedad estamental; sus prerrogativas y privi-
legios, las sutiles alianzas familiares tejidas .alrededor del redu-
cido elenco de linajes con solera de la · ciudad, el estudio del 
entorno inmediato de la casa de Bourgunyo a través de los 
inventarios post-obitum, y la descripción de la biblioteca de 
Francisco Bourgunyo. 
*** 
Durante todo el tiempo que la realización de este trabajo 
ha exigido, han sido muchas las personas que han ayudado a 
que el proyecto saliera adelante; entre ellas, debo mencionar a 
don Enrique Giménez López quien, haciendo gala de gran 
paciencia, no sólo me ofreció la oportunidad de esta investiga-
ción, despertando mi interés por la materia, si,no que aceptó 
dirigirla con entrafíable disposición; cediéndome, incluso, una 
parte del material de consulta por él recopilado. Junto a éste, 
miembros del tribunal que juzgó esta Tesis de Licenciatura en 
marzo de 1991 fueron don Emilio La Parra, a quien agradezco 
sus indicaciones y recomendaciones de cara a su publicación, 
y don David Bemabé, por la inestimable ayuda prestada, las 
puntualizaciones efectuadas, y sobre todo, por su incondicional 
colaboración cuando el texto requería una detenida lectura y 
valoración crítica. 
Asimismo, quisiera expresar mi gratitud por la preocupa-
ción demostrada por la marcha de mis investigaciones, comen- · 
tarios y valiosas aportaciones, a todos los componentes del 
Departamento de Historia Medieval y Moderna de la Universi-
dad de Alicante. 
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Desde estas páginas también quiero hacer constar mi agrade-
cimento a la familia Lacy y Pérez de los Cobos, por su dispuesta 
colaboración y por las facilidades que en todo momento dieron 
para la consulta de algunos papeles de su archivo familiar. 
Al personal del Archivo Municipal de Alicante, cuya aten-
ción hacia mi persona, facilitándome la consulta de los fondos 
y proponiéndome otras informaciones, fue superior, con 
mucho, a sus deberes profesionales. 
Igualmente es de justicia agradecer a la Dirección General 
de Enseñanzas Universitarias e Investigación de la Consellería 
de Cultura, Educación y Ciencia de la Generalitat Valenciana 
la ayuda económica para la realización de este traqajo; así 
como al Instituto de Cultura «luan Gil-Albert» a quien hoy 
corresponde su edición. 
Reconocimiento especial debo a Rubén Mínguez, por su 
colaboración en todos aquellos problemas planteados en rela-
ción a los gráficos aportados sobre la producción vinícola; y, 
sobre todo, a Antonio Valle, por su ayuda desinteresada, por 
las muchas horas que ha invertido en la revisión de los textos y 
cuadros que se aportan, y por compartir los momentos más 
difíciles hasta la conclusión del trabajo. 
Por último, no puedo dejar de mencionar el apoyo que mi 
familia me ha brindado; su paciencia y buena disposición 
durante todo el tiempo invertido en la investigación. 
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Capítulo 1 
ORÍGENES DE LA FAMILIA. 
ACTIVIDAD POLÍTICA 
EN EL MUNICIPIO FORAL 

1) ORÍGENES DE LA NOBLEZA ALICANTINA. 
EL PROBLEMA DE LAS FUENTES 
1.1) La estratificación de las oligarquías urbanas 
Durante el Antiguo Régimen, las ciudades de la Corona de 
Aragón, participando de la tendencia general europea y penin-
sular del predominio de las oligarquías en todos los ámbitos de 
poder, presentaban algunas variantes significativas en cuanto a 
la jeraquización nobiliaria. Dentro de esta heterogeneidad 
regional y local, nos interesa profundizar en la estructuración 
de la nobleza valenciana y, más concretamente, en aquellas 
particularidades que afectaron al municipio alicantino. 
En líneas generales, la sociedad alicantina se presenta 
desde sus inicios como una colectividad compleja y fuertemen-
te diversificada. En su formación intervinieron factores políti-
cos y militares, a los que con posterioridad se les añadirían los 
generados por la realidad económica de una ciudad con una 
marcada impronta comercial. Centrándonos en las oligarquías 
urbanas, sus orígenes se remontan a la repoblación y reparti-
mientos subsiguientes a la conquista. En el tránsito de los 
siglos XIII al XIV este cuerpo se vería ampliado con la incor-
poración de una nobleza fiel a Jaime II, entre los que se encon-
traban muchos caballeros que, procedentes de Aragón y Cata-
luña, se establecieron en el territorio valenciano. 
Sin embargo, en lo que hace referencia a su caracteriza-
ción y estratificación hemos de convenir que hoy en día pre-
senta algunos inconvenientes. Las generalizaciones y las 
imprecisiones cronológicas eran habituales. El principal pro-
blema estriba en la falta de estudios sistemáticos y profundos 
sobre la cuestión; tarea que, por otra parte, reviste gran dificul-
tad si contamos con el agravante de la carencia -prácticamente 
total- de documentación original en que basar las investigacio-
nes. Como ya es sabido, en primer lugar las guerras con Casti-
lla en el siglo XIV, y después el bombardeo a que fue sometida 
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la ciudad de Alicante a fines del seiscientos, destruyeron los 
archivos de la ciudad; con lo cual la falta de informaciones 
fidedignas con que documentarnos resulta una triste realidad. 
Otro problema reside en que, frecuentemente, muchos linajes 
aprovecharon esta situación para falsear o inventar genealogí-
as, con el fin de pretender diversas mercedes de la Corona. 
Entre otras, resultaba habitual hacer remontar su ascendencia 
hasta aquellos caballeros que acompañaron al rey Jaime en la 
conquista; estableciéndose después en el Reino como «hidal-
gos de sangre y solar conocido». De idéntico modo, no resulta-
ba extraño evocar un pasado familiar emparentado con las 
casas reinantes europeas, que en esta zona a menudo se tradu-
cía en una descendencia de la casa real francesa. 
Así pues, estas imprecisiones han limitado, como es obvio, 
la primera parte del estudio que llevamos a cabo. No obstante 
podemos señalar algunas consideraciones generales, común-
mente aceptadas, en tomo a la gradación de las élites que com-
. ponían el patriciado urbano en época foral. 
El nivel superior de la escala de privilegiados correspondía 
a los títulos y dones. Concernía la más alta distinción a la alta 
nobleza o titulada, cuya representación no sólo en la ciudad 
sino en la provincia fue en franco retroceso. Su entronque ~on 
dinastías castellanas, merced a las prolijas alianzas matrimo-
niales, favoreció la progresiva deserción de los títulos al ir a 
parar a manos foráneas. En la segunda mitad del siglo XVII se 
contabilizaban en todo el Reino siete grandes, veintitrés mar-
queses y dieciocho condes. Entre ellos figuraban algunos títu-
los autóctonos como el marqués de Denia -ostentado por la 
familia Sandoval y Rojas, quienes también exhibían el de 
duques de Lerma-, el marqués de Elche, o el conde de Cacen-
taina. Amén de los creados en esta misma centuria, a partir de 
las necesidades fiduciarias de la monarquía, como fue el caso 
de los marquesados de Rafal y del Bosch, o los condados de 
Villafranqueza, Albatera y la Granja. · 
Por otra parte, pese a su indeterminación y exigüa compa-
recencia en Alicante, contaríamos con los dones; es decir, 
aquellos individuos que ostentaban el «don» a modo honorífi-
16 
co y de dignidad. Concedido por el rey desde antiguo a muy 
pocos, aún de la primera nobleza, en Castilla con el paso del 
tiempo fue extendido y distintivo de todos aquellos que pre-
sentaban ejecutorias de nobleza; y a partir del siglo XVII 
empezó a prodigarse de tal manera que resultaba común en 
todos los oficios, artes y estados. En el Reino de Valencia, por 
el contrario, no se vulgarizó el dictado de «don» hasta el siglo 
XVIII. 
« ... los Generosos son propiamente los hidalgos de san-
gre y solar conocido, descendientes de aquellos Caballeros 
antiquísimos que fueron a la conquista del dicho mi Reyno de 
Valencia ó se radicaron después en él denominandose Gene-
rosos, como de generación militar( ... )». 
Con estas palabras calificaba el tratadista Madramany a 
aquellos hidalgos de acreditada nobleza entre los que figuraba 
la familia Bourgunyo, protagonista de nuestro estudio. Presu-
miblemente procedentes de Cataluña, donde ya eran caballeros 
conocidos oriundos de Borgoña, se instalarían en la capital del 
Turia poco después de su anexión a la Corona de Aragón. Tal 
y como se desprende de las informaciones ofrecidas por los 
cronistas locales, también participaron con Jaime II en la 
incorporación de la entonces villa de Alicante al Reino de 
Valencia; trasladándose definitivamente a tierras alicantinas a 
mediados del siglo XIV. 
Junto con los Bourgunyo, estirpes de similar tradición y 
prosapia como los Pasqual, Vallebrera, Martí, Mingot o 
Martínez de Vera, entre otras, pronto se erigieron en la élite 
del patriciado urbano ante la práctica ausencia de títulos 
nobiliarios. 
Al lado de estos caballeros de linaje o de sangre y solar, 
como también son conocidos, figuraban los caballeros de pri-
vilegio, es decir, aquellos a quienes el monarca les había con-
cedido título de hidalguía con los correspondientes honores y 
preeminencias. Las diferencias entre estos grupos eran prácti-
camente inexistentes, puesto que ambos gozaban de los privi-
legios propios del estamento nobiliario; de ahí que a menudo 
se fundiesen bajo la denominación de caballeros en sentido 
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genérico. Entre sus prerrogativas políticas sobresalían las de 
asistencia a Cortes como representantes del brazo militar, o la 
ostentación de cargos militares y burocráticos; facultades que 
compartían con los «dones» anteriormente citados. Junto a 
ellos, puntales del patriciado local serían los denominados ciu-
dadanos honrados que, en opinión del citado Madramany, 
eran aquellos que 
« .. . no exercían oficios mecánicos, cuya distinción consiste en 
vivir con decencia, sin necesitar del travajo de sus brazos( ... )». 
Caballeros y ciudadanos desempeñaron los cargos de 
gobierno en época foral y, de igual modo, se beneficiaban de 
una serie de privilegios de orden social y penal. Ahora bien, 
si entre ambos existía una indiferenciación social efectiva 
-pues resultaban dos grupos semejantes en cuanto a su jerar-
quía-, desde el punto de vista de su estatuto jurídico presen-
taban serias diferencias. Los ciudadanos pueden considerarse 
una especie de grupó intermedio en conexión con el estamen-
to plebeyo, caracterizados por su rechazo a la práctica de las 
«artes mecániCas», así como por su adopción de formas de 
vida nobiliarias y activa participación en las actividades 
sociales. 
También entre· los ciudadanos existía una jerarquización 
en relación a su origen; los más antiguos, denominados de 
inmemorial, descendían de familias establecidas en la ciudad 
tras la conquista; a los que pronto se les unirían aquellos que 
habían sido facultados por el monarca para concurrir a los ofi-
cios públicos, a partir de su inclusión en la «bolsa de ciudada-
nos de mano mayor», como fueron los doctores en derecho y 
medicina. Como ha puesto de manifiesto Bernabé Gil, en 
aquellos municipios cuyo gobierno se regía por el sistema 
insaculatorio, este procedimiento actuó, además de mecanismo 
electoral, como importante vehículo de promoción social; la 
admisión o rechazo de un candidato en cualquiera de las bolsas 
podía entenderse como un reconocimiento explícito de su con-
dición social correspondiente, o de lo contrario, de su nega-
ción. En este sentido los estatutos para el gobierno de la ciudad 
de Alicante otorgados por Carlos 11 en 1669, no harían sino 
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sancionar la adquisión del rango efectivo de «ciudadanos» 
-mediante la correspondiente habilitación para poder ser insacu-
lados en el «sach major»- a los abogados y médicos, a los gra-
duados en ciertas universidades reconocidas, así como aque-
llos que habían superado convenientemente las pruebas acredi-
tativas de su calidad de ciudadano. Quedando, pues esta cate-
goría social integrada por los de inmemorial, los doctores y los 
facultados por el monarca. 
1.2) Procedencia y tradición de linaje de los Bourgunyo 
Como, avanzamos, desgraciadamente en la actualidad 
resulta impracticable documentar con fuentes del todo fidedig-
nas tanto el origen, como el desarrollo de cada uno de los gru-
pos que componían el patriciado urbano en los siglos altome-
dievales. No obstante, hemos de resaltar que, por lo que res-
pecta a la familia Bourgunyo, contamos con una documenta-
ción de excepción. Se trata de la alegación presentada a media-
dos del siglo XVII por Francisco Bourgunyo y Torregrosa con-
tra el procurador patrimonial y síndicos de los estamentos del 
Reino de Valencia, a causa del juicio probatorio de la nobleza 
y generosidad de este linaje. La sentencia en favor de don 
Francisco, abogado fiscal y patrimonial en Ja ciudad de Ali-
cante, y sus hijos Pedro, Juan Alfonso y Joaquín fiJe dictada en 
1695, con votos del Consejo de Aragón, tras diecinueve años 
en litigio por presentarse en juicio contradictorio. No hemos 
podido averiguar las razones objetadas por el fiscal del Conse-
jo para plantear ciertas controversias sobre la hidalguía de este 
linaje; ya que, a pesar de las noticias que poseemos sobre la 
existencia de un voluminoso expediente en dos piezas sobre el 
asunto, tal y como se indica en los Libros de Registro de Plei-
tos del Consejo de Aragón, éste en concreto no se halla en los 
fondos del Archivo Histórico Nacional, así como tampoco 
tenemos noticias de su presencia en el Archivo del Reino de 
Valencia, con lo cual no ha sido posible documentamos sobre 
este fin. 
Como señalan algunos cronistas autóctonos, los Bourgun-
yo siempre fueron considerados y reputados como caballeros 
generosos de sangre y solar conocido; lo que implicaría haber 
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ganado la hidalguía mediante el servicio de armas. Prueba irre-
futable toda vez que, como veremos en capítulos posteriores, 
la vinculación de nobleza y milicia fue generalmente aceptada. 
En la mayoría de territorios de la Corona de Aragón, la fun-
ción militar del estamento no biliar constituía la justificación de 
sus privilegios. Con el tiempo esa condición cayó en desuso, 
con lo que tuvieron que recurrir a funciones más acordes con 
los tiempos que merecieran igual reconocimiento social 
mediante la dotación de franquicias. No era, por lo tanto, infre-
cuente que muchos privilegiados se vieran en ocasiones en la 
necesidad de pleitear en pro de un reconocimento explícito de 
su estado, como podemos suponer que ocurriera en este caso. 
Tampoco estuvo ausente por entonces una cierta polémica res-
pecto a la naturaleza de la condición nobiliar, y más concreta-
mente a propósito de los mecanismos mediante los que podía 
accederse a tal situación. 
Lo cierto es que probar la pertenencia al estamento nobi-
liario y disfrutar de las prerrogativas consiguientes suponía 
disponer de los documentos y justificaciones necesarias, así 
como someterse a determinadas pruebas para conseguir la 
correspondiente ejecutoria de nobleza. A partir del siglo XVI 
el sistema de probanzas adquirió notable importancia, merced 
a la consolidación jurídica de los estamentos y al afán de 
honra, es decir, a la distinción social. 
Así pues, las primeras noticias acerca de este linaje nos las 
proporciona la citada alegación, donde el abogado Bourgunyo 
desarrolla una fundamentada y elaborada exposición, apoyán-
dose tanto en fuentes documentales de primera magnitud, como 
en las crónicas de autores de la talla de Zurita, Viciana, Escola-
no o Diago. Dividida en cinco partes, refiere el origen y calidad 
de la familia, su acomodo en tierras valencianas, las armas y 
escudo que ostentaban, así como oficios y cargos desempeña-
dos, sólo accesibles a personas de condición hidalga. 
Tal y como hemos mencionado, el expediente sitúa la lle-
gada de los Bourgunyo a la ciudad de Valencia en el año 1244 
cuando, al parecer, acudieron Juan y Jaime Bourgunyo acom-
pañando al rey Jaime en la conquista. Primeramente se estable-
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cieron en la capital del Reino donde ocuparon altos cargos, 
tanto civiles como eclesiásticos. Refiere Zurita en sus Anales 
que Juan Bourgunyo fue consejero y embajador del monarca 
ante la curia romana y la corte francesa entre 1303 y 1308; 
efectuando, entre otros servicios, la concertación del matrimo-
nio entre una hija del rey don Jaime con el heredero a la Coro-
na francesa -enlace que no se llevó a cabo-, o la negociación 
de la restitución de algunos territorios arrebatados a Aragón. 
Por su condición de canónigo y pavorde de Valencia, sacristán 
de Mallorca y prior de la iglesia de Daroca en el Reino de Ara-
gón, Juan obtuvo diversos privilegios y favores del monarca; 
como la facultad para reconstruir la torre de la iglesia metropo-
litana, no obstante las prohibiciones de alzarla más de lo que 
estaba en las fechas de la conquista. Empresa que financió gra-
cias a las pingües rentas percibidas por las dignidades con que 
se hallaba prebendado en las mencionadas iglesias. Como 
ejemplo eita que sólo la de Valencia le rentaba anualmente 
entre síete y nueve mil ducados, cifra tan estimable y apetecida 
« ... que no había persona ilustre que no desease tener una de 
ellas, conforme las obtuvieron las primeras familias de Valen-
cia». Hacia el último cuarto del siglo XVII esta calificación de 
«Sangre y solar conocido» acabó imponiéndose en las justifica-
ciones de nobleza como fundamento de distinción entre los 
hidalgos y las capas inferiores de la sociedad. 
Por su parte, Martín de Viciana, en el libro segundo de su 
Indita y Coronada Ciudad de Valencia, donde describe las 
familias militares, menciona a Juan y Jaime Bourgunyo, atribu-
yendo a éste último la titularidad del lugar y castillo de Agost 
en Alicante. La posesión del señorío, uno de los más antiguos 
de la comarca, fue transferida a Jaime en 13 20 tras ser vendido 
en pública subasta. A su muerte en 1324 pasó a manos de su 
hijo Francisco quien, con motivo de las guerras entre Castilla y 
Aragón, solicitó licencia al monarca para venderlo; entrega que 
finalmente no llegó a ejecutarse. Según claú~ulas del privilegio 
« .. . Ad ser vitia per dilectum Consiliarum nostrum Ioannem 
Burgundi Sacristam Maiorem nobis multipliciter, fideliter, et 
devote impensa, dirigentes mentis nostrae aciem, volentesque 
respectu eius vos Franciscum Burgundi nepotem dicti Sacris-
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tae, filiumque et haerederem Iacobi Burgundi quondam fratris 
sui gratia prosequi speciali; ut Castrum de Agost cum universis 
juribus, et pertinensis suis, situm in termino Castri nostri Ali-
cantis, quod voce Paterna ad vos pervenit, militibus, seu Gene-
rosis personis vos et vestri vendere, aut in eos alienare». 
Hacia 1365 Francisco, 11 señor de Agost, pasó con-su 
familia a la ciudad de Alicante, donde se avencidaron; siendo 
desde ese momento intitulados señores de Agost y de las 
alquerías de Benitaulell. De los varones habidos en su unión 
con V alenzona del Bosch, Pedro se encargó de administrar sus 
posesiones en Benitaulell; mientras el primogénito, también 
llamado Francisco, regiría la heredad de Agost. Tras el falleci-
miento de éste dejó como apoderada de sus bienes a su mujer 
Aldonza Márquez « ... para tener sugetos y obediefltes los 
hijos»; quien tuvo que hacer frente a un pleito sobre unas tie-
rras litigiosas con los vecinos de Monforte. Según disposicio-
nes testamentarias, el señorío sería gobernado «pro-indiviso» 
por sus herederos Francisco y Juan. Hacia 1442 Juan determi-
nó vender la parte que le correspondía a su hermano, ante la 
falta de descendencia masculina; sin embargo, pese a sus dos 
matrimonios, tampoco tuvo continuación Francisco. Procuró 
afianzar la sucesión en sus primos, señores de las alquerías de 
Benitaulell, participando con cuantiosas donaciones en la con-
certación de sus matrimonios. Pero murió intestado en 1481 
antes de garantizar la titularidad del lugar; por lo que sus here-
deros, concertaron su venta a Juan Puig de Vallebrera en 1505, 
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Por lo que respecta a las tierras de Benitaulell, se divieron 
entre Pedro, Francisco y Juan, hijos de Pedro Bourgunyo y 
Bosch y Violante Molins; siendo enajenadas a Juan Planillas a 
principios del siglo XV las porciones correspondientes a los 
dos primeros. Por su parte, Juan - primo hermano de Francisco, 
último señor de Agost con apellido Bourgunyo- lo legó a sus 
hijos Pedro y Juan «por mitad»; siguiendo la sucesión en éste 
último (1). Tal y como refiere Pedro en su testamento 
« ... Recordantnos de que los bens que recahuen en dita 
nostra herencia, la major part, y mes preciosa consisteix en 
una casa que tenim, e posehim en la present Ciutat y una here-
tat en la horta de aquella ( ... ) los quals bens a mes de docents 
anys ( ... )están en poder demos antepassats del npm y Familia 
deis Burgunyons, sempre continuando de uns en altres, sens 
haver eixit dels ascendents meus ... ». 
Mediado el seiscientos, Pedro Bourgunyo y Briones, capi-
tán de la compañía de infantería llamada del Portal Nuevo, 
mayordomo de la cofradía de la Sangre y racional de la ciudad 
de Alicante en 1658, era señor de media alquería de Benitau-
lell. En 1646 había casado con Ana María Mingot y Escorcia, 
hija del titular de la otra mitad del predio. Se esperaba, pues, 
con este enlace unir toda la heredad; pero el temprano falleci-
miento de Pedro, intestado y sin hijos, hizo naufragar los pla-
nes. Por las noticias que poseemos, una parte del señorío reca-
yó en Plácida Mingot y Escorcia, hermana de la citada Ana 
Mingot, y la otra fue a parar a manos de Francisco Bourgunyo 
(l) Juan casó con Beatriz Puigvert y tuvieron un único hijo, Fran-
cisco, quien casó tres veces. Su primogénito, Juan Bourgunyo y 
Alegret, a quien correspondía heredar Benitaulell, murió antes 
que su padre, por lo que todo pasó al mayor de los varones habi-
dos en su tercera unión con Isabel Sánchez. Pero Francisco 
Bourgunyo y Sánchez también falleció sin descendencia, ante lo 
cual la finca fue transferida a su hermano Pedro. En la primera 
década del seiscientos, éste contrajo matrimonio con Catalina 
Briones, cuya familia también obtendría el privilegio de hidal-
guía en esta centuria, en virtud de su tradición de caballeros 
generosos. Tuvieron por hijos a Pedro y Francisco Bourgunyo y 
Briones. 
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y Briones, canónigo de la Colegial de San Nicolás y comisario 
de la Inquisición de Murcia en Alicante; quien dispuso de 
todos sus bienes en obras pías, incluídas las alquerías de Beni-
taulell, ignorando las disposiciones que su padre había preve-
nido ante tal situación. 
Al margen de las posesiones territoriales, el memorial pre-
sentado por don Francisco exponía que otra fórmula pa.Ia acre-
ditar su calidad se basaba en el tratamiento con que se había 
distinguido a los miembros de su familia. Ens, honorables, 
magníficos, donceles, gentiles hombres, caballeros, mosens y 
generosos figuraban entre los calificados títulos distintivos de 
honor y milicia. Lo cierto es que el reconocimiento de nobleza 
a menudo se traducía en el disfrute de prerrogativas de carácter 
público, que habían de ser ordenadas por el monarca mediante 
los correspondientes documentos oficiales; como ilustra este 
encabe~amiento de un privilegio otorgado por Juan 11 a Fran-
cisco Bourgunyo y Bosch. 
« ... Cum itaque fatis expertam tenemus fidem et constantiam ves-
tri dilecti nostri Franscisci Burgunyo Domicelli Villae nostrae Ali-
cantis (..)». 
O bien otra franquicia de Felipe IV concedida a Pedro 
Bourgunyo y Briones, confirmando la calidad de su linaje en el 
Reino de Valencia. 
« ... Attendentes obsequia perte Petrum Burgunyo, nat.u 
maiorem civitatis Alicanti nostri Valentiae Regni in utroque, 
pacis solicet, et belli tempore praestita, et in pensa; ac origi-
nem militarem, a qua ducis, et progrediris antiquam ( ... )». 
Al parecer el mismo tratamiento e intitulación die-
ron a los de esta familia los lugartenientes y virreyes del 
Reino en lo judicial y extrajudicial. Como ponen de 
manifiesto los nombramientos que Juan Copons, vice-
canciller y lugarteniente general del Reino; Francisco de 
Moneada, conde de Aytona, lugarteniente y capitán 
general; o Juan de Sandoval, virrey y también capitán 
general, habían otorgado en favor de Francisco y Pedro 
Bourgunyo y Bosch, con los atributos de doncel, caba-
llero o magnífico. 
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Sin embargo estos argumentos en favor de las intitulaciones 
no resultan del todo válidos por la exigüidad de su consistencia. 
Si bien es cierto que el privilegio de nobleza conllevaba la utili-
zación de estos calificativos, que eran transmitidos por herencia, 
no resultaban exclusivos de este estamento. Por lo que respecta 
al Reino de Valencia, la posibilidad de ascenso de capas inferio-
res de la sociedad comenzó en fechas tempranas. Los grupos 
intermedios, conformados por un amplio espectro, no carentes 
de expectativas de poder y de ascenso al grupo de élite, manifes-
taron una notable inclinación e imitación por las formas de vida 
paranobiliarias. Su progresiva presencia en la vida pública y su 
continuada promoción, al calor del auge económico desatado en 
Alicante en el cuatrocientos, les proporcionó la 0portunidad de 
pugnar en mejores condiciones~ llegando algunas familias de 
ciudadanos honrados a gozar de una consideración social análo-
ga a los de la nobleza de sangre, entre los que figuraba la utiliza-
ción de algunos de estos distintivos. 
Otra prueba aportada por los litigantes se deriva de algu-
nos comentarios de Pedro Bellot, que en sus Anales de Orihue-
la refiere cómo en 1436 Juan Bourgunyo junto con Martín 
Tolsa fueron designados por el concejo de la ciudad para que 
marchasen a Orihuela a apaciguar las inquietudes y bandos 
entre las familias de los Martin y Despuig con los Molins, 
Torres y otras~ partidas motivadas frecuentemente por las 
redes de solidaridades y vínculos que se creaban en el -marco 
de los linajes y su entorno clientelar. La formación de estas 
parcialidades, bandos y ligas casi siempre se fundaban en la 
oposición de familias, y enlazaban con actitudes partidistas 
mantenidas a nivel de la política general. 
También por hallarse en el estamento militar con grado de 
caballeros generosos, intervinieron en las Cortes de Castellfabi 
de 1437, en las de Traiguera de 1438, Valencia de 1448, 1449, 
1463 y 1467 y en las de la villa de San Mateo de 1465 y 1495. 
Ocuparon y rigieron como tales militares los empleos de 
subrogado del gobernador -o en su defecto de su delegado, el 
lugarteniente, cuando el primero no se hallaba en Orihuela-
para Alicante y sus distritos entre 1444 y 14 79, y desde 1604 a 
1610. Ostentando este cargo respectivamente Juan Bourgunyo 
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y Molins y Francisco Bourgunyo y Puigvert; quien lo desem-
peñó poco después de celebradas las Cortes del año 1604, que 
establecieron que sólo los verdaderamente generosos y milita-
res pudieran ejercer dicho empleo, disposición confirmada en 
las Cortes de 1645. 
La milicia efectiva de la ciudad estaba repartida por enton-
ces en compañías, gobernadas por capitanes, titulados con 
patentes expedidas por virreyes y capitanes generales del 
Reino. Importando tanto la custodia de la plaza y su castillo 
por ser «la llave del Reino», fácilmente se infier~ que los nom-
bramientos de capitanes recayeran en sujetos de reconocido 
prestigio. La fortaleza de Alicante, además de la clara función 
militar que tenía en época medieval, desempeñó un importante 
papel social y político al ser considerada como símbolo de 
poder. Como ha puesto de manifiesto Hinojosa Montalvo, la 
concesión de la alcaidía del castillo se regía por la costum 
d'Espanya, lo que implicaba que el cargo estuviera sujeto a la 
voluntad del monarca; aunque las concesiones vitalicias y la 
transmisión en el seno de una familia fueran lo más corriente. 
Los alcaides pertenecían al grupo nobiliario, con lo que una 
vez más volvemos a encontrar esa identificación entre ejército 
y nobleza, como símbolo de fidelidad, valor y lealtad. Tras la 
muerte de Martín Tolsa en 1463 se hizo cargo de la fortaleza 
por orden del rey, Pedro de Maza, gobernador general de 
Orihuela, quien a su vez lo entregó a Francisco Bourgunyo 
para que se hiciese cargo de la custodia efectiva del mismo. En 
1476 Juan 11 revocó este nombramiento; concediéndolo a 
Alfonso de Rebolledo y a su hijo Juan, ejerciendo el empleo en 
el ínterin de su minoría de edad Juan Bourgunyo. 
Otra de las pruebas aportadas sobre la identidad de este 
linaje radica en haber sido enterrados promiscuamente en la 
sepultura familiar situada en la parroquial de Santa María, « ... 
que esta davalllos graons del reixat major de dita Esglesia, en 
mig del portal de dita reixa ( ... )». Prerrogativa que ostentaron 
las casas más acreditadas de la ciudad hasta finales del siglo 
XVIII. 
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Tal y como se desprende de algunas notas extraídas del 
archivo de la citada iglesia, Valenzona del Bosch y Bourgun-
yo, en su testamento dispuesto en el año 1400, ordenó a los 
capitulares de Santa María celebrar los aniversarios de su falle-
cimiento con una misa que sería amortizada con varios hilos 
de agua que poseía en la huerta de Alicante. Hecho que 
adquiere singular importancia, y demostrativo de la antigüedad 
que se le atribuía al linaje, si consideramos que la posesión del 
«agua vieja», en virtud los repartimientos de Alfonso X a los 
primeros pobladores, era fundamento de patrimonio económi-
co y fuente de renta. 
Este patriciado urbano no formaba un grupo aislado en el 
conjunto de la sociedad sino que constituía una cúpula cohe-
sionada, merced a una política de alianzas que manifestaba su 
endogamia elitista. Por lo tanto, no menos ponderable resulta-
ba haber casado y emparentado con otras familias notables y 
afamadas del reino « ... ya que los casamientos se presumen 
siempre entre gentes de igual sangre y nacimiento». 
Además de lo expresado, todos los de esta casa avalaban 
su ilustre condición por el disfrute de toda la serie de prerroga-
tivas solo aptas a un determinado estamento. A modo de ejem-
plo citaremos que se distinguieron en la mayordomía de la 
cofradía del Cristo de la Sangre, sirviendo por el brazo milítar, 
e incluso siendo elegido en el año 1666 uno de sus miembros 
máximo representante de la institución. En el tema fiscal y 
judicial, el abogado Bourgunyo revela ,en su memorial haber 
pagado la tacha militar impuesta en las Cortes de Monzón de 
1552; así como estar exentos de otros arbitrios «con que con-
tribuyen los plebeyos, como el morabatí». Como linaje de abo-
lengo ilustre, y habida cuenta que la veneración por los antepa-
sados era algo cosustancial a las familias nobles, las referen-
cias heráldicas y la genealogía jugaban un papel no menos des-
tacado. Sus .armas se describen como un es cudo en campo azul 
con diez flores de lis dispuestas en dos bandas oblicuas. Bla-
són que figuró en el retablo de la primitiva iglesia del castillo 
de Agost y que más adelante se representó grabado en varios 
objetos personales de la familia en el siglo XVIII, tal y como 
recogen las descripciones notariales. 
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No cabe duda que, pese a la importancia del documento 
que narramos, todas estas consideraciones hemos de tomarlas 
con cautela. Aún no exento de parcialidad, nos proporciona un 
novedoso y atractivo testimonio para ahondar en los orígenes y 
actitudes de la sociedad alicantina de estos siglos. Con todo, 
para verificar y ampliar algunas de las informaciones ofrecidas 
hasta el momento, fuente de primera magnitud será el lndice 
de Personas que sirvieron en cargos públicos, libro registro de 
los oficios de la entonces villa de Alicante, custodiado en el 
Archivo Municipal de la ciudad. Toda vez que la función rec-
tora de esta élite también se traducía en el disfrute del poder 
político municipal. Pero antes de exponer los diversos cargos 
ejercidos por la familia Bourgunyo en el gobierno de la ciudad 
de Alicante, conviene que describamos sucintamente algunas 
tranformaciones operadas en la política municipal durante la 
época foral, para enmarcar convenientemente el entorno en 
que se disfrutaba la tenencia de dichos oficios. 
I.2) TRANSFORMACIONES EN LA POLÍTICA 
MUNICIPAL. EL SISTEMA INSACULA TORIO 
Antes de la llegada del sistema insaculatorio, el régimen 
municipal en los países de la Corona de Aragón experimentó 
una serie de mutaciones paralelas al proceso de consolidación 
de las oligarquías urbanas. Mientras unos muncipios regían sus 
destinos a través de las tradicionales asambleas vecinales o 
«concejo abierto», con métodos más o menos propios de una 
democracia directa, en otros se fraguó a partir del siglo XIV un 
procedimiento denominado por Torras i Ribé «sufragio de 
segundo grado», desarrollado por un cuerpo restringido de 
electores vinculados a los sectores económicos más poderosos 
de la urbe. Sin embargo, esta fórmula pronto quedó reducida a 
una pura cooptación en la cual las nuevas autoridades eran ele-
gidas por los miembros cesantes de la corporación. Este hecho 
motivó que fuese considerado como un mecanismo proclive a 
la perpetuación de las oligarquías en el gobierno de las ciuda-
des, ya que el acceso al poder estaba controlado por un equili-
brio de fuerzas que permitía la rotación de miembros de una 
misma familia, del mismo círculo de intereses, etc. 
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Las bases de la organización municipal de Alicante para 
los siglos XIV y XV tienen su origen en las disposiciones otor-
gadas por Jaime II en 1296, a partir de su incorporación a la 
Corona aragonesa. Nos interesa referir únicamente aquellas 
que atañen a la constitución del consitorio, como la designa-
ción de los principales funcionarios locales. En lugar de alcal-
des y alguaciles, las principales autoridades pasarían a denomi-
narse justicia, jurados y almotacén. J.M. Del Estal indica que 
sus titulares debían ser vecinos de Alicante, hombres hacenda-
dos con un patrimonio superior a los 5.000 reales, y con capa-
cidad de equipar caballo y armas. 
Por otra parte, especial atención merece la creación de un 
concejo «semiabierto» formado por los prohombres de la villa, 
representantes de las manos mayor, mediana e inferior. En 
poco tiempo se transforniaría en un consell cerrado, compuesto 
por consejeros de oficio, designados por nombramiento o elec-
ción, cuyo carácter resultaba mucho más selectivo. 
Tal y como se desprende del siguiente fragmento, la fami-
lia Bourgunyo ya ostentaba la titularidad de las principales 
magistraturas durante esta fase preinsaculatoria. 
« ... As si mesmo los de esta familia se hallan en todos los 
tiempos, en el govierno de Alicante, Siendo Villa, y despues 
Ciudad, desde el año 1365 en que empezaron a vivir en ella, y 
fue su govierno primitivo por elección de votos, en cuio tiempo 
los de esta Casa fueron elegidos varias vezes para el oficio de 
justicia, y para el de Iurados, por el brazo Militar, hasta que 
el Señor Rey Don Fernando el Cathólico dispuso la primera 
Insaculación( ... )». 
Hacia la segunda mitad del siglo XV ;ia cooptación fue 
reemplazada por otro procedimiento electoral: el sistema insa-
culatorio o de sach i sort. Consistía en el sorteo de los oficios 
municipales mediante la extracción de un saco, urna o bolsa 
donde previamente habían sido d~positadas unas bolas de cera, 
cada una de las cuales contenía inscrito el nombre de los can-
didatos a los diversos cargos. Siguiendo a Font y Rius, la insa-
culación se iría estableciendo de forma progresiva en muchas 
poblaciones como un elemento de mejora que, si bien no acabó 
con el monopolio de algunas facciones, al menos permitió 
30 
ciertos niveles representación, proporcionales a los divers<;>s 
grupos urbanos. 
Sin embargo, no es objeto de estas páginas analizar la 
implantación del régimen insaculatorio para la ciudad de Ali-
cante, por otra parte estudiado convenientemente por Alberola 
Romá, Barrio Barrio, o Bemabé Gil, entre otros. Nos interesa, 
no obstante, referir algunas de las transformaciones más signi-
ficativas que se operaron en la mecánica electoral, es decir, en 
el sistema de provisión de los cargos de gobierno ciudadano, 
por cuanto que éstas afectaron a varios representantes de la 
familia Bourgunyo que aspiraban a desempeñarlos. 
El establecimiento del régimen insaculatorio para Alicante 
data del año 1459, cuando Juan II, con ánimo de proveer de un 
mejor ordenamiento jurídico y administrativo a la entonces 
villa, aprobó una serie de capítulos que le habían sido presen-
tados por las autoridades del municipio. Pero fue realmente en 
la década de 1460 y en la siguiente cuando se puso en marcha 
el proceso. A finales del siglo XV comenzaba su andadura, 
superada ya una fase inicial de fuertes tensiones sociales; moti-
vadas por las sospechas de actuaciones fraudulentas, irregula-
ridades en las elecciones de los oficiales, y las pugnas de los 
distintos clanes por el control del consell. En 1476 se otorgó 
de nuevo el privilegio a la ciudad, que había sido incumplido 
durante más de una década, y en el que se recogían ciertas 
reformas. 
En 1459 Juan II había ordenado la creación de dos bolsas 
o sacos, denominados sach majar y sach menor, donde se 
introducirían los nombres de los individuos más calificados 
para desempeñar cargos de responsabilidad. Poco después 
habilitó unos comisionados para 
« .. . elegir a su conocimiento las personas de mérito para servir 
en los oficios publicas de Alicante, y con la calidad de haver de tener 
cavallo y armas y que los elegidos sirvieran por tiempo de seis años, 
y en lo sucesivo se huvieran de sortear de las bolsas»( ... ). 
Esta delegación, encargada de seleccionar la primera 
nómina de insaculados, estuvo integrada por personajes de la 
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oligarquía local entre los que también figuraba la familia Bour-
gunyo, representada en la persona de Francisco Bourgunyo. 
Junto a él, otros integrantes de la comisión fueron: Bernardo 
Martí, Lope Ferrández de Mesa, Pedro Bonivern, Melchor de 
Vallebrera, Pedro Pasqual y Gaspar Rolf. Una vez constituída 
la primera corporación municipal, la dinámica a seguir en 
sucesivas formaciones quedó establecida a partir de los estatu-
tos de Fernando el Católico de 1502. Siguiendo el espíritu 
ordenancista que caracteriza a la época, reglamentando hasta 
los más mínimos detalles, el Privilegi del Regiment, como 
también se denomina esta disposición, explicaba toda la nor-
mativa vigente en cuanto a la extracción de cargos, su duración 
en el gobierno, los días y ritual a seguir en las ce~emonias, etc. 
Este sistema político-administrativo iba a sufrir en la 
siguiente centuria una serie de cambios; concretamente en los 
años 1600, 1625 y 1669. Entrado el nuevo siglo, Felipe III dis-
pone una novedosa creación: la constitución de una tercera 
bolsa, la de caballeros, a partir del desdoblamiento del sach 
major anterior. En ella serían insaculados individuos pertene-
cientes a la baja nobleza ciudadana, a los que con posterioridad 
se añadirían todas aquellas personas consideradas «de calidad» 
más los descendientes de los primeros insaculados en la referi-
da bolsa. Al mismo tiempo se producen unos cambios nomina-
les en los dos sacos anteriores, pasando a denominarse de ciu-
dadanos de mano mayor y de ciudadanos de mano menor. 
Con el paso del tiempo la bolsa de caballeros se consolida-
ría como un coto de predominio oligárquico, y eficaz medio 
para que las familias de mayor solera y raigambre de la urbe 
accedieran a los cargos municipales. En este sentido, conviene 
señalar ciertas sentencias de la Real Audiencia de Valencia 
que confirman la importancia que para este patriciado urbano 
tenía el status nobiliario, y la vigencia de la concepción del 
poder como un privilegio que se ejercía por derecho de sangre. 
A modo de ejemplo, en enero de 1604 la Real Audiencia 
declara hábiles para concurrir a la bolsa de caballeros a Nico-
lás y Adrián Escorcia « ... por ser caballeros de prosapia y des-
cendencia militar». Poco tiempo después, José Paravecino, 
cuya familia obtendría el privilegio de nobleza durante este 
32 
-siglo, es habilitado en la misma bolsa por tratarse y reputarse 
como caballero generoso. 
Según la citada provisión, Felipe III dispuso la relación 
nominal de aquellos que habrían de ser insaculados en las tres 
bolsas. En la de caballeros encontramos apellidos notables 
como Canicia, Femández de Mesa, Mingot, V allebrera o Pas-
cual; sin embargo, notamos la ausencia del apellido Bourgunyo. 
Siguiendo la disposición, el monarca observó que se habían 
dejado de insacular algunas personas por no estar declarada la 
pretensión que tenían de ser militares; aunque tampoco las 
incluyó en los sacos restantes <<para no perjudicarlas». A con-
tinuación, exhortaba a todos aquellos que faltasen en las listas 
a presentar sus correspondientes alegaciones ante el virrey y 
doctores de la Audiencia, quienes en breve plazo dispondrían o 
no su habilitación. 
En consonancia con esta determinación, compareció ante 
las referidas autoridades Juan Bourgunyo, en nombre propio 
así como en el de Francisco, su padre, y de Pedro y Francisco 
«menor», sus hermanos. Tras exhibir las correspondientes cre-
denciales de caballeros y descendientes de generación militar, 
presentando asimismo actas que acreditaban su participación 
en el gobierno de la ciudad durante más de ciento cincuenta 
años, cuatro meses después, concretamente en enero de 1601, 
se les facultó para su inclusión en la bolsa de caballeros. 
«( ... )desde este tiempo hasta la Segunda Insaculación del 
año 1600 sortearon a los de esta familia, Siendo repetidas 
veces Justicia, y Jurados por Militares; y desde el año /600 en 
que fueron Insaculados en la Bolsa de Cavalleros, Francisco 
Burgunyo mayor, y Juan Burgunyo Bisaguelo y Aguelo del-
Doctor Francisco Burgunyo, y Francisco Burgunyo menor, y 
Pedro Burgunyo despues Don Pedro Tios del dicho Doctor, 
hasta el afio 1658 han continuado en los mesmos Oficios por 
el bra~o Militar(. .. )» 
A lo largo del período foral, el poderoso grupo de familias 
conformadoras de la élite urbana se constituyó en la cúpula 
ostentadora de los oficios más importantes. En el municipio 
alicantino los principales cargos, es decir, los de justicia, jura-
dos y almotacén se extraían del saco mayor y, el hecho de exi-
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gir criterios más selectivos a sus aspirantes, contribuyó a que 
quedasen circunscritos al sector oligárquico. Según rezan los 
estatutos de la ciudad de Alicante, para ser insaculado se 
requería una edad mínima de veinticinco años, una renta no 
inferior a 100 libras valencianas -excepto para los candidatos a 
la bolsa de mano menor-, ser natural del reino, no vivir aman-
cebado ni haber cometido delito que« ... induzga infamia». 
Una vez que los oficios habían sido sorteados, los nuevos 
munícipes debían cumplir determinados requisitos para verifi-
car su admisión. Se exigía no ser deudor de la ciudad o su tér-
mino como tampoco de la hacienda real, no desempeñar en ese 
momento ninguno de los cargos que se sorteaban ni haber 
renunciado a ellos antes o después de ser insaculado. Se insiste 
con relativa frecuencia en la necesidad de poseer armas y 
caballo propio desde, al menos, tres meses antes de la elec-
ción; cifrándose el valor del animar en tomo a los veinticinco 
florines. Característica que, en estas tardías fechas del medie-
vo, se revela como un selectivo mecanismo de criba, con el fin 
de mantener los oficios en manos de la élite capaz de sustentar 
semejante patrimonio. 
Siguiendo a Alberola Romá, por lo que respecta al cumpli-
miento de la normativa, hemos de convenir que difícilmente 
llegó a respetarse con el rigor que demandaban sus preámbu-
los. Parte de los estatutos promulgados, bien fueron ignorados, 
bien las frecuentes intromisiones de la Real Audiencia hacían 
imposible su observancia, por las dispensa~ concedidas a 
determinados individuos que no satisfacían las exigencias 
impuestas. A modo de ejemplo, en 1601 Felipe III concedió a 
Francisco Bourgunyo y Puigvert la oportuna licencia para 
acceder a la bolsa de caballeros en atención a la calidad de su 
estirpe, su dilatada experiencia en el gobierno de la ciudad, 
pues había sido justicia y jurado en seis ocasiones, y advirtien-
do al mismo tiempo « ... que no huviere impedimentos sin 
embargo de su avanzada edad, que es hombre de setenta y 
cinco años, y de no saber leer ni scrivir, sí solo firmar>>. Esta 
última condición, aún no siendo imprescindible en algunos 
municipios, caso de Orihuela, sí era exigida en nuestra ciudad 
como reflejan las ordenanzas del año 1600. 
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« ... statuhimos y ordenamos que a los dichos officios y qualquiera 
d'ellos no pueda ser admitido el que no supiere leer y scrivir, ni el 
que fuere sordo, ciego, mudo o tuviere otra falta natural aunque sea 
de los insaculados y nombrados por más en las presentes ordinafio-
nes». 
En numerosas ocasiones estas injerencias de la Audiencia 
perjudicaron los intereses del propio municipio; así lo demues-
tra el caso de Nicolás Ibañez y Juan Morelló, ciudadanos que 
en 1596 obtuvieron el correspondiente permiso para servir en 
cualquier oficio público que se sortease, a pesar de que se 
seguía un pleito contra ellos por fraude de agua. Pero, sin 
duda, los estatutos que mayor número de veces fueron obvia-
dos eran los relativos al grado de consanguinidad, que impedían 
el acceso a las bolsas y al consejo general a personas del mismo 
apellido y armas. Merced a esta política, individuos pertene-
cientes a las más destacadas estirpes locales concurrieron en 
idénticas fechas a las extracciones de oficios. En esta situación 
se hallaban Francisco, Cristóbal y Antonio Mingot que obten-
drían esta facultad, gracias a una provisión del veintitrés de 
abril del año 1600. Un año más tarde, cuatro miembros de la 
familia Bourgunyo: Juan, Francisco «mayor», Francisco 
«menor» y Pedro, lograrían idéntica licencia. 
3) CARGOS DE GOBIERNO EJERCIDOS 
POR LA FAMILIA BOURGUNYO 
Como venimos señalando, durante estos siglos de vigencia 
insaculatoria un reducido elenco de familias ostentó la titulari-
dad de las principales magistraturas urbanas, atendiendo a los 
sutiles mecanismos de selección impuestos. En este sentido, el 
listado de oficios desempeñados por la casa de Bourgunyo 
ejemplariza perfectamente esa oligarquía que monopolizó el 
gobierno municipal y la representación política durante este 
período. 
Dentro de los oficios mayores el justicia regentaba la 
máxima autoridad ciudadana, ejerciendo la jurisdicción civil y 
criminal. Entre sus funciones figuraban las de velar por el 
orden público y las «buenas costumbres ciudadanas», recibir el 
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CUADROII 
CARGOS EJERCIDOS POR LA FAMILIA 
BOURGUNYO. SIGLOS XIV A XVII 
NOMBRE CARGO AÑO 
GINES JUSTICIA 1372 
GINES JUSTICIA 1378 
FRANCISCO JURADO 1402 
JUAN JURADO 1402 
JUAN JUSTICIA 1404 
JULIA N JUSTICIA 1420 
JUAN (Jove) JUSTICIA ~ 1429 
GINES JUSTICIA 1436 
FRANCISCO JUSTICIA 1438 
FRANCISCO JURADO 1447 
JUAN JURADO 1450 
JUAN JURADO 1452 
JUAN JUSTICIA 1456 
FRANCISCO JURADO 1457 
GINES JUSTICIA 1466 
JUAN JURADO 1469 
JUAN JUSTICIA 1471 
FRANCISCO JURADO . 1472 
PEDRO JUSTICIA 1501 
PEDRO JURADO l 1503 PEDRO CONSEJERO 1508 
PEDRO CONSEJERO 1556 
PEDRO CONSEJERO 1561 
FRANCISCO JURADO 1566 
FRANCISCO JURADO 1570 
FRANCISCO JURADO 1575 
FRANCISCO JURADO 1580 
FRANCISCO JURADO 1581 
FRANCISCO JUSTICIA 1589 
FRANCISCO JURADO 1594 
FRANCISCO JURADO 1597 
JUAN JURADO 1598 
FRANCISCO CLAVARIO 1601 
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NOMBRE CARGO AÑO 
FRANCISCO JURADO 1602 
JUAN JURADO 1602 
FRANCISCO JURADO 1603 
FRANCISCO CONSEJERO 1604 
FRANCISCO SINDICO 1604 
FRANCISCO JURADO 1606 
PEDRO JUSTICIA 1613 
PEDRO JURADO 1625 
PEDRO JURADO 1626 
PEDRO JUSTICIA 1627 
PEDRO JURADO 1631 
PEDRO SINDICO 1639 
PEDRO JURADO 1641 
PEDRO JURADO 1644 
PEDRO JURADO 1650 
PEDRO RACIONAL 1658 
FRANCISCO JURADO 1698 
FUENTES (2): Elaboración propia. 
(2) La enumeración de los cargos desempeñados por la familia 
Bourgunyo durante los siglos XIV a XVII ha sido elaborada a 
partir de las fuentes siguientes: 
-Arques Jover, A. Nobiliario alicantino. Op. Cit pag 121-162. 
- A.H.N. Estado. In dice de pruebas de Carlos III, Expediente de 
Pedro Bourgunyo y Juan. Leg. No 460. 
- A.M.A. Indice de personas que sirvieron en cargos públicos. 
Arm 5, Lib 129. 
- Alberola Roma, A. Jurisdicción ... , Op. Cit. pag. 118-128. 
- ALLEGACION POR EL DR. FRANCISCO BOURGUNYO 
GENEROSO, en nombre propio, y padre, y legítimo administra-
dor de Pedro, Juan Alfonso, y Joaquín Burgunyo de la Ciudad 
de Alicante, en la causa de Milicia, y Generosidad que cursa en 
el S.S.R Consejo de Aragón con el Procurador Patrimonial de 
su Magestad y Síndicos de los Estamentos Militar, y Real de la 
ciudad, y Reino de Valencia. En Valencia: en la Imp. de Vicente 
Cabrera, 1688. 
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juramento de los restantes gestores municipales y presidir las 
sesiones de los jurados y del consejo. A juzgar por los datos 
extraídos de las listas anteriores, observamos un significativo 
descenso en el número de años que la familia Bourgunyo tuvo 
en su poder el justiciazgo; sólo en dos ocasiones, concretamen-
te en 1501 y 1589, frente a las diez opotunidades de siglos pre-
cedentes. Por su parte Pedro Bourgunyo y Sánchez, señor de la 
heredad de Benitaullel, en el siglo XVII obtuvo esta delega-
ción para su familia en 1613 y 1627. 
Pero donde los Bourgunyo gozaron de una mayor presen-
cia fue en el desempeño de las tareas de jurat. Los jurados 
componían el cuerpo municipal encargado de di9tar la norma-
tiva reguladora de la vida local. Sus atribuciones giraban en 
torno a impuestos, abastos, precios y salarios; además de los 
asuntos relativos a la sanidad, obras públicas y defensa de la 
ciudad. Su número oscilaba entre tres y cinco, a tenor del dic-
támen de las ordenanzas. A lo largo del período insaculatorio 
ejercieron el cargo en veinticuatro ocasiones y, a menudo, en 
años sucesivos, a pesar de estar prohibido por los estatutos. 
Así, observamos que Juan Bourgunyo y Pasqual, y Francisco 
Bourgunyo y Puigvert en el año 1602 formarán parte, al 
mismo tiempo, de esta corporación. 
Como órgano representativo de la comunidad vecinal, al 
menos teóricamente, figuraba el consell; el segundo de los bra-
zos colegiados del organigrama político local. Sus deliberacio-
nes y aprobaciones eran preceptivas en casos de extrema 
importancia tales como la creación de nuevos arbitrios munici-
pales, la constitución de censales y otros empréstitos contraí-
dos por el vecindario, la creación de nuevas partidas del gasto 
público e incluso la aprobación de ciertas ordenanzas de régi-
men interno. Su capacidad operativa, aunque importante, era 
inferior a la de los jurados. Tal y como se desprende del índice 
de oficios anterior, la familia Bourgunyo también participó en 
las tareas de gobierno desde este cargo; en 1508, 1556 y 1561, 
Pedro Bourgunyo y Bosch realizaría las labores propias de 
conseller, mientras que su sobrino Francisco desempeñaría 
idénticas funciones en el año 1604. 
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Otro empleo por consignar dentro de los oficios mayores 
es el correspondiente al mustasaf o almotacén. Hasta las 
ordenanzas de Fernando de Aragón de 1502 se extraía del saco 
menor, aunque sus aspirantes debían contar con armas y caba-
llo, tal y como se establecía para el ejercicio de las magistratu-
ras más relevantes. A partir de esa fecha se dictó su elección 
del saco mayor, pero una nueva revisión en 1600 estableció 
que fuera sorteado de la recién creada bolsa de caballeros. Por 
último, los estatutos de Ocaña de 1625 sentaron definitivamen-
te que el cargo de almotacén lo desempeñasen alternativamen-
te individuos insaculados tanto en la bolsa de caballeros como 
en la de mano mayor. 
Las competencias del mustasaf se extendían a varios cam-
pos: en materia urbanística cuidaba de la limpieza y el alum-
brado de las calles, asimismo era de su incumbencia la vigilan-
cia de los mercados; es decir, la inspección de pesos y medidas 
para evitar fraudes, y mirar por el óptimo estado de los alimen-
tos. Intimamente ligado al anterior estaba el control del trabajo 
de los artesanos, velando por la estricta observancia de las 
ordenanzas. 
La estructura del municipio en este período también con-
templaba una serie de oficios, algunos de ellos denominados 
tradicionalmente «menores», indispensables para el buen fun-
cionamiento de su administración. Nos interesa, no obstante, 
referir aquellos que fueron ostentados por la familia Bourgun-
yo, como los de síndico y clavario, ejercidos en 1601 y 1639 
por Francisco y Pedro Bourgunyo y Sánchez respectivamente. 
El síndico de la ciudad formaba parte de las sitiadas o reu-
niones que debía mantener regularmente el justicia con los 
jurados. Para desempeñar el cargo normalmente era elegido un 
año el Jurat en Cap de ciudadanos, y otro el jurado segundo de 
caballeros alternativamente. Su labor consistía en velar por el 
acatamiento de los estatutos en beneficio de la ciudad. 
Encargado de administrar las finanzas, el clavario actuaba 
como depositario de las arcas municipales, gestionando los 
ingresos y gastos, y dando cumplimiento a las órdenas de 
cobro y pago recibidas por los jurados. Su duración era anual y 
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se extraía del saco de caballeros. La tarea del clavario era revi-
sada por otro funcionario local que también se incluía entre los 
denominados «oficiales mayores»: el racional. Desde el punto 
de vista político era un juez delegado de la Corona, encargado 
de recibir las cuentas del clavario y de todos los administrado-
res y arrendadores de los propios y rentas de la ciudad. A partir 
del seiscientos, la extracción de este cargo se efectuaba de 
entre una terna, cada tres años, de las bolsas de caballeros y 
ciudadanos de mano mayor; elección sometida con posteriori-
dad a juicio del monarca. Un privilegio de 1644 limitaría su 
sorteo a los insaculados en el segundo de los citados sacos. 
Según se infiere de la documentación manejada, al parecer en 
1658 Pedro Bourgunyo y Briones fue designado racional de la 
ciudad de Alicante; falleciendo ese mismo año en el ejercicio 





EL MUNICIPIO BORBÓNICO. 
UN NUEVO MARCO 
EN LA TRAYECTORIA POLÍTICA 

1) LA NOBLEZA ANTE EL PLEITO SUCESORIO 
Pierre Goubert en su estudio sobre Beauvais define el 
municipio como «el círculo de los notables» al cual las fami-
lias más distinguidas aspiran a entrar, con tal de asegurar su 
preeminencia social. Esta afirmación encaja perfectamente con 
la evolución política de la familia Bourgunyo y del resto de 
linajes que, junto a ella, constituyen la élite urbana alicantina. 
Su dispuesta participación, ya observada en el capítulo ante-
rior, tendrá continuidad tras la guerra de Sucesión gracias a la 
alianza establecida entre la Corona y este patriciado, garante 
de la consolidación del nuevo régimen en las ciudades. Con la 
promulgación de los Decretos de Nueva Planta en la Corona 
de Aragón se van a ir estableciendo toda una serie de cambios 
cualitativos, que no harán más que fortalecer y potenciar las 
tendencias aristocratizantes y oligárquicas manifiestas en eta-
pas anteriores. Como veremos a lo largo del presente capítulo, 
el nuevo sistema de selección de aspirantes a los cargos muni-
cipales, en los que la clase y la renta contaban como méritos 
esenciales, permitió la acaparación de dichos puestos por parte 
de la nobleza ciudadana. 
El siglo XVIII se iniciaría con un cambio de dinastía en la 
Corona española, como consecuencia de la postrera decisión 
de Carlos II de dejar a un Borbón como heredero del trono. 
Este hecho inauguraría una etapa de difícil equilibrio a nivel 
continental, traducida en inmediatas protestas que desemboca-
rían en la guerra de Sucesión. Además de un conflicto interna-
cional, la contienda adoptó un marcado carácter civil ya que el 
país se enfrentó en una lucha fratricida. 
No es nuestra intención adentrarnos en estas cuestiones 
que se alejan del verdadero contenido de este estudio; pero sí 
nos interesa hacer una sucinta mención a la participación que 
la nobleza valenciana, y más concretamente la alicantina, tuvo 
en la pugna sucesoria. El grado de adhesión fue bastante desi-
gual en los territorios de la Corona de Aragón; cronológica-
mente los primeros en oponerse a Felipe V fueron catalanes y 
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valencianos. Así, una acérrima defensa del foralismo unida a la 
xenofobia antifrancesa hicieron popular la causa del archidu-
que. En Valencia estas consideraciones se unieron a viejos 
conflictos sociales muy arraigados, que pronto se tradujeron en 
violentos enfrentamientos entre señores y campesinos . El 
carácter social que adoptó la contienda fue uno de los motivos 
que empujó a la nobleza hacia el «partido del órden», en este 
caso el de Felipe de Anjou. En este sentido, Pradells Nadal 
sostiene que la posición proborbónica de la nobleza no titulada 
-ciudadanos, caballeros y generosos- estuvo determinada por 
sus vinculaciones ideológicas paranobiliarias, las aspiraciones 
aristocráticas en su estilo de vida, y la estrecha relación que 
mantenían con el poder político local y el régimeq señorial. 
A pesar de que los cronistas locales no dudaron en resaltar 
las desmedidas muestras de lealtad y fidelidad de los alicanti-
nos hacia la causa de Felipe V, estudios posteriores han 
demostrado que este monolitismo borbónico de no está exf nto 
de matizaciones; ya que diversas manifestaciones proaustracis-
tas fueron reprimidas con dureza, e individuos pertenecientes a 
a la «clase mesocrática» tachados de desafectos a la causa feli-
pista. Tras la victoria de Felipe V se inicia un proceso confis-
cador contra los que habían pertenecido al bando del archidu-
que; parte de los bienes fueron destinados a indemnizar a los 
individuos que sufrieron cuantiosas pérdidas durante la guerra 
y a compensar la fidelidad demostrada a la causa del Borbón. 
Lugar destacado entre éstos ocupó Pedro Bourgunyo y Remi-
ro, hermano del oidor de la Real Audiencia de Valencia y pos-
terior alcalde de Casa y Corte Juan Alfonso Bourgunyo. Ade-
más de resultar herido en la batalla de Almansa, don Pedro 
perdió grandes caudales en la defensa de los intereses borbóni-
cos; actitudes que le harían merecedor del puesto de regidor 
decano en el primer ayuntamiento de la ciudad. 
2) PRIMEROS CAMBIOS EN EL GOBIERNO 
CIUDADANO 
La política borbónica respecto a la organización municipal 
se va a caracterizar por la presencia de dos constantes: lacen-
tralización y la unificación. Este intervencionismo, en lo que a 
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la Corona de Aragón se refiere, se destacó por la abolición del 
marco institucional anterior a los Decretos de Nueva Planta y 
la implantación de una nueva estructura siguiendo el modelo 
castellano. Como se ha puesto de manifiesto en numerosas 
ocasiones, en la ciudad de Alicante se alteró la tradicional orga-
nización municipal foral mediante la promulgación de un 
decreto el 31 de Enero de 1708. En virtud del mismo quedaba 
abolido el sistema insaculatorio y suprimidos los oficios de jus-
ticia, jurados, síndico y racional; reservándose el monarca el 
nombramiento de quienes debían ocupar los diferentes cargos. 
El gobierno ciudadano se adecuó al existente en tierras castella-
nas, quedando configurado por un corregidor con funciones de 
gobernador militar; un alcalde mayor y doce regidores, seis per-
tenecientes al estamento noble y seis al de ciudadanos. Con ello 
se confirmaba la aristocratización de la gerencia municipal. 
Por una Real Cédula, con fecha de 23 de febrero de 1709, 
el rey designó a los individuos que habrían de erigirse en los 
principales mandatarios en el nuevo ayuntamiento. Esta prime-
ra corporación municipal la integraron sujetos de reconocido 
prestigio en la ciudad, que se habían distinguido por una fideli-
dad incólume a Felipe V durante la etapa bélica. 
REGIDORES CABALLEROS 
José Fernández de Mesa 
Sebastián Rovira 
Fernando Salafranca 
José Para vecino 
Pedro Bourgunyo 









Juan Bautista Corsiniani 
ALCALDE MAYOR 
Feo. Esteban Zamora 
La continuidad en el gobierno de ese patriciado queda 
demostrada si atendemos a la relación de regidores por el esta-
do noble. Todos ellos habían manifestado con creces que eran , 
personas « ... adictas a Su Magestad que habían prestado gran-
des servicios al trono y a la patria»; siendo, por ende, miem-
bros de reputadas familias de la oligarquía tradicional que se 
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habían distinguido durante el período insaculatorio en el ejer-
cicio de las principales magistraturas. En tal suerte que apare-
cerán como los máximos beneficiarios de la nueva situación, al 
tiempo que soporte idóneo para fiscalizar la acción política 
sobre la urbe. 
La ceremonia de aceptación de los nuevos cargos, inicial-
mente programada para marzo, hubo de posponerse ya que la 
ocupación borbónica de la plaza no fue inmediata y la mayoría 
de capitulares no se hallaba en la ciudad. En estas mismas 
fechas la Cámara de Castilla, en atención a las desmedidas 
muestras de lealtad y los particulares méritos que en ellos con-
currían, designó a Pedro Bourgunyo y Antonio Canicia regido-
res de mayor antigüedad de la clase de nobles; coqcediéndoles 
los grados de regidor decano y segundo regidor respectiva-
mente. A don Pedro se le atribuyó la facultad de organizar y 
reunir a los elegidos para hacer efectiva la toma de posesión. 
Sin embargo, sólo ocho ediles lograron jurar su empleo; cinco 
del estamento noble y tres del de ciudadanos. Rovira y Corsi-
niani se hallaban fuera de la ciudad, Arques se encontraba gra-
vemente enfermo y Juan Bautista Biar había fallecido. 
Finalmente la ceremonia tuvo lugar a las cinco de la tarde 
del 27 de abril de 1709 en una de las casas que José Carratalá 
tenía en la plaza del Mar, ya que el ayuntamiento se hallaba 
destruido como consecuencia del bombardeo que sufrió la ciu-
dad en 1691. Una vez que entraron en la sala que les servía de 
capitular, Tomás Melgarejo, magistrado de la Real Audiencia, 
les manifestó el designio real para los puestos de regidores 
pasando a continuación a tomarles juramento. 
« ... el comisionado tomó la cruz en sus manos y la llevó 
ante los jurantes, quienes al recibirla la besaban y ponían 
sobre su cabeza en señal de obedecimiento. A continuación 
prometían guardar y defender en todo las leyes y pragmáticas 
de Castilla, en la forma que se estilaba en sus ayuntamientos; 
mirar por el bien general y particular y por el de los pobres de 
la República, sin atender a otros intereses ni respetos ... ». 
Pese a que la reforma de gobierno y de la administración 
en el Reino de Valencia fue muy profunda, su instauración se 
hizo de forma paulatina. En estos primeros momentos de situa-
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ción incierta y escasamente organizada, Luis Curiel, consejero 
de Castilla, hizo pública, el 20 de marzo de 1709, una instruc-
ción donde se comprendía toda la normativa que había de 
seguirse en los ayuntamientos de aquellas ciudades cabeza de 
corregimiento. Entre otras cuestiones, la disposición contem-
pla el horario en que deben dar comienzo las sesiones ordina-
rias del concejo; fijándose en las ocho de la mañana en verano 
y las nueve en invierno. A la hora establecida, bastaría con la 
asistencia de la justicia y cinco regidores para que se iniciara la 
junta. Para celebrar cabildos extraordinarios el corregidor o el 
teniente en su caso, por sí solos o de común acuerdo con el 
resto de capitulares, debían hacer publica una cédula «ante 
die» señalando el asunto para el que se les convocaba. 
Como símbolo de las respectivas distribuciones de poder, 
y teniendo en cuenta la importancia-otorgada a la etiqueta en 
una sociedad tan rígidamente jerarquizada, el orden de los 
temas a debatir, el tumo de palabra y las votaciones se detallan 
al mínimo. Una vez reunido el pleno, habrían de tratarse en 
primer lugar los asuntos de la Corona, después los relativos al 
municipio y por último los de particulares. En algunos casos, 
el corregidor estaba facultado para alterar el orden si la materia 
revestía especial trascendencia. 
Respecto al tumo de palabra, se comenzaría por la primera 
autoridad o, en su caso, por el regidor que mejor informado 
estuviese. En caso de existir diversas propuestas el capitular 
más antiguo hablaría en primer lugar. Una vez escuchadas 
todas las opiniones se procedería a las votaciones; comenzan-
do por el munícipe más reciente. En caso de que lo acordado 
fuera contrario a los intereses de la Corona, no podría ser efec-
tiva su ejecución. 
Por lo que mira a las elecciones de oficiales de la ciudad, 
las deliberaciones se llevarían a cabo en secreto ya que era 
considerada como falta grave desvelar el parecer de otros com-
pañeros. Las votaciones podían efectuarse por medio de pape-
letas, habas o «redolins» blancos y negros. En el primer caso, 
cada uno de los regidores escribiría en un papel el nombre de 
la persona que considerase más adecuada para desempeñar el 
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cargo propuesto. Una vez introducidos todos los votos en la 
urna se procedería al recuento del modo siguiente: el corregi-
dor leería en voz alta cada papeleta entregándosela después al 
decano de los ediles, al tiempo que el escribano verificaba el 
resultado. Este procedimiento electoral podría alternarse con 
alguno de los citados anteriormante. Para estos casos a cada 
uno de los participantes se les entregaban dos habas o una boli-
ta blanca y otra negra, contabilizándose en una urna las del 
voto válido y en otra las que no servían. 
Por último, la instrucción también recoge todas las cues-
tiones referentes al orden y distribución de los comparecientes. 
Se establecía que cuando asistiera a las reuniones del ayunta-
miento alguna autoridad ajena al mismo, nuncá se le diera 
mejor asiento que el que tuviera el regidor decano. En caso de 
acudir grandes de España o personalidades de rango eclesiásti-
co, ocuparían el lugar intermedio entre el capitular más anti-
guo y el regidor segundo; tras éste otros títulos y personajes 
ilustres, en el puesto que correspondía al tercer munícipe. 
3) LACORPORACIÓN MUNICIPAL. 
LOS REPRESENTANTES DEL REY: 
CORREGIDORES Y ALCALDES MAYORES 
El consistorio establecido por la Nueva Planta quedó 
estructurado con el nombramiento de un corregidor como pre-
sidente, un alcalde mayor como asesor jurídico y doce regido-
res. En los municipios valencianos el corregidor debía repre-
sentar al monarca y al Consejo de Castilla, actuar como dele-
gados del capitán general en cuestiones militares, representar 
al intendente como subdelegados de rentas, promulgar ordena-
ciones municipales y dictar sentencias en primera instancia. 
Como ha puesto de manifiesto Giménez López, los corregido-
res alicantinos actuaron, ante todo, como gobernadores milita-
res, situando sus obligaciones civiles en un segundo plano. 
Este hecho hizo que se le concediera gran importancia a la 
figura del alcalde mayor o teniente de corregidor, cuya desig-
nación hasta 1750 recayó en el propio gobernador de la ciudad. 
El cargo normalmente era ejercido por un letrado que actuaba 
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como juez en pleitos y causas civiles y criminales sustituyendo 
al corregidor, ya que éste no tenía preparación jurídica; ade-
más, intervenía en en la gestión económica del municipio, 
sobre todo en materia de abastos y obras públicas. 
En numerosas ocasiones a lo largo de la centuria el puesto 
quedó vacante por ausencia, enfermedad o muerte -del nomina-
do. En estos casos el regidor decano de la corporación munici-
pal se encargaba de desempeñar sus funciones. A modo de 
ejemplo, en agosto de 1726 en ausencia del corregidor de Ali-
cante, conde de Roydeville, y al no haberse confirmado toda-
vía el nombramiento de Antonio Recuero como alcalde mayor 
de la ciudad, la jurisdicción ordinaria recayó en la persona del 
decano de los capitulares Pedro Bourgunyo y Remiro. 
Pero no es éste el único caso en que un miembro de esta 
familia, tras ser designado regidor decano, actúe en calidad de 
teniente de corregidor. Una Real Cédula de agosto de 1747 
ordenaría que Ignacio Bourgunyo y Ruiz de Rocamora, segun-
dogénito de don Pedro, ejerciera las funciones propias del 
empleo en ausencia del titular. Francisco Bourgunyo, hermano 
del anterior, fue designado en septiembre de 1783 juez de alza-
das de la Diputación Consular de Alicante mientras sirviera 
como regente de la jurisdicción ordinaria de la ciudad. 
4) LA CORPORACIÓN MUNICIPAL. LOS REGIDORES 
Pese a que la administración municipal alicantina en el 
período que ahora nos ocupa ha sido objeto de estudio en los-
trabajos de Giménez López, Irles Vicente o Rubio Femández, 
a tenor del alcance de las actuaciones de la familia Bourgunyo 
en el ejercicio del cargo de regidor hemos considerado conve-
niente extendemos en el análisis de esta figura, al tiempo que 
destacar sus actuaciones más relevantes en este terreno. 
Frente al corregidor y alcalde mayor, elementos exteriores 
impuestos a la comunidad como delegados de la Corona, los 
regidores son los representantes del municipio a la manera de 
los antiguos jurados. Esta definición, contenida en los Decre-
tos de Nueva Planta, no se correspondería con la realidad. 
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Como a continuación desarrollaremos, el municipio no tendría 
apenas capacidad. de intervención ni en su elección ni en el 
control de su gestión. 
4.1) Su número 
Anteriormente apuntábamos cómo para la ciudad de Ali-
cante quedó establecido un número de doce regidores; seis del 
estado noble y seis del de ciudadanos. En principio, la elección 
de los cargos quedaba en manos de la Corona tras unas suge-
rencias del Consejo de Castilla y la Real Audiencia. Pero el 
número de capitulares no era común a todas las poblaciones; 
para la ciudad de Valencia, inicialmente se estableció la cifra 
de treinta y dos munícipes, reduciéndose a veinticuatro -dieci-
seís caballeros y ocho ciudadanos- tras un decreto de 1736. 
Cantidad que contrasta con las ocho plazas que Alcoy mantuvo 
toda la centuria; equiparándose en número a las ciudades cata-
lanas cabeza de corregimiento. Al parecer, esta variación 
numérica obedecía a la categoría de las poblaciones y a la den-
sidad demográfica de las mismas; de modo que la cifra de 
ocho capitulares se instauraría en las sedes corregimentales, 
descendiendo progresivamente en el resto de ciudades en fun-
ción de sus habitantes. 
En junio de 1747 el marqués de Ensenada, considerando 
excesiva la cantidad establecida para Alicante, ordenó una 
minoración en el número de regidurías a ocho; suprimiéndose 
los cuatro primeros oficios que quedasen libres por muerte del 
titular, dejación, privación o cualquier otra causa. Sin embargo 
doce años después, a instancias de una petición hecha por la 
ciudad, quedó suspendida dicha reducción por ser Alicante 
« ... Plaza de armas, comercio y extensión conocida( ... )», y por 
la falta de munícipes que había en ese momento; ya que algu-
nos estaban al servicio del rey, otros impedidos por comisiones 
o imposibilitados para asistir a los · ayuntamientos. Pero el pro-
yecto no se abandonó definitivamente; en la década siguiente, 
tras haberse llevado a cabo la reforma municipal con la intro-
ducción de los diputados del común y síndicos personeros, el 
Consejo acordó la puesta en marcha del plan esbozado por 
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Ensenada. En tal suerte, una resolución del año 1768 determi-
naría rebajar a ocho el número de capitulares alicantinos por 
« ... haber cesado la causa que motivó la suspensión de lo man-
dado por el citado Real Decreto de 4 de julio, con el nuevo 
establecimiento de Diputados y Personeros del Común. ( ... )» 
4.2) El acceso a las regidurías 
Interesa que nos detengamos mínimamente en lo que res-
pecta al acceso a las regidurías para definir el carácter de 
«clase» que tenía la oligarquía municipal, sobre todo por el 
fuerte hermetismo y la rígida reglamentación estamental a 
que estaban sometidos los cargos. No obstante, sólo nos cen-
traremos en las correspondientes al estado noble ya que son 
las ostentadas por la familia Bourgunyo a lo largo de toda la 
centuria. 
La participación de este linaje en el consejo municipal 
fue cuantitativamente importante; hemos documentado que 
entre 1709 y 1814 permanecieron como regidores de forma 
ininterrumpida. Tras la designación de Pedro Bourgunyo 
como regidor decano del primer ayuntamiento borbónico en 
1709, su primogénito Francisco le «sucedería» en el cargo en 
1734. Siete años más tarde su hermano Ignacio compraría, en 
juro de heredad, la plaza vacante por muerte de José Fernán-
dez de Mesa; siendo uno de los hijos de Ignacio también lla-
mado Pedro, quien la herede en 1766. Al fallecer Pedro sin 
descendencia y, por tratarse de un oficio enajenado a la Coro-
na, su sobrina Ma Josefa Bourgunyo, hija de Francisco, recibe 
la regiduría en 1806. Esta, no pudiendo ejercer las funciones 
por razón de su sexo, en 1814 elevará una petición a la 



















TIPOS DE REGIDURÍA 
vitalicia 
vitalicia 
en juro de heredad 
en-juro de heredad 
en juro de heredad 
Los cargos de regidores eran de designación real y dura-
ción vitalicia; para acceder a ellos, el trámite se iniciaba con la 
elaboración de un memorial donde se contenía la relación de 
méritos del pretendiente. 
Entre las cualidades alegadas por los candidatos figuraba la 
de pertenecer al estado noble y, más concretamente a alguna de 
las más distinguidas familias de la ciudad. No olvidemos que 
en una sociedad como la del siglo XVIII, basada en una estricta 
ordenación estamental, los privilegios juegan un papel funda-
mental; de modo que supone un mérito por sí mismo para acce-
der a una magistratura pertenecer a la cla~e dominante. 
Servir con intachable expediente en la carrera militar, 
habiéndose. distinguido en algún regimiento, era un recurso 
nada desdeñable teniendo en cuenta que el privilegio militar 
comportaba notables ventajas a sus poseedores; sobre todo la 
clara posibilidad de acceder a los lugares de máximo poder 
dentro del gobierno municipal. 
La suficiencia económica del canditato figuraba entre las 
cuestiones a tener muy en cuenta. Poseer bienes raíces y una 
renta mínima anual como para poder mantenerse con decoro, 
perfilaban las exigencias. En este sentido García Monerris ase-
gura que para la ciudad de Valencia, si bien nunca se estipuló 
52 
de forma fija cantidad alguna, hasta 1765 se estimaba en tomo 
a las 400 libras; aumentando conforme avanzaba la centuria. 
Aunque en las provisiones hechas para los regimientos de 
Alicante no constara que ser natural del municipio fuera condi-
ción indispensable, era costumbre del Consejo tener en cuenta 
esa peculiaridad. Así Juan Rafael Muñoz opta a la plaza vacan-
te por renuncia d~ Fabio Pasqual de Pobil en 1798, superando 
la inicial resistencia de la Cámara de Castilla que en un infor-
me preliminar señalaba « ... que es reparo el no ser natural de 
aquella ciudad como siempre lo han sido sus capitulares». 
Mérito esgrimido hasta bien avanzada la década de los 
treinta fue el de gozar del privilegio de hidalguía, así como 
referir las continuas inclusiones de sus familiares en el gobierno 
durante el perido foral. Junto a esta fórmula, no venía del todo 
mal recordar las desmedidas muestras de lealtad y fidelidad 
hacia Felipe V durante el contencioso dinástico, y la pérdida de 
bienes y haciendas que ello ocasionó. En este sentido ya hemos 
comentado cómo Pedro Bourgunyo, en virtud de sus acciones 
en favor de la causa borbónica, fue recompensado con la plaza 
de regidor decano en el primer ayuntamiento de la ciudad. Cir-
cunstancia de la que se beneficiaría su hijo Francisco en 1734, 
cuando solicita que le sea traspasado el regimiento de su padre; 
ya que, al hallarse con « ... muchos achaques y crecida edad», 
no podía cumplir con sus obligaciones como debiera. Por su 
parte, Ignacio Bourgunyo también recurre a los méritos familia-
res al pretender una de las vacantes en 1739. 
« ... D. Ignacio Bourgunyo natural de la Ciudad de Alican-
te ha dado Memorial en que expresa, que su Padre D.Pedro 
Burguñyo y Remiro sirvio á V.M en la defensa dela Plaza de 
dha Ciudad quando la asaltaron los enemigos( ... ) y fue herido 
en la Batalla de Almansa en lo que gastó crecidos Caudales 
de su Patrimonio en cuia atencion se sirvio V.M onrrarle con 
la plaza de Regidor Decano dela clase de Nobles de aquella 
Ciudad y asimismo con el empleo de sargento maior de aque-
lla Plaza con el sueldo correspondiente, cuyos encargos exer-
cio ·con integridad y celo hasta que por su abanzada edad y 
quebrantada salud a instancia suya le exoneró V.M de ella, 
confiriendo el empleo de Regidor que obtenía a D.Francisco 
Burguñyo su hijo mayor y Hermano del Suplicante. Y desean-
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do este emplearse en el servicio de V.M suplica se sirva conce-
derle la plaza de Regidor de la clase de Nobles de aquella ciu-
dad( ... )». 
Otro de los requisitos exigidos era que ni el pretendiente ni 
sus padres ejercieran oficios considerados viles o mecánicos. 
Condición que mantuvo el carácter nobiliario de la corpora-
ción hasta la Guerra de la Independencia; impidiendo la entra-
da en el concejo a pretendientes que, aún poseyendo ingresos 
considerables, no viviesen de rentas. Como ejemplo, en 1750 
el abogado José Caturla sería denunciado sin éxito por otros 
pretendientes « ... por ser del estado llano, manteniendo sus 
padres almacén abierto de salazones y haciendo comercio 
público de comprar y vender>>. Así las cosas, la R~l Cédula de 
dieciocho de marzo de 1783, declarando honestas todas las 
profesiones y permitiendo la posibilidad de ennoblecimiento a 
la familia que durante tres generaciones hubiera mantenido un 
establecimiento industrial o mercantil de notable utilidad 
pública, abría las puertas del cabildo a individuos procedentes 
del comercio y otras profesiones «liberales». Sin embargo, aún 
a falta de estudios concretos sobre la cuestión, no parece que 
en Alicante esta práctica tuviera un resultado espectacular. 
4.3) Tipos de regidurías: vitalicias y «en juro de heredad» 
Con anterioridad comentamos que el cargo de regidor en 
Alicante, al igual que en Castilla, tenía un carácter vitalicio y 
la designación de los nuevos titulares cuando se producía una 
vacante la efectuaba el propio rey a propuesta de la Cámara de 
Castilla. Sobre este aspecto, algunos estudiosos afirman que la 
fórmula de duración vitalicia de los cargos municipales se 
impuso como instrumento de sujección política en manos de la 
monarquía; de manera que el puesto se concedía como una 
gracia «ad beneplacitum» del rey, y revertía en un mayor ser-
vilismo de los beneficiarios del poder real. Frente a los oficios 
temporales, cuya discontinuidad perjudicaba la buena marcha 
de las empresas de gobierno, los vitalicios contemplaban la 
materialización de proyectos de mayor envergadura; aunque, 
por contra, resultaran el ámbito perfecto para toda clase de 
corruptelas y nepotismos. 
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Pese a que en principio no se contempló como tal, en la 
práctica el cargo de regidor se había convertido en hereditario. 
Buena prueba de ello es que entre las cualidades alegadas por 
los pretendientes a la hora de solicitar la edilidad, los curricula 
familiares figuraban en lugar preferente; de modo que era 
·harto frecuente que las plazas vacantes fueran rápidamente 
cubiertas por algún miembro de idéntico apellido. Así de los 
cuarenta y nueve individuos que ocuparon las regidurías entre 
1709 y 1808, un total de veintitrés estaban emparentados por 
lazos paterno-filiales. Como ejemplos .para ilustrar la cuestión; 
en 17 41 Luis Canicia y Doria, caballero de la orden de Monte-
sa, solicita el empleo disponible por fallecimiento de su padre, 
Antonio Rotla y Canicia, hasta entonces segundo regidor. 
Como mérito esgrimido, además de la consabida adhesión de 
su progenitor a las filas del Borbón en el pleito sucesorio, figu-
ra únicamente el hecho de ser su hijo mayor. En junio de ese 
mismo año, Francisco Arques y Sánchez expone que 
« ... por los Servicios de Dn. Francisco, Su Padre, Oficial 
Maior que fue de la Secretaria de Guerra en Flandes y por los 
especiales Servicios que constan en las Certificaziones (. .. ) 
Suplica que, sin embargo de hallarse con el mérito que lleva 
referido por Su Padre y hallandose en mucha pobreza y estre-
chez con la dilatada familia que le ha quedado( ... ), ofrece ser-
vir a V.M con tres mil Reales de Vellón porque se le confiera 
el citado oficio ( .. . )». 
Idénticos son los motivos aducidos por Francisco Bour-
gunyo y su homólogo Pablo Salafranca cuando, en 1734 y 
1741 respectivamente, aspiraban a sendas regidurías. Estos 
ejemplos confirman que el poder municipal estaba abocado a 
constituirse en una propiedad más en manos del reducido patri-
ciado local, que se esforzaba, cada vez con más empeño, en 
cerrar filas en tomo a los principales cargos de gobierno ciuda-
dano. Esta autorizada élite adquirió una notable cohesión a tra-
vés de los entrocamientos por vía matrimonial, de modo que 
era extraño encontrar un sólo munícipe sin lazos familiares con 
otros regidores. Hecho que a menudo presentó serios proble-
mas a la hora de proponer nuevos representantes, debido a las 
prohibiciones existentes sobre el grado de parentesco. En este 
sentido, destacamos el memorial remitido a la Cámara de Cas-
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tilla por los capitulares del ayuntamiento alicantino, denun-
ciando que el Consejo no había tenido en cuenta la normativa 
vigente a la hora de proveer los cargos. De modo que, de los 
seis regidores de la clase de nobles, había dos consuegros y un 
sobrino de ambos; y en la de ciudadanos, un suegro y dos yer-
nos, lo que resultaba muy perjudicial a la ciudad « ... por hazer-
se dueños de las elecciones del cavildo y por la unión de votos 
en daño de todos». Con estos argumentos elevaron una súplica 
a la Cámara para que en lo sucesivo y, en vista de las peticio-
nes que se siguen solicitando sobre el paso de los oficios que 
vacaban a sus hijos y deudos « ... cerrando las puertas a los 
demás»; se tuviera en cuenta lo contrario « ... que resulta a la 
ley y al derecho, así como el daño que se hace a la <~ausa públi-
ca el que los regidores sean familiares». La Cámara, previa 
consulta con la Real Audiencia, desestimó la petición, al consi-
derar que los parentescos que denunciaban no figuraban entre 
los prohibidos por la ley, ni experimentaban los inconvenientes 
que se suponían. Lo cierto es que, en teoría, la legislación bor-
bónica era estricta y prohibía hasta el cuarto grado de consan-
guinidad y el segundo de afinidad; es decir, que entre los regi-
dores cesantes y entrantes no podía haber parentesco de padre-
hijo, suegro-yerno, tío-sobrino, ni hermanos, cuñados o primos 
hermanos. Pero, como hemos podido observar, la transgresión 
de esta normativa a la hora de elegir los regidores resultaba 
habitual. 
Además de esta fórmula de duración vitalicia, las regidurías 
presentaron también la variante conocida como <~uro de here-
dad». Esta modalidad, ya conocida en Castilla, se llevó a la 
práctica en la antigua Corona de Aragón a raíz de un Real 
Decreto de 30 diciembre de 1738, completado por el del 27 de 
enero de 1739. En virtud de los mismos, Felipe V ordenó 
poner a la venta los principales cargos municipales disponibles 
« ... por juro de heredad o vitaliciamente ( ... )a semejanza de lo 
practicado en Castilla». 
La venta de regimientos perpetuos comenzó en el siglo 
XVI y continuó a lo largo del XVII, al tiempo que se enajena-
ban otros muchos cargos municipales. La práctica en ocasiones 
iba mucho más lejos, creándose los puestos con el único objeto 
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de ser cedidos. Este hecho contribuyó a que los municipios se 
convirtieran en patrimonio de oligarquías cerradas, que consi-
deraban los cargos como bienes propios, susceptibles de ser 
vendidos, arrendados, transmitidos en dote o incluídos entre 
los bienes de mayorazgo. En este sentido, estudios recientes 
plantean que la instauración de esta medida en las ciudades de 
la Corona de Aragón pudo ir encaminada a «desnaturalizar» 
los ayuntamientos de sus componentes clásicos; impulsando la 
pignoración de oficios en favor de individuos ajenos a la oli-
garquía tradicional. 
Las arduas necesidades financieras de la monarquía fue lo 
que obligó a trasladar esta práctica, desvirtuando así las inten-
ciones expresadas en los Decretos de Nueva Planta. Sin 
embargo, y matizando la cuestión, J.M. Torras sostiene que la 
venta de cargos no sólo obedecía a razones de tipo económico; 
la intencionalidad política y la idea de reformar los mecanis-
mos de acceso al poder para asegurarse un mayor control de 
los empleos, también son factores a tener en cuenta. Sobre la 
misma idea, Tomás y Valiente aduce, por el contrario, que la 
compra de oficios en juro de heredad le restó al monarca la 
posibilidad de designar «a quien él quisiera» para ostentar la 
regiduría; de modo que, desde el punto de vista de la adminis-
tración real, significó la pérdida de control sobre el gobierno 
de las ciudades. 
En Alicante existió sólo un caso de regiduría perpetua; la 
adquirida por Ignacio Bourgunyo en 1739 al quedar vacante la 
plaza de la clase de nobles que hasta el momento disfrutaba 
José Femández de Mesa. La Cámara, atendiendo a la relación 
de méritos presentados por Ignacio, le concede el cargo en per-
petuidad, previo pago de la suma de dos mil quinientos duca-
dos. Como anticipamos, entre las cualidades argüídas por el 
segundogénito de los Bourgunyo figuraban las de ser hijo y 
hermano de regidores, ya que en el tiempo de producirse el 
nombramiento, Francisco también formaba parte del cabildo 
en calidad de regidor vitalicio. El hecho de que dos de los car-
gos disponibles en el ayuntamiento estuvieran en manos de la 
misma familia no supuso ningún tipo de obstáculo o incompa-
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tibilidad, ya que, según el parecer de la Cámara, el parentesco 
no incapacitaba en estos casos el ejercicio de sus empleos. 
Lo cierto es que esta adquisición supuso la confirmación 
definitiva, en los órganos rectores del municipio, de la trayec-
toria política emprendida siglos atrás por la familia Bourgun-
yo. A diferencia de otros casos, la regiduría adquirida en per-
petuidad no fue objeto de compra-venta por parte del titular 
con el fin de obtener sustanciosos beneficios. De este modo el 
cargo permaneció en la familia desde 17 40 a 1816; transmi-
tiéndase en herencia como una propiedad más. 
4.4) Problemas en torno a la edad. 
Las cédulas de preeminencia 
Veintitrés años después de adquirir plaza, Ignacio Bour-
gunyo elevó una petición a la Cámara de Castilla en la que 
afirmaba que 
« ... hallándose accidentado y con precisas obligaciones 
de attender en el cuidado de sus haciendas que no son de cali-
dad de poderlas fiar a arrendadores, y a una dilatada familia, 
le impiden el poder attender al negocio del público con el cui-
dado y actividad que pide el delicado encargo de regidor(. .. ) 
suplica le admita la renuncia en favor de su hijo primogénito 
Pedro Bourgunyo de Juan y dispensarle la menor edad que oy 
dia se halla entrado en los 19 años y con la inteligencia y 
desembarazo que corresponde al manejo de este cargo ... ». 
La Real Audiencia, en carta de 10 de mayo de 1763, deses-
timó la petición por considerar que « ... pese a los fuertes dolo-
res cólicos que de unos años a esta parte ha padezido Don 
Ignacio ... », su salud no había desmerecido tanto como para 
obligarle a la renuncia; así mismo, tampoco fue considerado 
motivo suficiente la posesión de extensas haciendas que preci-
saban su cuidado, ya que esta circunstancia concurría de igual 
modo en los restantes capitulares. Tres años más tarde, Pedro 
Burgunyo y Juan remitía un memorial a la Cámara donde 
constaba que, ante el fallecimiento de su padre y por tratarse 
de un oficio enajenado a la Corona, solicitaba que le fuera 
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expedido el título correspondiente al oficio de regidor de la 
clase de nobles del ayuntamiento de Alicante. 
A nivel personal, en el último cuarto de siglo los proble-
mas en el gobierno municipal comenzaron a agravarse por el 
deplorable estado en que se encontraban sus capitulares; la 
mayoría de ellos sujetos de avanzada edad y achacosos, lo que 
les imposibilitaba para asistir a las sesiones del consistorio. 
Este problema está íntimamente ligado al vacío legal que exis-
tía en torno a los límites de la edad para ocupar los cargos; 
tanto en las disposiciones relativas a la incorporación, como a 
la de cese de sus ocupaciones. 
Respecto a la edad «ideal» para acceder a los oficios 
públicos, ya indicamos como la antigua legislación municipal 
foral establecía como límite mínimo los veinticinco años. En el 
área catalana ésta se fijaba alrededor de los treinta y cinco, 
para los puestos de mayor responsabilidad de gobierno. Mucho 
más compleja era la cuestión de reglamentar una edad máxima 
para el licenciamiento; en principio, al ser perpetuos, la vigen-
cia en el cargo se prolongaba hasta la defunción de su titular. 
Las enfermedades incurables y defectos físicos tales como 
ceguera o sordera, por lo general se aceptaban como causa de 
cese. Pero, como avanzamos, la indeterminación legislativa era 
total y, mientras en algunos casos se adoptaba como edad 
mínima para el retiro los setenta años, en otras ocasiones se 
amplió a los ochenta. 
A lo largo de todo el siglo serán innumerables las peticio-
nes de jubilación, relevo o dimisión por parte de los regidores. 
Pedro Bourgunyo y Juan, tras desempeñar el cargo durante 
treinta y dos años; en 1798 solicita a la Cámara que le conceda 
Real Cédula de preeminencia para nombrar teniente que lo 
sustituya en el ayuntamiento; acogiéndose a uno de los privile-
gios que conllevaba la posesión de una regiduría en juro de 
heredad. Como sustituto, Pedro había designado a su hermano 
Antonio Bourgunyo y Juan, capitán de fragata de la Real 
Armada, gobernador e intendente de la ciudad de la Paz en la 
provincia de Buenos Aires, y caballero de la orden de Montesa 
desde 1793. 
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Tras habérsele desestimado esta primera petición; en 1806, 
cuando contaba sesenta y dos años de edad, alegando « ... 
hallarse falto de vista y con otros accidentes que le inhabilita-
ban» volvió a solicitar del Consejo permiso para designar suje-
to de distinción que sirviera en su empleo. Esta segunda vez la 
Cámara aceptó la petición, concediéndole el favor con la facul-
tad de conservar el salario y los honores correspondientes a su 
categoría. 
Precisamente, el problema de la <<jubilación» de los regi-
dores no radicaba en la conclusión de su ejercicio; en la mayo-
ría de los casos reivindicaban también la retención del sueldo 
con todos los honores, exenciones y privilegios. Estos licencia-
mientos ocasionaban graves problemas a nivel hacendÍstico; de 
ahí las lógicas negativas de la Audiencia ante el incremento de 
demandas, sobre todo a partir del último cuarto de siglo. 
El cargo de regidor perpetuo, a diferencia del vitalicio, 
contemplaba la posibilidad de nombrar un sustituto o teniente 
para las ausencias forzadas o cualquier otro motivo que impo-
sibilitase al titular cumplir con sus obligaciones. Este sistema 
se generalizó pronto a todos los tipos de regidurías e incluso, 
en algunas ciudades, provocó que ciertos individuos se espe-
cializaran en servir como suplentes en las magistraturas. Esta 
cuestión fue objeto de algunas reformas por parte del gobier-
no de Carlos III que, ya desde mediada la década de los sesen-
ta, publicó diversas ordenanzas contra los abusos introduci-
dos. Se ordenó que cesaran los arrendamientos de los oficios 
públicos « ... por ser poco conformes a un buen gobierno .y 
contrarios con la mayor parte del derecho patrio». En la 
práctica toda esta normativa no era más que una exigencia 
para que los propietarios sirvieran por ellos mismos en los 
empleos, y al mismo tiempo, frenar la especulación en torno a 
los cargos. 
Durante el reinado de Carlos IV se presta especial aten-
ción al tema de los oficios enajenados a la Corona con una 
doble finalidad; política y hacendística. En este sentido, no 
sólo se va a prohibir la facultad de nombrar representantes en 
los puestos que carezcan de este privilegio; sino que los due-
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ños o tenientes de los oficios vendidos habrían de presentar 
ante el Consejo de Hacienda los títulos de pertenencia y ejerci-
cio de los mismos para despacharles confirmación, previo 
pago de la tercera parte de su valor. 
En observancia a esta resolución, Pedro Bourgunyo y 
Remiro presentó la ejecutoria que, con fecha de siete de sep-
tiembre de 1766, le fue despachada por el Consejo de Castilla 
a la muerte de su progenitor. Tras haber hecho efectivo el 'pago 
de nueve mil reales de vellón, se le confirmó la propiedad del 
referido oficio de regidor de la clase de nobles. 
4.5) El salario de los regidores 
El salario percibido por cada una de las autoridades del 
municipio variaba según las poblaciones, dependiendo de las 
circunstancias propias de cada localidad. Los regidores alican-
tinos percibían ochenta libras anuales, más una cantidad adi-
cional por el ejercicio del oficio de almotacén. Este empleo 
suponía unos beneficios anuales de setecientos pesos que, 
repartidos entre los doce capitulares que regentaban el cargo a 
razón de uno cada mes, representaba una suma complementa-
ria de cincuenta pesos para cada uno. Cifra que se redondeaba 
con toda una serie de emolumentos recibidos en concepto de 
utilidades; cuatro libras de ternera por Pasqua de Pentecostés, 
San Juan y Corpus más siete u ocho libras de cera a lo largo 
del año. 
Esta cantidad no parece que se mantuviera fija a lo largo 
de la centuria; las reformas de Ensenada del año 17 4 7 también 
fueron encaminadas a regular la gestión económica de los 
municipios, sobre todo el capítulo de gastos e ingresos munici-
pales. V arias fueron las ciudades que a mediados de la década 
de los años cuarenta sintieron los efectos de esta política, enca-
minada a favorecer la total asimilación del modelo castellano 
en aquellos ayuntamientos que, pese al tiempo transcurrido 
desde la abolición de los fueros, presentaban residuos de esta 
época. Con vistas a la anunciada revisión, en el año 1741 el 
Consejo ordena al ayuntamiento de Alicante la redacción de un 
informe donde se contenga la relación de emolumentos perci-
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bidos por los capitulares. Poco tiempo después fueron reduci-
dos los salarios de todos los componentes del consistorio, así 
como los de organismos e instituciones dependientes del cabil-
do; desde esa fecha, los regidores pasarían a cobrar cincuenta 
libras cada uno. 
Los munícipes alicantinos, descontentos con la medida, en 
julio de 1761 elevaron un pliego a la Cámara solicitando un 
aumento de sueldo a la cantidad de ochenta libras valencianas 
tal y como antes tenían; ya que « ... los demás sirvientes y 
dependientes de la ciudad quedaron reducidos en su momento 
y después aumentados». Pero, a falta de estudios que lo confir-
men, desconocemos los resultados de esta reclamación . 
. 
4.6) Las competencias de los capitulares 
Las competencias de los regidores giraban en torno al 
abasto y provisión de la ciudad, administración de propios y 
rentas, regulación de la producción gremial, mercado urbano, 
sanidad, policía y organización de todo tipo de festejos y actos · 
populares. 
En las sesiones celebradas durante los primeros días del 
mes de enero de cada año en curso, se elegían por sorteo las 
funciones que habría de desempeñar cada uno de los ediles. 
Dos representantes de la junta de sanidad, de la que formaban 
parte todos los capitulares, controlaban la admisión de las 
embarcaciones a la rada alicantina; puesto que en Alicante, al 
figurar como uno de los principales puertos mediterráneos, 
merecía especial atención el tema de la sanidad marítima para 
evitar cualquier tipo de contagios por esta vía. 
Dos regidores eran nombrados para la junta de propios y 
otro se encargaba de la distribución de caudales que se emplea-
ban en todo lo relacionado con los templos. Dada la importan-
cia que presentaba el abastecimiento del municipio, singular 
cuidado se prestaba a la provisión y distribución de ciertos 
productos de consumo básico, a la sazón, deficitarios en la ciu-
dad: el trigo y la carne. Un edil atendía directamente la tarea 
de acopios, compras y distribución de grano; y otro era desig-
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nado fiel del abasto de carnes, cuyas funciones consistían en 
asistir al peso de las reses y controlar la calidad del producto 
en el matadero y puestos de venta. 
Por otra parte, se escogía un encargado para todos los 
asuntos de la inhibición del vino forastero que velaba por el 
cumplimiento del privilegio que impedía la entrada en la ciu-
dad de vinos ajenos a su jurisdicción. Esta cuestión era una de 
las predilectas de los capitulares alicantinos; dedicándole 
muchos esfuerzos, no por ser el vino deficitario en la capital, 
sino porque sus intereses personales como propietarios de 
viñedos se superponían al bien público. En este sentido desta-
camos la propuesta de Pedro Bourgunyo y Remiro, en el cabil-
do celebrado el 15 de marzo de 1711, sobre la necesidad de 
nombrar un comisario para inventariar el vino cosechado en la 
huerta y situarse permanentemente en las puertas de la ciudad; 
controlando los cántaros que a continuación entraban. Lógica-
mente el interés de don Pedro, al igual que el del resto de capi-
tulares, estribaba en defender ante todo el mantenimiento del 
monopolio que obligaba a los consumidores a adquirir el vino 
producido en Alicante y su jurisdicción; procedente, en su 
mayor parte, de las propiedades de los mismos regidores. 
Otra de las funciones a sortear era la de procurador síndico 
general, que defendía los derechos de la ciudad y, en los pri-
meros días del mes, daba cuenta del estado de los pleitos que 
ésta mantenía. Hasta 1766 el empleo se sorteaba anualmente 
entre todos los ediles; pero en agosto de ese mismo año, el 
Consejo dispuso que fuese servido por un sujeto ajeno al cuer-
po de capitulares. La subsiguiente petición de la ciudad preten-
diendo la perpetuidad del cargo para Nicolás Escorcia, que lo 
desempeñaba en aquel momento, fue denegada por el tribunal. 
Quien, mediante una órden de 7 de agosto de 1767, ofreció al 
ayuntamiento la posibilidad de elegir entre dos soluciones: 
prorrogar el servicio de Escorcia dos o, a lo sumo, tres años 
más; o que la ciudad mantuviera su derecho de elección anual 
para cubrirlo. Al parecer prevaleció la segunda opción, ya que 
al año siguiente fue designado Ignacio Perez de Sarrió como 
procurador síndico general. 
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El oficio de fiel ejecutor o almotacén estaba a cargo de 
todo el cuerpo de capitulares, repartiéndose entre los doce 
regidores a razón de uno cada mes; y, al igual que el cargo de 
síndico, se venía desempeñando desde época foral. Sus compe-
tencias se centraban sobre todo en la vigilancia de mercados, 
inspeccionando pesos y medidas, y observando que no se 
cometieran fraudes. En el año 1739, por las necesidades finan-
cieras que comentamos anteriormente, este empleo fue enaje-
nado por la Corona vendiéndose al mejor postor; siendo Carlos 
de León quien, tras hacer efectiva la suma de diecisds mil rea-
les de vellón, lo adquiriera en perpetuidad. El concejo alicanti-
no, considerando que esta acción fiscalizadora usurpaba sus 
funciones, intentó recuperar la propiedad del oficio; ofreciendo 
al referido don Carlos el importe por él pagado, más mía canti-
dad adicional de seis mil reales. El monarca, una vez conside-
rada la propuesta, permitió esta práctica; pero, como fórmula 
inequívoca para hacer prevalecer su autoridad, impuso como 
condición que el cargo recayera de manera vitalicia en el regi-
dor Ignacio Bourgunyo, volviendo a rotar entre los capitulares 
tras la muerte de éste último. Así las cosas, en abril de 1741, 
Ignacio sería nombrado fiel ejecutor de por vida; cancelando el 
título expedido anteriormente a Carlos de León. 
Del almotacén dependían otros oficios de menor entidad. 
Sus titulares lo habían arrendado al municipio previamente, a 
cambio de percibir un pequeño porcentaje sobre los graváme-
nes que pesaban en los artículos de primera necesidad. Entre 
estos cargos figuraban: el arrendador de la barchilla, el deno-
minado de la media arroba de aceite, el del cántaro de vino, y 
el más importante de todos el del peso y romana. 
La buena marcha del riego de las tierras era otra de las 
tareas a administrar; el sobresequiero, oficial también conoci-
do desde el período foral, se hacía cargo de ello, así como de 
repartir el agua según las necesidades y tierras de cada uno. 
Este juez elegía al ministro y cequiero que le ayudaban en el 
cumplimiento de sus deberes. 
Igualmente, era competencia municipal la regulación de 
las corporaciones gremiales. La labor de los regidores en este 
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terreno se limitaba a informar sobre las ordenanzas que debían 
normalizar la vida corporativa; siendo el Consejo de Castilla, 
en última instancia, quien las aprobara o denegara. 
Para las cuestiones de policía de calles, fábrica, reparo o 
demolición de casas, se designaban cuatro ediles. El creci-
miento poblacional que experimentó la capital a lo largo de la 
centuria, obligó a replantearse cuestiones relativas a ordena-
ción urbanística. Desde principios de siglo serán numerosas las 
referencias a la preocupación del municipio por el acondicio-
namiento y buen estado de las calles, limpieza, pavimentación, 
dimensiones, instalación de fuentes para el suministro de agua 
potable, construcción de paseos, alamedas, etc. Este deseo de 
renovación se percibe claramente en la legislación municipal; 
toda una serie de disposiciones urbanísticas fueron promulga-
das con el fin de regularizar ciertas calles y fachadas. En algu-
nos casos, las medidas de policía urbana trataron de hacer 
desaparecer la impresión de abandono visible en muchos edifi-
cios de la ciudad, cuando, a lo peor, ya se encontraban en un 
lamentable estado de ruina. En otros, se obligó a derribar los 
saledizos que obstaculizaban el tránsito rodado. En relación a 
este tema, es interesante citar un informe del gobernador, emi-
tido en el año 1756, sobre la labor de Ignacio Bourgunyo en 
este ámbito. 
« ... El referido Sr.D. Ignacio Bourgunyo Comisario de 
Obras, hace presente haber en la población de esta ciudad y 
arrabales, diferentes casas que amenazan ruina, y que aunque 
se ha hecho saber a los dueños las reparen o derribasen, no lo 
han cumplido(. .. ) Acordaron Sus Señorías que dicho Borgunyo 
lo examine de nuevo con los maestros canteros y albañiles de 
la ciudad, y proceda relación de éstos en el término preciso de 
seis días (. .. ). Y en consecuencia de haber haber hecho tam-
bién presente dicho Señor Don Ignacio Bourgunyo, haber en 
distintas rejas bajas salidas a menos distancia de lo que pres-
criben las Reales Ordenanzas, acordaron Sus Señorías igual-
mente que para evitar las continuas desgracias que se suceden 
( ... ) se haga saber a los dueños de las casas, quiten dichas 
rejas o las pongan a la tirantez de las paredes en el término de 
seis días». 
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A juzgar por los datos disponibles, especial empeño mos-
traba el concejo a la hora de organizar todo lo relativo a las 
fiestas populares, procesiones, espectáculos y demás funciones 
públicas. En este sentido, los cronistas locales nos relatan, con 
toda suerte de detalles, los festejos que el ayuntamiento orga-
nizaba con motivo de las proclamaciones reales. Para estas 
efemérides el cabildo disponía numerosos actos acompañados 
de ceremoniosos -y costosos- rituales. 
En primer lugar se publicaba un bando para hacer llegar la 
noticia a todos los vecinos, disparándose a continuación fuegos 
artificiales. El clero, la nobleza, órdenes religiosas y oficiales 
del ejército así como «personas de calidad» se congregaban en 
un desfile encabezado por todo el cuerpo municipal. Al frente 
de la comitiva, el alférez mayor, dignidad que ostentaba el 
regidor decano, portaba el pendón que la ciudad lucía en tales 
solemnidades; de color blanco, bordadas en oro y plata las 
armas de Castilla y de Alicante. 
En tres ocasiones a lo largo de la centuria, la familia Bour-
gunyo disfrutó del empleo de regidor decano de la corporación 
y con ello la facultad de portar la insignia real: en la proclama-
ción de Luis I, Pedro Burgunyo y Remiro; con Fernando VI su 
hijo Ignacio; y el primogénito, Francisco, lo haría con la entro-
nización de Carlos IV. · 
Los lugares elegidos para las ceremonias eran la Casa 
Consistorial y la Plaza Mayor, « ... donde mejor acomodaban 
las manifestaciones que requerían la presencia del pueblo». 
Antes de que la proclamación fuese efectiva, el cortejo se 
encaminaba a la -Colegial de San Nicolás donde se procedía a 
bendecir la enseña. Finalizado el acto se iniciaba una proce-
sión por toda la ciudad, encabezada por el « .. regidor decano 
Bourgunyo que montado a caballo portaba la insignia». Poste-
riormente el séquito se dirigía a la Plaza del Mar, desde donde 
tenía lugar la aclamación del nuevo rey. 
El cronista Viravens refiere cómo con la llegada al trono 
de Fernando VI, 
« ... el regidor decano Ignacio Bourgunyo echó mucho dinero en 
la Plaza para que se divirtiese el pueblo, y por la noche agasajó con 
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un espléndido refresco a todos los nobles de Alicante reunidos en los 
salones de su casa». 
Esta práctica resultó tener mucha acogida; convirtiéndose 
a la larga en una costumbre familiar dar grandes fiestas y enga-
lanar ricamente la fachada de su residencia, con ocasión de 
festejos tan singulares. 
Además de estos actos el ayuntamiento organizaba, con 
ayuda de instituciones como la junta de caridad, certámenes 
literarios, corridas de toros o representaciones teatrales. En 
este sentido, las actas capitulares refieren cómo estos actos 
culturales se organizaban periódicamente a beneficio del hos-
pital de San Juan de Dios o el convento de Santa Faz. 
Junto a los empleos descritos, anualmente el ayuntamiento 
sorteaba otras funciones; depositario general, comisario de 
arrendamientos, comisario de cartas, contador, alcalde de la 
hermandad, comisario de alojamientos, comisario de la bolleta, 




ECONOMÍA DE UNA ÉLITE DE PODER 

1) LA RENTA DE LOS REGIDORES 
En una sociedad estamental, ostentar el poder político 
siempre fue privativo de una élite social. Junto a él, la dimen-
sión de una determinada jerarquía se completaba con la pose-
sión del poder económico y el honor o prestigio. 
Como recordaremos, la suficiencia económica era uno de 
los requisitos exigidos a todos aquellos que pretendían optar a 
los cargos de gobierno ciudadano; en época foral para ser insa-
culado en la bolsa de mano mayor se necesitaba poseer, como 
mínimo, cien libras valencianas en bienes propios y libres. Con 
la llegada de la dinastía borbónica la nobleza también manten-
drá esa hegemonía en la sociedad, obteniendo un trato de privi-
legio por parte de la monarquía en múltiples aspectos. Un 
exponente de estas ventajas será la conservación del poder 
político, ya que su acceso quedaba únicamente limitado a 
aquella élite capaz de mantener un determinado patrimonio y 
una considerable renta anual. Estas exigencias de solvencia 
personal para hacer frente a la gestión de gobierno, estaban 
relacionadas con la idea de emparentar el ejercicio del poder 
con las principales fortunas de cada población. 
Aunque el propósito de este trabajo no sea realizar una 
biografía colectiva de los regidores alicantinos, ya que, obvia-
mente rebasa los límites de nuestro estudio, sí nos es de gran 
utilidad indicar una serie de rasgos comunes en lo que a su 
base económica se refiere y, de este modo, situar en el contex-
to oportuno las actuaciones de la familia Bourgunyo. 
Para evaluar el estado del patrimonio de aquellos indivi-
duos que componían el ayuntamiento en las primeras décadas 
de siglo, nos hemos servido de una documentación que, a prio-
ri, comporta muchas limitaciones por la parcialidad -y en oca-
siones- insuficiencia de sus datos. En primer lugar contamos 
con la información proporcionada por el Vecindario y Rela-
ción de Bienes, Tratos y Granjerías, confeccionado entre 1731 
y 1732. \Se trata de un catastro, elaborado con criterios esta-
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mentales, donde se contiene una relación jurada de las propie-
dades de cada individuo tanto rústicas como urbanas; su situa-
ción, calidad, valor y rédito. Son muchas, sin embargo, las 
deficiencias que presenta el documento sobre todo las referidas 
a las posibles ocultaciones derivadas de su condición fiscal. 
En ocasiones hemos recurrido al Justiprecio General del 
Término, nuevo padrón realizado en el año 1756, para fijar y 
completar los datos proporcionados por la fuente anterior. Des-
graciadamente, resulta un gran inconveniente que la informa-
ción obtenida a través del justiprecio de las tierras se refiera 
únicamente a las pertenecientes al término de la ciudad; dejan-
do sin consignar áreas de huerta tan importantes como San 
Juan, Muchamiel y Villafranqueza. Con todo, podemós ade-
lantar que ambas fuentes nos proporcionan valiosos testimo-
nios para conocer las bases económicas de algunos miembros 
de la nobleza alicantina no titulada en el período que ahora nos 
ocupa. 
En la primera corporación municipal destacamos la pre-
sencia de Pedro Bourgunyo y Remiro, quien, en las décadas 
iniciales del setecientos, poseía un importante patrimonio for-
mado por 11 O tahúllas de regadío en la zona de La Con domina 
dedicadas a la producción de vino. La finca contaba con casa, 
torre, bodega, lagares y todos los edificios e instrumentos 
necesarios para las labores agrícolas. En tierras de secano era 
dueño de 220 jornales en las partidas de La Vallonga y Car-
chofar - valoradas en la escritura de compra en 3.804 libras-, 
también con los haberes precisos para el cultivo de viñas y su 
posterior transformación; además del edificio principal, incluía 
tres pequeñas viviendas, corrales para el ganado y una ermita. 
Una heredad menor en La Cañada del Fenollar, de sesenta y 
cuatro jornales, y la residencia principal en la ciudad por valor 
de 3.500 libras completaban sus inmuebles. Junto a éstos, los 
censos y alquileres de locales y casas, como el almacén que 
tenía arrendado al comerciante inglés Jorge Revelly, le repor-
taban beneficios nada desdeñables. 
Antonio Rotla y Canicia, caballero de la orden de Monte-
sa y segundo regidor decano de esta corporación, disfrutaba de 
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un patrimonio compuesto por una heredad en la partida de La 
Condomina, cuyo valor se estimaba en tomo a las 6.000 libras; 
tierras de secano en las zonas de Almajá y Carchofar; y unos 
huertos en el arrabal de San Antón, a las afueras de la ciudad, 
con casas que solía ceder en alquiler. Su residencia solariega, 
de notable magnificiencia, se cifraba en más de 7.000 libras. A 
estos bienes inmobiliarios, le sumaríamos diversos censos 
sobre la ciudad por valor de 4.500 libras. 
José Fernández de Mesa pertenecía a una reputada fami-
lia de Elche, llegada de Barcelona para su conquista, que se 
trasladó a la capital en el siglo XV. Entre sus posesiones figu-
átba una vivienda en la calle de la Fuente Nueva, estimada en 
3.500 libras; una heredad en Benialí con cuatro hilos y medio 
de agua para el riego; diversas parcelas en Fabraquer y Alcala-
sí; una alquería en La Condomina; y una casa de campo con su 
huerto en San Juan « ... para la diversión de las primaveras», 
de coste superior a las 1.700 libras. Un molino harinero junto 
al río y diversos censos por valor de unas 2.000 libras comple-
taban su patrimonio. 
La estirpe Salafranca gozó de una continuada representa-
ción en el ayuntamiento durante tres generaciones; tras Fer-
nando Salafranca, regidor del primer concejo borbónico, su 
hijo y nieto le sucedieron en el cargo. Sus propiedades eran 
también notables; destacándose una heredad en Lloxia -justi-
preciada en 7.000 libras- y dedicada a la producción de vino, 
almendra y hoja para la seda. La Torre Roja era el nombre con 
que se conocía otra de sus posesiones en la huerta, concreta-
mente en la partida de La Condomina; junto a ella varias 
extensiones de secano, cuyo precio rondaba las 2.000 libras. 
Completaban sus bienes un huerto que tenía arrendado en el 
- arrabal de San Francisco; varias casas cedidas en alquiler; la 
mansión principal frente a la colegial de San Nicolás y diver-
sos censos hipotecarios sobre la ciudad y particulares. Si aten-
demos a los datos proporcionados por el Justiprecio General 
del Término, al mencionado patrimonio le añadiríamos un 
horno en Muchamiel, también cedido en arrendamiento; un 
huerto en la partida de Sueca; cinco tahúllas de huerta en Baver, 
con otras nueve de tierra campa y regadío en la misma zona. 
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Finalmente completarían su fortuna una serie de haciendas en El 
Garbinet, cuya estimación ascendería a las 2.200 libras. 
El último regidor de la clase de nobles era José Paraveci-
no. Su familia, de origen genovés, obtuvo el privilegio de 
nobleza en el año 1657 y desempeñó los cargos de justicia y 
jurado en repetidas ocasiones durante el gobierno foral. Con-
formaban sus posesiones extensas heredades de regadío en La 
Condomina y Almajá; algunas propiedades situadas en secano; 
siete casas en el casco urbano, y un edificio solariego en la 
calle del Hospital. Al morir sin descendencia masculina, todo 
su patrimonio pasó a manos de la casa Pérez de Sarrió por 
matrimonio de su hija con uno de sus miembros, Nicolás, 
señor de Formentera. # 
Como correspondía a la práctica de la mitad de oficios, las 
restantes seis regidurías del cabildo alicantino estaban destina-
das a miembros del estamento ciudadano; aunque prácticamen-
te todos ellos pertenecían a la nobleza no titulada, a tenor de 
las condiciones exigidas para lograr este cargo de gobierno: no 
ejercer oficios mecánicos, vivir de rentas o de los beneficios de 
una profesión liberal, y que sus ascendientes hubieran sido 
insaculados en el municipio foral. 
Entre los ediles ciudadanos se encontraban los letrados 
Luis Boyer y José Milot, quienes vivían de los emolumentos 
proporcionados por el ejercicio de la abogacía; rentas proce-
dentes de pequeñas propiedades y algunos censos. Los restan-
tes capitulares eran considerados hacendados, aunque con 
posesiones inferiores a las disfrutadas por sus homólogos del 
estamento noble. Benito Arques poseía un huerto de 110 tahú-
llas en San Bias, valorado en 7.000 mil libras y plantado de 
viñas en sus dos terceras partes; una casa principal en la ciu-
dad, estimada en 4.500 libras, con un solar frente a ella para 
edificar, y un censo de 3.000 libras. 
Los miembros de la familia Colomina representados en 
las corporaciones, se destacaron como acaudalados rentistas. 
Una heredad en Muchamiel algo inferior a 80 tahúllas; otra 
menor en los alrededores de Villafranqueza; y un mesón gon 
su tienda, habilitado como cuartel para las tropas durante la 
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contienda sucesoria, componían sus bienes hacia 1730. Ve in ti-
cinco años más tarde, su fortuna se vio incrementada con la 
adquisición de una vivienda en la calle de Nuestra Señora de 
Belén; otra en la del Llop, dos en la calle del Aro y tres en San 
Roque. En la huerta, eran dueños de una heredad en La Condo-
mina dedicada a la producción de vino y otra en la partida del 
Conchell de la que obtenían cebada, trigo y almendra. En las 
partidas de La Cañada, Verdegas, Alavastre y Garbinet poseían 
otras tantas extensiones de tierra estimadas en 7.000 libras~ 
Juan Bautista Biar fue otro de los regidores designados 
para el nuevo ayuntamiento, pero murió antes de hacer efectiva 
la toma de posesión; su hijo Tomás serviría en el puesto varios 
años después. Conformaban las posesiones familiares una here-
dad en La Condomina, tasada en 1.250 libras, con su casa, bode-
ga, cubas y demás intrumental para la elaboración del vino. Un 
huerto en la partida de Baver con una pequeña vivienda, balsa y 
noria; una casa en la calle San Agustín estimada en 2.000 libras 
y varios censos de capital variable sobre particulares. 
Como hemos podido observar, los componentes del cabil-
do alicantino presentaban una serie de rasgos comunes en lo 
que a su situación económica se refiere; todos ellos eran gran-
des propietarios rústicos, sobre todo en zonas de regadío, con 
tierras dedicadas en su mayor parte a la producción de vino 
-aspecto que desarrollaremos más adelante-. Además, poseían 
diversas casas de habitación, edificios, solares y almacenes en 
la ciudad, cuyos alquileres les reportaban sustanciosos benefi-
cios. Los caballeros, junto con los ciudadanos, disfrutaban las 
propiedades urbanas más valiosas; constituyendo éstas un 
campo de inversión al que frecuentemente destinaban sus capi-
tales. Junto a las anteriores, otro tipo de bienes inmuebles 
como hornos, molinos, almazaras, etc. seguían la misma prác-
tica de cesión en alquiler. 
El crecimiento urbanístico que experimentó Alicante 
durante el setecientos, a menudo se vió dificultado por la falta 
de espacio disponible para construir dentro de los muros de la 
ciudad, lo que obligó a aprovechar cualquier tipo de solar. 
Esto, indudablemente, se tradujo en un incremento de la espe-
culación, con el consiguiente lucro para sus dueños. 
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La orientación de la capital alicantina a una economía 
comercial marítima impulsó el desarrollo de una clase social, 
que demostró creciente interés por acceder a unas viviendas 
acordes con su posición y amplios almacenes donde depositar 
las mercancías propias de su actividad. En este sentido, Gimé-
nez López destaca la elevada presencia de los negociantes 
mayoristas entre los compradores y su predominio en las 
inversiones, con un 42'2% de las cantidades desembolsadas en 
las adquisiciones. En el área central de la ciudad, proximidades 
de la colegial de San Nicolás y casa consistorial, residían las 
familias más distinguidas de la ciudad y, lógicamente, los 
valores catastrales de sus propiedades eran los más elevados. 
En la zona abundaban los comercios y talleres así como gran-
des almacenes, propiedad en su mayor parte de comer~iantes 
extranjeros. Los arrabales de San Antón y de San Francisco 
seguían en importancia urbanística; la expansión de este últi-
mo coincidió con el auge comercial de la ciudad, y su proximi-
dad al puerto lo convertía en lugar idóneo para la instalación 
de depósitos mercantiles. 
Otro de los capítulos fundamentales en la economía de 
esta élite urbana es el relativo a los censos. García Sanz define 
el censal como el derecho garantizado con hipoteca de percibir 
una pensión dineraria, adquirido por compra con pacto de 
retro. El cobro de las pensiones correspondientes a los intere-
ses anuales de los censales, constituía una fuente de sustancio-
sos ingresos. Como hemos observado en la relación anterior, el 
crédito censalista se desarrolló en dos ámbitos jurisdiccionales; 
público - en este caso la ciudad de Alicante-, y privado - sobre 
particulares-. Lo cierto es que, ya desde siglos atrás el muni-
cipio tuvo que hacer frente a diversas obligaciones administra-
tivas y de mantenimiento urbano que, a menudo, soportaban 
con serias dificultades. Ello les llevó al endeudamiento 
mediente censales, cuyos titulares acreedores eran principal-
mente los miembros de la nobleza no titulada de la ciudad 
entre los que destacaban los Escorcia, con el 28'9%; Bojoni, 
con el 12% ó los con el Roca 10'5% de los censales respecti- " 
vamente. 
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El interés anual pagadero al acreedor correspondía al 5% 
del «principal» del censal hasta 1750, año en que se redujo al 
3% y, en todos los casos, el deudor se obligaba a hipotecar una 
propiedad como garantía del pago. Otra característica del gra-
vámen radicaba en su capacidad de ser transferido o enagena-
do; tanto por lo que respecta a sus derechos activos o pertene-
cientes al acreedor, como pasivos o propios del deudor, 
mediante escritura pública ante notario. Para ilustrar la cues-
tión señalaremos que en la década de los treinta, Antonio Rotla 
y Canicia tuvo que hacer frente a tres censos, por valor de 100 
libras cada uno, al convento de la Sangre según disposición 
. testamentaria de su mujer Juana Ma Doria. 
Una modalidad muy usual en el ámbito censalista era la refe-
rida a los arbitrios impuestos en concepto de dote, obras pías o 
misas perpetuas. En este sentido señalaremos cómo Pedro Bour-
gunyo, poco tiempo después de erigir una ermita en su heredad 
de La V allonga, cargó con un censo anual de veinticuatro libras 
por una misa que se celebraba en ésta todos los domingos. 
Estos ejemplos no vienen sino a demostrar la importancia 
que la iglesia tuvo en su condición de prestamista. Los cobros 
de los intereses anuales procedentes de esta variante impositi-
va, le proporcionaban una fuente de ingresos lo suficientemen-
te amplia como para garantizar su estabilidad económica. Sin 
embargo, no todo el clero disfrutaba por igual de esta riqueza; 
Bemabé Gil señala que el colegio de Predicadores y el conven-
to de Santa Lucía constituían las mayores comunidades propie-
tarias de censales en Orihuela y su comarca. Para la ciudad de 
Alicante; el convento de la Sangre, la colegial de San Nicolás, 
la iglesia de Santa María y el monasterio de Santa Faz destaca-
rían, con mucho, entre los acreedores. 
2) EVOLUCIÓN DEL PATRIMONIO DE LA FAMILIA 
BOURGUNYO 
2.1) La fortuna de don Pedro Bourgunyo y Remiro 
Pedro Bourgunyo y Remiro nació en Alicante el 30 de 
noviembre de 1660 y fue bautizado en la iglesia de Santa 
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María de esta ciudad el 5 de diciembre del mismo año. En 
plena madurez, cuando contaba cincuenta y tres años de edad, 
contrajo matrimonio con Josefa Ruiz y Rocamora el 17 de 
agosto de 1713. Doña Josefa pertenecía a una de las familias 
más distinguidas de Orihuela; su padre, Miguel Ruiz, era con-
siderado como caballero generoso y su madre, Luisa Rocamo-
ra, descendía de Jerónimo Rocamora, teniente gobernador de 
Orihuela, señor de Benferri y nieto del primer marqués de 
Rafal. 
Con esta alianza el patrimonio de don Pedro se vió fuerte-
mente incrementado; buena prueba de ello son las casi 400 
tahúllas que aportó su mujer en concepto de dote, consistentes 
en dos piezas de tierra situadas en la huerta de Almoradí, una 
en la partida de Cantalobos que contenía algo más de 252 thas. 
y otra de 134 thas. en el rincón de las Ansas. Si tenemos en 
cuenta que hacia 1713 el valor medio de la tahúlla en la Vega 
Baja se estimaba en 7 libras y 15 sueldos, excepto la de more-
ral que duplicaba la cuantía, cifrándose en 15 libras y 3 suel-
dos, la entrega efectuada por los Ruiz rondaría las 3.000 libras. 
Pese a la diferencia de edad entre ambos -treinta y dos 
años- y de la repentina muerte de Josefa en 1720, seis fueron 
los hijos fruto de este enlace: Francisco, Ignacio, Francisca, 
María Luisa, Antonia y Francisco Miguel, que murió siendo 
niño. Pedro falleció en noviembre de 1740, poco tiempo des-
pués de redactar un segundo testamento por el cual designaba 
a Francisco e Ignacio Bourgunyo herederos de' todas sus pro-
piedades. · 
A partir de los datos disponibles es posible conocer de 
forma bastante aproximada el patrimonio acumulado por la 
casa de Bourgunyo, así como los medios empleados para su 
consecución. En primer lugar señalaremos cómo don Pedro, 
por su calidad de primogénito, fue el heredero del vínculo esta-
blecido por sus padres Francisco Bourgunyo y Francisca 
Remiro en 1693. La fundación estaba constituída por una 
hacienda en La Condomina cuya superficie hacia el año 1731 
era de unas 11 O tahúllas. En 1702, momento de heredar la, sólo 
constaba de una torre, un pozo, y « ... algunos pedazos de obra 
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vieja que no eran de servicio». El regidor realizó en ella una 
serie de mejoras; convirtiéndola en una gran heredad que llegó 
a comprender una gran residencia con sus salones, alcobas, 
recibidores y demás habitaciones correspondientes; así como 
bodegas, lagares, cubas, toneles y todos los haberes necesarios 
para la elaboración del vino. Herencia paterna fueron también 
los dos hilos y medio de agua « ... que discurren por las ace-
quias del concejo de la ciudad, anotados en el libro del se-
quiero con dos días y partidors ... » que regaban la mencionada 
hacienda. En la ciudad disfrutó de la casa principal de la fami-
liá situada en la calle Mayor, parroquia de San Nicolás « ... des-
cuidada e inhabitable a causa de los bombardeos que los ene-
migos a la Real Corona dispararon contra esta Plaza». 
Los bienes que le correspondieron por parte de los Remiro 
consistían en un molino harinero cercano al río, llamado del 
Alfeytamí, en la huerta de Almoradí, con su vivienda, bodega 
y tierras contiguas. Al igual que hiciera en La Condomina don 
Pedro realizó las oportunas reformas para ampliar y acondicio-
nar sus posesiones, al tiempo que estableció en ellas todos los 
instrumentos necesarios para la transformación de vino y acei-
te. Cuidó tambien el cultivo de la seda, propio de esta zona de 
la Vega Baja, construyendo tres barracas con tal propósito; 
finalmente, ordenó levantar una ermita cercana a la casa. En la 
ciudad de Alicante heredó otro inmueble en las inmediaciones 
del Paseo de Ramiro « ... aliado del corredor que se halla al 
pie de la iglesia de Santa María, limitando con la vivienda de 
Manuel Escorcia». 
Á lo ya mencionado habría que añadir los bienes que el 
regidor fue incorporando a lo largo de su vida, fruto sobre todo 
de compras. De las nuevas posesiones, quizá las más interesan-
tes por los posteriores avatares que sufrie.ron fueron las situa-
das en La V allonga. Dicha partida, enclavada en el término de 
Alicante, tenía una extensión aproximada de 220 hectáreas; y 
englobaba la mansión principal, una ermita, bodegas, lagares, 
balsas, una noria, cuadras y un almacén para depositar los ins-
trumentos precisos para la labranza. Anexas a esta heredad 
adquirió tierras en las partidas de Carchofar y Sierra de San-
cho, con sus solares y corrales. 
79 
En la Vega Baja también engrosó su patrimonio tras la 
anexión de 105 tahúllas de tierra huerta en el término de 
Almoradí, en su día pertenecientes al convento de San Juan de 
Orihuela, lindantes con tierras del cardenal Belluga y con las 
que trajo en dote doña Josefa. 
En el año 1728 efectúa nuevas incorporaciones que le 
posibilitan ampliar de forma considerable sus posesiones en la 
huerta del Segura; en primer lugar merca a Ginés Alarcón algo 
menos de 40 tahúllas de tierra en la partida de Cantalobos, así 
como una hacienda conocida como «la Casa Roja» de 78 thas. 
de extensión plantadas de tierra blanca y moreral. Pocos meses 
después se hace con 33 thas. y media, una octava y 27 brazas, 
también en la misma zona, que se regaban de la acequía mayor 
de Almoradí por el brazal de Barquino. 
La importancia de estas adquisiciones radica, sobre todo, 
en que proporcionaron a don Pedro la posibilidad de crear un 
vínculo en la Vega Baja al tener concentradas sus propiedades 
en la misma zona, lindantes unas con otras. 
Pero, al parecer, las posesiones de la familia Bourgunyo 
en este área llegaron a ser más extensas ya que en el testamen-
to del citado Bourgunyo se menciona la cesión de una cantidad 
de tierra, no especificada, a los administradores de «las obras 
pías fundadas por Belluga» a cambio de 67 tahúllas y media en 
el Cabo de las Huertas, agregadas al vínculo de La Condomi-
na, con cuatro hilos y medio de agua para regarlas. Esta idea 
parece confirmarse si atendemos al hecho de que años des-
pués, con motivo de concordia del riacho de Catral -que tuvo 
por objeto la apertura y condiciones consiguientes de este 
cauce- se reunieron, de una parte, los administradores de las 
fundaciones y de otra, el apoderado del marqués de Dos 
Aguas, el delegado de la comunidad de religiosos de San Juan 
de Orihuela, y un representante del regidor. 
De todas las propiedades de don Pedro quizá la que mayor 
atenciones recibió fue la situada en La Condomina. Nada más 
recibir la herencia, vendió la casa familiar de la calle Mayor a 
Bartolomé Amérigo, maestro platero, por 1.590 libras, a pesar 
de que las apreciaciones de los expertos la situaban en 1.300 
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libras. La cantidad resultante de la diferencia la aplicó al vín-
culo de La Condomina, adquiriendo un soleador y varios 
cubos, además de edificar otros nuevos «de cal y canto, no de 
madera», reforzados con seis fajas de hierros. Compró toneles 
nuevos con distintas capacidades (para 200 y 100 cántaros de 
vino), seis lagares de piedra, además de los útiles y muebles 
que la heredad requería. Con el dinero resultante de la transac-
ción redimió los muchos censos que pesaban sobre la citada 
hacienda, el molino del Alfeytamí y la casa del Paseo de 
Ramiro. 
2.2) 1742-1796. Francisco e Ignacio: dos regidores al frente 
del patrimonio familiar 
Fallecido don Pedro, el patrimonio de los Bourgunyo se 
repartió entre sus hijos Francisco e Ignacio. Este último heredó 
las 220 hectáreas que su padre había constituído en mayorazgo 
en la partida de La Vallonga junto con varias extensiones de 
tierra contigua en El Carchofar, Cañada del Fenollar y Sierra 
de Sancho. Un censo de propiedad de 100 libras sobre unos 
terrenos anexos pertenecientes a Pedro Agulló; 105 tahúllas de 
huerta en Almoradí, además de 250 tahúllas y media, una cuar-
ta y nueve brazas plantadas de moreral e inmediatas a la ante-
rior en la partida de Cantalobos. Estas últimas eran la parte 
correspondiente a la legítima materna; el resto, hasta completar 
las casi 400 tahúllas que su madre aportó al desposarse, fueron 
otorgadas a su rhermano Francisco. 
Con el transcurso de los años las posesiones de Ignacio se 
vieron fuertem~nte acrecentadas. La ruptura de sucesiones por 
línea masculina en la familia materna provocó que el segundo-
génito de los Bourgunyo heredase el mayorazgo Ruiz y Roca-
mora, establecido por sus abuelos Miguel Ruiz Ximénez y 
Luisa Rocamora. En el testamento otorgado por éstos, el pri-
mero de mayo de 1703, nombraron heredero universal a su pri-
mogénito José; en caso de que éste falleciese sin sucesión 
-como de hecho ocurrió- los bienes familiares recaerían en el 
segundo hijo varón de cualquiera de sus tres hijas. A ello ten-
dríamos que añadir la importancia de la cláusula de herencia 
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establecida en el mencionado testamento: la obligatoriedad de 
adoptar el apellido y armas de la casa Ruiz y Rocamora para 
poder recibir el vínculo. 
La necesidad de que forzosamente fuese el segundo hijo 
varón quien se hiciera cargo de los bienes familiares se explica 
como una medida preventiva para que, en ningún caso, el fidu-
ciario ostentase dos primogenituras al mismo tiempo; lo que 
podría hacer peligrar el nucleo patrimonial. De este modo, 
Ignacio Bourgunyo incorporó a sus bienes la herencia de sus 
abuelos y, tal y como se estipuló, tomó los apellidos Ruiz y 
Rocamora. Esta prática resultaba muy habitual entre las casas 
nobiliarias, prueba de ello es que a menudo en la documenta-
ción encontramos estos cambios nominales. 
La información manejada hasta el momento nos señala 
cómo Ignacio, al igual que hiciera su padre, se dedicó perso-
nalmente al cuidado de sus posesiones; procurando agrandar 
su patrimonio inicial con varias incorporaciones. 
Hacia 1742 compra 15 jornales de tierra en la partida de 
Carchofar, contiguos a los heredados, por 105 libras. Ese 
mismo año acuerda con Luis Torner, arrendatario de un mesón 
en la calle de la Balseta de esta ciudad, adquirir todo el estiér-
col generado en sus cuadras por el precio 66 libras anuales. 
Poco después compra de José Pérez, pequeño propietario, 
terrenos en la partida de La V allonga por valor de 380 libras, y 
un censo de 72 libras de capital. Al siguiente año adquiere los 
ocho jornales y medio de tierra que Joaquín Segura poseía en 
la Sierra de Sancho, lugar inmediato a la anterior, tras el pago 
de 205 libras. 
En el año 17 44 Ignacio había contraído matrimonio con 
Margarita Juan y Santacilia. Su madre, Violante Santacilia, 
pertecenía a una reputada familia ilicitana y su padre, Bernar-
do Juan, era caballero de la orden de San Juan, gran cruz y 
baylio de Caspe y comendador de Torrente y Mirambel. Des-
conocemos la cuantía de la dote aportada por Margarita, sin 
embargo, la suponemos elevada ya que la importancia del esta-
mento nobiliario en la sociedad también se reflejaba en las 
altas cantidades que aportaban por dicho concepto. En este 
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sentido, Castaño Díaz indica que en nuestra ciudad las entre-
gas más elevadas corresponden a los grandes comerciantes 
mayoristas y patriciado local. Con todo, hay que tener en cuen-
ta que, en gran medida, las aportaciones al matrimonio solían 
traducirse en bienes muebles e inmuebles; así como pensiones 
anuales en lugar de cantidades de dinero en efectivo. 
El 13 de marzo de 1759, hallándose Ignacio gravemente 
enfermo otorgó un poder a su mujer por el cual le facultaba 
ordenar su testamento. En la misma escritura designaba a Mar-
garita, junto con su l;lermano Francisco y su cuñado Nicolás 
Juan, albaceas y tutores de los ocho hijos habidos de su unión. 
En el documento se describen toda la serie de bienes que Igna-
cio lega a su esposa 
« ... en pago y confirmasion del amor y benevolencia que 
ha profesado y se merese dicha Dña Margarita Juan mi con-
sorte ( ... ) legando/e todo cuanto el derecho me permite y 
puedo aplicarle para · que de ello haga y disponga como bien 
visto sea( ... )». 
La herencia incluía tanto los aportados por Ignacio al 
matrimonio -coches, berlinas, caballos, mulas, tierras, muebles 
o alhajas- como los parafernales adquiridos con posterioridad. 
Al mismo tiempo, ordenó que fueran restituídas a su esposa las 
dos mil libras que el tío de ésta, Cipriano Juan, le había dona-
do al desposarse. 1 
Nos ha sido imposible recog~r información detallada sobre 
la cuantía del legado de Ignacio; pero, los datos obtenidos de 
la división y partición de bienes efectuada tras el fallecimiento 
de su mujer, nos indican que se comportaron como activos 
«negociantes» y preocupados por incrementar su patrimonio, a 
juzgar por las numerosas transacciones y compraventas regis-
tradas a su nombre, así como por la adquisición de 80 acciones 
de 50 libras cada una sobre la compañía de Maestros del Arte 
Mayor de la seda de Valencia. Inversión escasamente rentable 
ya que, como pone de manifiesto Santos Isem, a partir de la 
segunda mitad de siglo la disminución del número de telares 
en los principales núcleos sederos así como el decrecimiento 
agrario evidenciaron el declive de esta industria. Hacia 1793 
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las pérdidas y atrasos de la entidad ya eran considerables; 
reduciéndose el capital invertido por Ignacio a 3.320 libras. 
La herencia de Margarita, además de todo el menaje de la 
casa y objetos personales -que más adelante describiremos-
comprendía los siguientes inmuebles: una vivienda principal, 
otra más pequeña accesoria y un almacén en la calle del Diez-
mo de nuestra ciudad; una tercera en la de los Santos Médicos; 
6 tahúllas de regadío en la partida de Alcalasí con el agua 
correspondiente; varias casas, tierras y huertos en la universi-
dad de San Juan; y en la misma zona, en el llamado rincón de 
Giner, algo más de 2 tahúllas de huerta.Un pedazo de tierra de 
5 tahúllas en la partida de la Arroba de las Parras y otras 28 
tahúllas más en la zona de la Serrana, ambas en Almóradí, 
adquiridas por Margarita hacia 1774. 
La descripción resulta interesante si atendemos al hecho 
de que, por un lado, no se citan las propiedades que Ignacio 
había heredado en la huerta de Orihuela; pero, por el contrario, 
se observa una ampliación de las fincas situadas en la zona de 
Alicante, concretamente en el vínculo de La V allonga, tras la 
incorporación de una casa y varias extensiones de tierra planta-
das de viña, árboles y campa en la Sierra de Sancho, por valor 
de 7.000 reales; así como una heredad en la partida de Las 
Atalayas, contigua a la anterior, donde se invirtieron grandes 
cantidades de dinero a juzgar por las labores de albañilería, 
carpintería y cerrajería mencionadas. 
Cuando fallece Ignacio, su hijo primogénito Pedro Bour-
gunyo y Juan hereda el mayorazgo Ruiz y Rocamora; además 
de una porción de la herencia de los Juan y Santacilia y de la 
heredad de La Vallonga, de la que trataremos posteriormente 
debido a las especiales características que en ella concurrieron 
por el intento de conventirla en un señorío alfonsino. 
Por su parte Francisco -el mayor de los herederos del 
decano regidor- recibió a la muerte de su padre el vínculo de 
los Bourgunyo y Remiro, al que recientemente se le habían 
agregado algo más de 68 thas. en el Cabo de las Huertas. En la 
partida de Las Ansas, término de Almoradí, disfrutó de una 
finca de 134 thas. de huerta, parte correspondiente a la legíti-
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ma materna; a ello se le añadirían cerca de 72 thas. en el 
mismo término, partida de Cantalobos. 
Don Pedro Bourgunyo a la hora de redactar su testamento 
declaró explícitamente que ninguno de sus hijos quedaría per-
judicado en el reparto de la herencia a beneficio del otro; de 
este modo dispuso que 
« ... me parece y hago juicio que con el valor de todo lo 
referido habrá bastante para hazerle el pago del dicho Don 
Francisco de lo que importaren hoy sus legítimas y en caso de 
que no alcanzare quiero y es mi voluntad que la parte que fal-
tare .se le apliquen y den tierras equivalentes plantadas de 
moreras de las que llevo aplicadas y señaladas a mi hijo Don 
Ignacio por quanto quiero y es mi ánimo que este tenga todas 
las tierras que se hallan plantadas de viñas pues al paso le 
será de conveniencia por tener la cassa y bodega y arreos 
para hazer vino. Considero que no le puede ser de beneficio 
alguno al dicho Don Francisco la aplicación de dichas viñas y 
le seguiría perjuicio para Don Ignacio ( .. . ). Si los bienes apli-
cados a Don Francisco excedieren en su valor( ... ) quiero y es 
mi voluntad que lo que importare el exceso lo haya de reinte-
grar a dicho Don Ignacio dándole tierras equivalentes hasta 
cubrirle de las que estuviesen inmediatas a las que le llevo 
aplicadas para que ambos queden con la devida igualdad». 
Francisco, lejos de seguir la conducta de su padre y her-
mano que gobernaban directamente sus tierras, prefirió dedi-
carse a otros menesteres, cediendo las suyas a diferentes apo-
derados para que las administrasen. Hacia 1742, poco después 
de la muerte de su padre, Francisco se hallaba con su regi-
miento fuera de la ciudad y otorgó a Ignacio los poderes nece-
sarios para regir sus posesiones, quien prefirió la fórmula del 
arrendamiento para las haciendas que custodiaba. Así, en el 
año 1743 arrendó a Diego Bernabeu la heredad de La Condo-
mina por una cantidad anual que rondaba las 280 libras, inclu-
yéndose en el contrato seis hilos y medio de agua para regar la 
mencionada hacienda. Esta práctica resultaba habitual entre el 
patriciado urbano, cobrando mayor importancia en la zona de 
la huerta de Alicante por su predominio de tierras altamente 
productivas y cultivos comercializables. Sobre este aspecto 
J.A. Barrio pone de manifiesto cómo en las partidas de la huer-
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ta los mayores arrendatarios eran la nobleza no titulada y el 
clero, que traspasaban el 82' 6 % de la superficie cedida. 
En 1763 Francisco renunció a la carrera militar. Su eco-
nomía estaba bastante saneada si tenemos en cuenta que, ade-
más de las pingües rentas que le proporcionaban sus hereda-
des, se había retirado con un sueldo de 405 reales al mes, 
como le correspondía por su grado de teniente coronel, más la 
paga adjudicada por su cargo de regidor en el ayuntamiento 
alicantino. 
Como era preceptivo de una élite como la que nos ocupa, 
las estirpes de mayor solera intentaron medrar en posición y 
prestigio mediante enlaces matrimoniales con otros linajes no 
menos significativos. De tal modo, el primogénito de los Bour-
gunyo, siguiendo los usos sociales establecidos, casó en 1765 
con Juana Canicia y Pasqual. Su madre, Lorenza Pasqual de 
!barra, era marquesa del Bosch; su padre, Luis Rotla Canicia y 
Doria, caballero de la orden de Montesa y regidor noble del 
concejo alicantino. Como bienes dotales Juana aportó al des-
posarse la cantidad de 1.424 libras, nueve sueldos y cinco 
dineros de moneda corriente, consistentes en dos capitales de 
censos; uno sobre la ciudad de Valencia y otro sobre los Pro-
pios del municipio alicantino, ambos cedidos por su madre 
sobre la parte de la herencia que recibió a la muerte de su 
abuelo, Pablo Femández de Mesa. 
De s.u unión con Juana sólo tuvo una hija, Lorenza. Tras la 
muerte de su mujer, acaecida pocos años después, Francisco 
contrajo matrimonio con Ma Antonia Bourgunyo, hija de su 
hermano Ignacio, con lo cual la política de alianzas llevada a 
cabo por este estamento tiene aquí su más acabado ejemplo. El 
enlace con su sobrina le proporcionó una fuerte inyección eco-
nómica ya que por esas fechas -1785- el patrimonio de Fran-
cisco había comenzado a experimentar gran menoscabo, 
teniendo incluso que llegar a vender algunas de sus propieda-
des para cubrir las cuantiosas deudas. Como ejemplo, un año 
antes de contraer matrimonio hizo frente a la venta de 44 tahú-
llas de tierra huerta -plantada de olivos y morera, con el agua 
correspondiente- en la huerta de Almoradí a su sobrina por la 
86 
cantidad de 2.000 libras, con la condición de retrovenderla 6 
años después si el capital invertido, más el pago de las mejoras 
efectuadas en ese tiempo era retribuído a la citada señora; cosa 
que no sucedió. 
María Antonia aportó al matrimonio una cuantiosa dote, 
tanto dinero en efectivo como bienes muebles e inmuebles, 
que se componía de una hacienda en la partida de Las Atalayas 
con su casa y corral para el ganado; 10 jornales contiguos a 
ésta, cedidos por sus hermanos Antonio y José; una porción de 
tierra plantada de viñas en la partida de Fabraquer, valorado en 
.825 pesos; más 21 tahúllas anexas a la misma, que su padre 
adquirió para cubrir su dote. Una gran residencia en la univer-
sidad de San Juan, con varias casitas accesorias, las 44 tahúllas 
en la huerta de Almoradí compradas al regidor, junto con las 
80 acciones sobre la compañía de Arte Mayor de la seda de 
Valencia, heredadas de Ignacio, completarían una entrega de 
bienes que ascendió a la cantidad de 11.918 libras, 8 sueldos y 
3 dineros. 
Todas estas incorporaciones no sólo ayudaron a estabilizar 
la economía de Francisco, sino que contribuyeron a favorecer 
un proceso de concentración patrimonial que respondía clara-
mente a los intereses de la casa de Bourgunyo. La documenta-
ción refleja toda la serie de mejoras que en poco tiempo se rea-
lizaron en las tierras recién anexionadas. La hacienda de Las 
Atalayas se amplió tras adquirir una heredad contigua, en el 
barranco de Colomina, por el precio de 2.000 libras; reconstru-
yendo al poco tiempo la vivienda familiar, cultivando el suelo 
y comprando ganado. 
Idéntica suerte corrió la partida de Fabraquer, cedida poste-
riormente en arrendamiento a José Valls, labrador de San Juan. 
Al mismo tiempo en Almoradí mercaron 24 thas. inmediatas a 
las aportadas en la dote; y en Alicante, partida de Alcalasí, 
adquirieron algo más de 6 tahúllas de tierra de regadío. Sin 
embargo, este incremento patrimonial podríamos considerarlo 
moderado; ya que tuvo como contrapartida la venta de terrenos 
mucho más productivos en la universidad de San Juan. 
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2.3) El destino del patrimonio. Los pleitos por mayorazgos 
Francisco Bourgunyo falleció el año 1796. Tras su muerte 
se realizó la correspondiente liquidación y distribución de su 
legado entre los herederos por encargo de Ma Antonia, su 
viuda y tutora de Josefa -única hija habida de su segundo enla-
ce- y, por la otra parte, Miguel de Lacy en nombre de su espo-
sa Lorenza Bourgunyo, hija del regidor y Juana Canicia. 
Tras analizar el mencionado expediente, que contiene un 
minucioso inventario de los bienes, se observa cómo el patri-
monio de Francisco fue decayendo progresivamente; muchas 
de las tierras estaban hipotecadas y otras vendidas, abundaban 
los préstamos por adelantado y las deudas impagadas. Para 
ilustrar la cuestión valga como ejemplo que a José 'y Pedro 
Fernández, arrendadores del molino del Alfeytamí, se les 
adeudaban 752 pesos por las sucesivas anticipaciones efectua-
das al difunto; a la parroquia de Santa María de esta ciudad 
debía el alquiler de 10 años por la utilización de las cocheras; a 
Francisco Laborda, cobrador del equivalente, 230 pesos; al 
depositario de Propios, 70 pesos y 5 sueldos; además de una 
larga serie de deudas al tendero, panadero, boticario, médico, 
etc. La situación económica a la muerte del regidor era tan 
caótica que apenas pudo haber reparto de la herencia. La más 
beneficiada fue Lorenza, ya que percibió los muebles de la 
hacienda de La Condomina valorados en algo más de 600 
pesos, 18 tahúllas de huerta en Almoradí y el dinero proceden-
te de una parte de la heredad del Cabo de las Huertas, vendida 
en pública subasta a Vicente Fuster por l. 700 pesos. 
Por lo que respecta a Ma Antonia consiguió poco más que 
la restitución de su dote y la conservación de la herencia 
materna; pues, además de infinidad de deudas, sólo le quedó el 
importe de las mejoras y rehabilitación de las haciendas así 
como las herramientas de labranza de Las Atalayas. La situa-
ción de la viuda era tan lastimosa que tuvo que vender parte de 
sus bienes dotales y alhajas a fin de no sufrir la ruina, y en 
1799 solicitó licencia al Consejo de Castilla para poder rifar un 
aderezo de diamantes valorado en 1.300 pesos y las pocas 
joyas que le quedaban. El Consejo, en respuesta de 12 de junio 
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del mismo año, informó al gobernador de Alicante que no con-
venía conceder la autorización, desestimando la propuesta por 
considerar que resultaban « ... altamente perjudiciales en gene-
ral semejantes gracias». 
En 1802 Miguel y Lorenza acuerdan traspasar a Ma Anto-
nia la porción de tierra en Almoradí adjudicada en la herencia, 
por el precio de 710 libras; subrogando dicha cantidad a la 
adquisición de dos casas en Alicante, situadas en el Arrabal 
Roig. Dos años después Migqel de Lacy elevó un pedimento a 
la Real Audiencia solicitando que de acuerdo con su parentela 
y distinguida familia, así como a la de consorte, le fuera conce-
dido el honor y título de barón de Lacy. Al mismo tiempo su-
plicaba que en atención a los privilegios acordados, se le otor-
gara la jurisdicción alfonsina sobre las dieciséis casas que esta-
ba poseyendo extramuros de la capital, en el citado barrio. 
El asunto fue estudiado por la Real Audiencia, sin que al 
parecer tuviera mayores./consecuencias; ya que la documenta-
ción manejada sólo refiere la petición que esta institución rea-
liza al ayuntamiento de Alicante para que informe sobre el 
asunto « ... dentro del plazo de ocho días sobre lo que se le 
ofrezca y parezca». 
2.3.a) El vínculo Bourgunyo y Remiro 
Al margen de esta cuestión, la muerte de Francisco acarreó 
más de un problema de orden familiar a causa de la sucesión al 
mayorazgo Bourgunyo y Remiro. Recordemos que cuando se 
constituyen los vínculos de los Bourgunyo, por un lado, y de 
los Ruiz y Rocamora, por otro, se ordenó la necesidad de 
adoptar los apellidos y armas consiguientes y, en ningún caso, 
disfrutar de ambos al mismo tiempo. Hacia 1793, el heredero 
de los bienes de los Bourgunyo era Francisco, mientras que 
Pedro Bourgunyo y Juan, hijo de Ignacio y Margarita, ostenta-
ba a su vez los de la casa Ruiz y Rocamora. Estando el prime-
ro gravemente enfermo y sin hijos varones, automáticamente 
lo habría de heredar todo el segundo. Pero, ante la imposibili-
dad de retener las dos primogenituras al mismo tiempo y, dán-
dose la circunstancia de hallarse soltero y sin sucesión, renun-
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ció y traspasó a su hermano Francisco Tomás, canónigo de la 
colegial de San Nicolás de Alicante, todos los derechos que 
poseía sobre el mayorazgo constituído en 1693 por sus bisa-
buelos Francisco Bourgunyo y Francisca Remiro Alvarez de 
Espejo. 
En 1796 fallece Francisco y el canónigo toma posesión de 
las haciendas del vínculo, confiado en la validez de la renuncia 
y en que se respetaría el orden de primogenitura y masculini-
dad impuesto por los fundadores. Sin embargo, al mismo tiem-
po, Miguel de Lacy y Lorenza, en nombre de su hijo Miguel 
de Lacy y Bouxgunyo, otorgaron poderes a José Antonio Loza-
no, Francisco García Prieto y Juan Carrascosa para llevar a 
cabo cuantas diligencias y pleitos fuesen necesarios par(\ que el 
mayorazgo recayese en ellos. Estos argumentaban en su favor 
una reciente sentencia de la Real Audiencia de Valencia gana-
da en juicio contradictorio contra el regidor Francisco Bour-
gunyo, por la demanda de una pensión alimenticia de 300 
libras anuales que le correspondía a su hija Lorenza como 
inmediata sucesora al vínculo. Por otra parte, el matrimonio 
argumentaba que su tío Francisco Tomás pertenecía a una 
línea inferior a la posesoria del mayorazgo; mientras que el 
pequeño Miguel era sucesor directo del último propietario. 
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Pocos meses después de iniciado el pleito, y dado el 
lamentable y ruinoso estado en que se hallaban las fincas vin-
culadas, los opositores aprobaron una escritura de concordia 
para recuperarlas; conviniendo en la suspensión temporal del 
juicio de tenuta y disponiéndose a repartir los frutos y rentas 
que se obtuvieran bajo las siguientes condiciones: 
- Miguel de Lacy se comprometía a tomar a su cargo la 
administración del mayorazgo y regirlo; mejorándolo y perci-
biendo todas las rentas sin tener que dar cuenta a persona alguna. 
- Se habrían de entregar al citado Lacy todos los papeles 
pertenecientes al mayorazgo por inventario que se formalizaría 
ante notario. 
- Satisfarían al canónigo Bourgunyo con una pensión 
anual de 450 libras, pagaderas en tres plazos de 150 libras, 
sobre los frutos del vínculo. Además de una cantidad adicional 
de 20 libras anuales en concepto de las imposiciones con que 
contribuía el molino del Alfeytamí y demás fincas. 
-A la muerte del regidor se hallaban algunas zonas cedi-
das en arrendamiento, por lo tanto se procedería a cancelarlas; 
percibiendo 1/3 del líquido Francisco Tomás, 2/3 el matrimo-
nio Lacy, reservando el restante para Ma Antonia. 
- Si esta última falleciese antes que los demás, deberían 
refundirse en el vínculo las 460 libras anuales con que se halla-
ba dotada como viuda del último poseedor. 
Pese a todo, el convenio duró poco. Al año siguiente el 
deán reinició el pleito por considerar que el nacimiento del 
segundo hijo varón de los Lacy, Rafael Antonio, ponía en peli-
gro sus derechos sobre el mayorazgo ya que en el neófito recaía 
la inmediación de su hermano Miguel. Por otro lado, el plazo 
estipulado para la reconstrucción de las fincas había finalizado 
y, a pesar de las crecidas sumas que se habían invertido en 
ellas, las obras no fueron del agrado del canónigo. Sobre la 
reedificación y estructuración de La Condomina argumentaba 
que unos 80 bancales de viña habían sido arrancados y poste-
riormente arrendados a Lorenzo Aracil, quien expresaba no ser 
de su obligación replantadas durante el traspaso. Del mismo 
modo advertía que echaba de menos algunos almendros en la 
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acequia regadora y en los huertos, árboles frutales; parte de 
éstos últimos suprimidos para la construcción de un camino 
para carruajes que iba desde la puerta de la casa principal hasta 
un sendero próximo. 
Lo cierto es que, a pesar de las críticas del prebendado, 
tuvieron que emplearse a fondo en la rehabilitación de las 
heredades. La vivienda familiar de la plaza de Ramiro sufrió 
una remodelación completa, según declaraciones de José 
Guardiola, maestro de obras, quien manifestó haber reconoci-
do y evaluado los trabajos de albañilería, cantería, carpintería, 
etc. por un total de 102.000 reales; halÜíndose tras la repara-
ción en « ... buen estado de solidez». 
Respecto a la situación del molino y tierras del Alfeytamí, 
hasta poco antes de la concordia se hallaban arrendados la 
barraca, el molino y tierras de alrededor plantadas de olivares 
y moreras a José y Pedro Femández; mientras que José Pérez 
de Ríos se hacía cargo del huerto de limoneros y demás fruta-
les con la noria y un olivar secano. Tras la liquidación llevada 
a cabo en 1796, se procedió a la reconstrucción del molino, la 
ermita -con el palomar contiguo- y la vivienda familiar. En 
ésta se reordenó la distribución interior, situándo en el primer 
piso la entrada principal, cocina, despensa, un amplísimo 
comedor y una alcoba; mientras que el resto del edificio estaría 
ocupado por los dormitorios, el despacho « ... y un desván con 
cajones para la ropa de casa». Según los datos que poseemos, 
el coste de rehabilitar la planta primera ascendió a unos 20.000 
reales. 
Así las cosas, y tras varios años de litigio, en junio de 
1803 el Consejo de Castilla transfirió definitivamente a Miguel 
de Lacy la posesión de los bienes, rentas y efectivos del víncu-
lo de los Bourgunyo y Remiro, mientras su hijo se hallase en la 
minoría de edad; percibiendo en su nombre los réditos, cuya 
suma -mediada la centuria- ascendía a 26.700 reales. 
2.3.b) El mayorazgo de los Santacilia 
Esta no fue la única ocasión en que la familia Bourgunyo 
disputó la posesión de un mayorazgo. Apenas un año después 
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de iniciado el pleito anterior, Pedro Bourgunyo y Juan, hijo de 
Ignacio y Margarita, solicitaba ante el Consejo demanda de 
tenuta por el vínculo vacante por muerte de su tío Bernardo 
Juan. Según el testamento otorgado en Elche en abril de 1746, 
Violante Santacilia constituyó en mayorazgo todos los bienes 
que poseía llamando a la sucesión, primero, a su hijo Bernardo 
y a sus descendientes inmediatos, y en caso de no haberlos, a 
su otro vástago Jorge Juan. 
Hacia 1795 Bernardo se hallaba gravemente enfermo y 
Jorge Juan había fallecido. En atención al grado de parentesco 
con los beneficiarios, y como primogénito de Margarita Juan, 
hermana de los anteriores, Pedro Bourgunyo solicitó a su tío, 
como inmediato sucesor al vínculo de los Santacilia, demanda 
de alimentos ante la Real Audiencia. Sin embargo, mie'ntras se 
seguía el pleito falleció Bernardo; complicándose las cosas 
cuando en el testamento otorgado por éste apareció como 
único heredero su sobrino Francisco de Paula y Juan. Por otro 
lado, Manuela Juan de !barra y su hijo Juan Roca de Togores y 
Juan, ante la insistencia de Pedro Bourgunyo por continuar con 
la petición de tenuta, decidieron presentar las oportunas recla-
maciones en demanda de los mismos bienes. En su defensa 
argüían ser hija y nieto respectivamente de Teresa !barra San-
tacilia, hija primogénita de Violante en su primer matrimonio 
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Elaboración propia. 
La disputa estaba servida, y es que la cuantía de los bienes 
amayorazgados no era cuestión baladí; dos huertos de palme-
ras con sus respectivas casas, situados en la huerta mayor de 
Elche, más dos hilos y medio de agua para el riego; varias 
extensiones de olivares -no se especifica cantidad alguna- en 
las partidas de los Molinos, Alborrocat, Camino Real de Casti-
lla y Partidor Nuevo, con 15 hilos y un cuarto de agua; la resi-
dencia principal en la ciudad y un solar contiguo emplazados 
al lado del convento de los Mercedarios; cinco casas más 
pequeñas en las calles de San Roque, Piñon, arrabal de Santa 
Teresa, plaza de la Fruta y San Pedro; dos almazaras para 
fabricar aceite, contiguas a la citada calle del Piñon; el señorío 
y diezmo de Asprilles, con todas sus tierras y edificé.Jciones. 
Por último seis viviendas en la ciudad de Alicante, en las 
calles de la Balseta y del Lobo. 
Las rencillas y peleas en el seno de los Santacilia venían 
de atrás; y es que las últimas disposiciones de Violante no fue-
ron del agrado de sus herederos. El hecho de erigir sus bienes 
en mayorazgo a favor de Bernardo, reduciendo la legítima, 
dotación y asignación alimenticia de los demás sucesores a la 
« ... miserable cantidad de 800 libras» levantó una gran polé-
mica. La precitada Violante también había ordenado en su tes-
tamento que en caso de resultar necesaria la confección de 
inventarios se hicieran de forma extrajudicial, con asistencia 
de ciertas personas ya designadas por la interesada. Sin embar-
go, Margarita Juan se sintió agraviada con los mencionados 
dos extremos; pretendiendo, al igual que hicieran el resto de 
herederos, que los inventarios se formalizaran por vía judicial 
y que la asignación de la legítima se viera aumentada a la can-
tidad de 2.000 libras por cada destinatario. Así las cosas, en 
octubre de 1763 se estableció una concordia entre Margarita y 
Bernardo, por la cual se le otorgaba a esta última la pensión 
solicitada a cambio de renunciar a todo derecho y acciones 
sobre el vínculo. 
En agosto de 1795 se procedió a repartir el legado deBer-
nardo, lo que volvió a levantar controversias ante lo que consi-
deraban «desajustes» en la herencia. Pedro Bourgunyo junto 
con sus hermanos recibían una hacienda en Torrellano, con su 
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casa, pozo, y demás anexos, valorada en 15.000 pesos. En 
Manuela Juan y su hijo recaía una heredad en La Condomina 
con su bodega y tierras plantadas de viñas y diferentes árboles, 
así como el agua correspondiente para regar; además de una 
residencia en la ciudad de Alicante, calle de la Balseta, acceso-
ria a la vivienda principal de los !barra. Por lo que respecta a 
Francisco de Paula, se constituía en heredero universal del vín-
culo de los Santacilia. Poco tiempo después el regidor Bour-
gunyo retiró su instancia, por lo que el Consejo de Castilla no 
tuvo excesivos problemas para ratificar a Francisco como bene-
ficiario de los bienes controvertidos. 
2.3.c) Los vínculos de la Vallonga y de los Ruiz y Rocamora 
Al margen de la pequeña herencia de los Santacilia, Pedro 
disfrutó del mayorazgo fundado por Miguel Ruiz y Luisa 
Rocamora en Orihuela así como el situado en la V allonga. En 
1742, cuando se procedió a la división y partición de bienes de 
su abuelo Pedro Bourgunyo y Remiro, esta última heredad se 
valoraba en 26.719 libras y 8 sueldos. Como indicábamos, la 
hacienda incluía una ermita, cisterna, noria, balsa y bodega 
con las herramientas y aparejos propios de una propiedad rústi-
ca. La decoración de la vivienda principal, sencilla y austera, 
se limitaba a unos pocos muebles; excediéndose tan sólo en 
algunos cuadros y objetos con motivos religiosos. El menaje 
de la casa resultaba pobre si lo comparamos con el de la 
vivienda principal del Paseo de Ramiro; reduciéndose a los 
imprescindibles enseres de cocinar en cobre, hierro y hojalata. 
Cuando Ignacio se hace cargo de ella procedió a su 
ampliación y reforma, tanto en extensión como en condiciones 
de habitabilidad. · Su temprano fallecimiento, tras una larga 
enfermedad que arrastraba desde años atrás, motivó que las 
tierras vinculadas de La Vallonga fueran a parar a manos de su 
primogénito Pedro Bourgunyo y Juan; mientras que su esposa 
Margarita administraría los restantes bienes raíces. En 1774 se 
procede al reparto de la herencia de ésta, recayendo la pose-
sión de Las Atalayas en sus hijos Antonio y José; con la adju-
dicación de 133 jornales, 2 tahúllas y 1/4 de tierra a cada uno. 
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En un corto margen de tiempo el predio fue objeto de diversas 
transacciones entre los herederos; pues no podemos olvidar 
que sus hermanas Ma Antonia y Ma Luisa también poseían 
terrenos en la misma zona, adquiridos inicialmente para cubrir 
sus dotes respectivas. 
CUADRO VI 
TITULARES DE LOS MAYORAZGOS 
DE LA VALLONGA Y RUIZ Y ROCAMORA 
Fundadores del Mayorazgo Ruiz y Rocamora 
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La situación del vínculo se mantuvo más o menos estable 
en manos de Pedro a partir de la década de los ochenta. La 
documentación manejada nos informa del empleo de fórmulas 
de arrendamiento y alguna de aparcería para la explotación de 
la finca; pero su extensa superficie y las características poco 
favorables de sus tierras determinaron el empleo del mo~elo 
enfiteútico, ·como el más adecuado para lograr la máxima ren-
tabilidad. Sin embargo los establecimientos no tuvieron el 
éxito deseado; comenzando pronto el proceso de reversión de 
las zonas censidas. Cuando en 1811 fallece Pedro su sobrina 
Ma Josefa se hace cargo del vínculo de los Ruiz y Rocamora, 
del d~ La Vallonga así como de gran parte de tierras libres de 
los Bourgunyo. Entre junio de 1812 y septiembre de ese 
mismo año se cancelaron la mayor parte de los contratos otor-
gados a los censualistas, cuya superficie rondaba, desde los 12 
jornales de campa heredados por las hermanas Brotons de su 
padre, a los 46 jornales y medio adquiridos en 1797 por José 
Soler de José. Como causas del fracaso alegaban 
« ... las actuales críticas circunstancias en que se hallan por la 
falta de cosechas no pueden continuar en modo alguno con el cumpli-
miento de lo pactado ... ». 
Lo cierto es que además de esta serie de malas cosechas 
que se habían sucedido a partir de 1788, conviene tener en 
cuenta que en estas fechas decimonónicas las consecuencias de 
la guerra de la Independencia sobre la ciudad no se habían 
hecho esperar. Se encarecieron los medios de subsistencia y se 
exigieron notables esfuerzos al vecindario, que tuvo que sopor-
tar la pesada carga de las continuas subidas en materia contri-
butiva. De 1808 a 1812 los recursos disminuyeron de forma 
alarmante, las cosechas mermaron a causa de problemas climá-
ticos y el comercio se redujo paulatinamente. En estas condi-
ciones tal vez podamos entender una mayor presión por parte 
de doña Josefa para cancelar los débitos atrasados, y que se 
pactara la renuncia y traspaso de las porciones censidas en 
favor de su dueña; restituyéndolas libremente como forma de 
pago. En la rescisión de los contratos quizá influyera también 
el temor a las posibles consecuencias de las discusiones que 
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por entonces tenían lugar en las Cortes de Cádiz sobre la aboli-
ción de los señoríos. 
En 1817 Josefa ordenó su testamento en favor de su primo 
Andrés Bassencourt y Bourgunyo, capitán de las Guardias 
Walonas y caballero de Alcántara. Como nieto y heredero de 
Ignacio, en él recaían los bienes amayorazgados de la Vallon-
ga, parte de las tierras libres inmediatas a ésta, una hacienda en 
Almoradí denominada «Hacienda de don Pedro» así como el 
vínculo de los Ruiz y Rocamora. Este último constituido por 
una propiedad en el término de Catral llamada «La Rafa»; dos 
en Almoradí: «El Pino» y otra secana «Cañada Carpa»; y una 
casa en Orihuela, calle del Río, sobre la que se seguía un pleito 
con Lorenza Bourgunyo. A ésta última le correspondie¡on las 
fincas de Las Atalayas, Hoya de Santa María y Alberola, y un 
censo de capital de 36 libras que recaía sobre otra heredad 
conocida como «De Gasen». Finalmente, la casa de la univer-
sidad de San Juan, con sus accesorios y huerto fue a parar a su 
ahijada Ma de los Desamparados Herrera Gilabert, hija de su 
apoderado Juan Herrera Quirós, como pago de su dote. 
*** 
En líneas generales, podemos concluir este apartado extra-
yendo una serie de consideraciones finales. En primer lugar 
hemos de hacer constar que, siguiendo los modelos estableci-
dos para los grupos privilegiados, los Bourgunyo también 
prestaron especial atención a sus bases financieras; vinculando 
sus propiedades para perpetuar y asegurar su economía. Aun-
que más documentado para la primera mitad de siglo, detecta-
mos como principales fuentes de ingresos las rentas proceden-
tes de la explotación de la tierra, el sueldo que perciben en 
calidad de regidores del ayuntamiento de Alicante, los benefi-
cios generados por alquileres de inmuebles y, en menor medí-
da, los censos. Por otra parte, no podemos olvidamos de los 
ventajosos enlaces matrimoniales, sobre todo los de Pedro 
Bourgunyo y Remiro con Josefa Ruiz y Rocamora, y Francis-
co con Ma Antonia Bourgunyo, cuyas dotes consistieron en 
sustanciosas aportaciones de tierras que contribuyeron a 
aumentar en gran medida los bienes originales. 
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-El denominador común del patrimonio de los Bourgunyo 
consistía, sin duda en la percepción de rentas; lo que define 
claramente la mentalidad económica de sus miembros. Como 
hemos observado, una faceta a la que destinaban gran parte de 
sus beneficios era la adquisición y posterior venta o alquiler de 
inmuebles, sobre todo en los caso de Pedro Bourgunyo y 
Remiro, su hijo Ignacio y la mujer de éste, Margarita Juan. 
Igualmente, las inversiones en agriculura e industria -induda-
blemente más escasamente en el segundo caso que en el pri-
mero- se manifiestan en estos mismos individuos. 
PaÍtimos de la figura de don Pedro Bourgunyo y Remiro, 
en quien confluyen por herencia los patrimonios de dos estir-
pes reconocidas en la sociedad alicantina del seiscientos. 
Desde los primeros momentos se nos muestra como el artífice 
de la recuperación y concentración de la riqueza familiar, 
cuyos vertices serían dos extensas propiedades: La Condomina 
y La Vallonga. La primera de ellas formaba el núcleo principal 
de los bienes vínculados por sus padres en 1696, heredada por 
su primogénito, Francisco, hacia 1742. 
Consciente don Pedro de la critalización de los sistemas de 
herencia en un sólo beneficiario, no quiso relegar a su hijo 
Ignacio tan sólo al disfrute de la legítima; por lo que constitu-
yó en mayorazgo para la rama segundogénita las tierras por él 
adquiridas en la secana partida de La Vallonga. Sin embargo, 
las actitudes de uno y otro serían radicalmente distintas a la 
hora de enfrentrarse con la administración de sus haciendas. 
Ignacio sigue una línea similar a la del padre, fomentando las 
inversiones en la tierra y agrandando su mayorazgo con sucesi-
vas incorporaciones, . por tratarse de su principal fuente de 
riqueza. Por su parte, Francisco, más interesado en su carrera 
militar que en el cuidado de su patrimonio, se dedica a percibir 
los frutos y rentas generados, tras delegar la finca en manos de 
apoderados. La Condomina se mantuvo más o manos estable 
hasta la década de los años sesenta, fecha en que comienza a 
entrar en una fase que podríamos calificarla como «estaciona-
ria». A principios de los años setenta comienza a declinar, 
detectándose un proceso de endeudamiento cada vez más ace-
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lerado; por los efectos de mala gestión y pésima administra-
ción de su propietario, retirado ya de la milicia. 
Cuando éste fallece en 1796 la finca es objeto de contro-
versia por parte de varios herederos de Francisco, conscientes 
del valor de la misma y de los pingües beneficios que se obten-
drían de ella si la gestionaban convenientemente. Como ya 
expusimos, tras largos años de pleitos, la Cámara de Castilla 
decide ponerla en manos de Miguel de Lacy, marido de Loren-
za Bourgunyo, con lo cual el mayorazgo más preciado de los 
Bourgunyo cambiaría de apellido ante la falta de sucesión 
masculina. Lamentablemente, un destino similar seguiría el 
otro puntal del patrimonio familiar: La Vallonga. Como avan-
zamos, con Ignacio asistimos a un proceso similar al ob~erva­
do en su padre, ya que se preocupó y procuró la rehabilitación 
y expansión de su hacienda. Tónica seguida por su mujer, 
Margarita Juan, tras el fallecimiento de éste, diecisiete años 
después de heredada. Sin embargo, al no existir inventarios u 
otro tipo de documentación sobre las propiedades de Ignacio, 
el seguimiento de su labor resulta más dificultosa. Hacia la 
década de los anos ochenta Pedro Bourgunyo y Juan, hijo de 
Ignacio, se hace con la heredad. Con él asistimos a un intento 
de maximalizar los beneficios generados por la finca, merced 
al empleo del modelo enfiteútico, en una fechas no demasiado 
alagüeñas para la agricultura valenciana. Tras su fallecimento 
en 1811, de nuevo nos encontraremos con el problema de la 
ausencia de varones para tomar el relevo del vínculo, hacién-
dose cargo su sobrina Ma Josefa. 
Pese a los repetidos esfuerzos por sacar adelante la finca 
con el mismo régimen de explotación, ésta corrió peor suerte; 
anulándose la mayoría de establecimientos. Josefa muere tres 
años después, y el patrimonio de esta rama segundogénita se 
desintegra, a tenor del minucioso reparto que se hizo entre 
familiares más o menos cercanos. 
3) LA ESTRUCTURA DE LA PROPIEDAD 
NOBILIARIA. EL APROVECHAMIENTO AGRARIO 
El estudio de las oligarquías locales en el siglo XVIII 
resulta inseparable de un análisis sobre la propiedad de la tie-
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rra, ya que de ella provienen los mayores ingresos percibidos 
en concepto de renta. Por otra parte, la tarea se toma indispen-
sable si queremos profundizar en los mecanismos de actuación 
de esta clase dominante. 
Ruiz Torres, al analizar la estructura social de los munici-
pios valencianos, señala la marcada contraposición existente 
entre los grupos de propietarios rentistas residentes en las ciu-
dades, por uli lado, y los campesinos, por otro. En esta línea 
Bemabé Gil pone de manifiesto cómo en Orihuela la élite de 
caballeros y ciudadanos, que suponía el12% de los propietarios 
laicos locales, controlaba casi el34% de las haciendas y el48% 
de su valor. Para la ciudad de Alicante este mismo grupo junto 
a la marquesa del Bosch, única residente intitulada, poseía 
cerca del 61% del coste total de las propiedades rústicas y urba-
nas. Un análisis del padrón de 1753, nos informa que la presen-
cia de un determinado estamento estaba en función de la locali-
zación de sus posesiones en tierras de secano o de regadío. De 
tal modo que las propiedades de los plebeyos eran más numero-
sas en las primeras; descendiendo en aquellas que recibían 
algún riego, en beneficio de un disfrute oligárquico. Los seca-
nos situados al oeste de _la ciudad eran acaparados por los esta-
mentos más bajos, mientras que la pequeña nobleza local con-
trolaba un 30% de la superficie global de ·la huerta. Arbitraje 
que llevaba parejo el dominio de la producción y comercializa-
ción del cultivo más retributivo de toda la zona, el vino; mono-
polizando el 40% de los terrenos dedicados a esta especialidad. 
3.1) La superficie cultivada en las haciendas familiares 
de secano y regadío. La producción vinícola 
La diferencia · del valor de las tierras en secano y regadío 
está plenamente justificada si atendemos a las distintas carac-
terísticas de las zonas; lo que concede mayor valor a aquellas 
con posibilidades de recibir riego. Por un lado, contamos con 
la huerta de Alicante, que se extendía al noroeste de la ciudad; 
incluyendo dentro de sus términos la villa de Muchamiel, los 
lugares de San Juan y Benimagrell, el caserío de Santa Faz y 
las partidas de La Condomina, Fabraquer, Loixa o Benialí, por 
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CUADRO VII 
EXTENSION EN HECT AREAS Y VALOR 
DE LA PROPIEDAD DE LA TIERRA 
POR ESTAMENTOS EN ALICANTE. 1756 
Ha. % 
Nobleza titulada 174'01 2'03 
Pequeña nobleza 1.768'33 22'71 
Inst. eclesiásticas 156'30 1'83 
Patrim. eclesiástico 193'47 2'26 
Concejo 9'15 0'10 
Plebe_yos 6.234'32 71'07 
TOTALES 8.535'58 100'00 
Fuente: Giménez López. Alicante ... O p. Cit, pag. ll6-ll7. 

















citar algunas. Resulta habitual presentar esta vega como domi-
nio tradicional de terratenientes rentistas, residentes en el 
casco urbano, que poseían una parte elevada de su superficie y 
disfrutaban las mejores fincas. Sin embargo en Alicante existía 
un claro predominio del secano, integrado entre otras por las 
partidas de Sueca, Atalayas, Cañada del Fenollar, Moralet, 
V erdegas, Vallonga, Rebolledo, Raspeig, La Alcora ya y Pla de 
Nadal. Cercanos a la ciudad quedaban pequeños enclaves 
como Baver o San Blas, con posibilidad de recibir algún riego 
gracias a la extracción de agua de pozos o norias cercanos; lo 
que permitía el cultivo de hortalizas y frutales. 
Entre los años 1743 y 1744, con motivo del cobro de la 
contribución del equivalente, se confeccionó un nuevo padrón 
donde se contenía una relación de los bienes que poseía cada 
uno de los vecinos de la ciudad de Alicante. Desgraciadamente 
esta nueva fuente también nos proporciona una información 
muy limitada, por elaborarse con criterios fiscales y circunscri-
birse a un área integrada por el núcleo urbano y unos pocos 
términos de los alrededores. Los datos extraídos de este padrón 
nos informan que la heredad de La Vallonga se evaluaba en 
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14.500 libras, proporcionando a don Ignacio una renta anual de 
725 libras. La superficie de la hacienda no se menciona hasta 
1756, cuando se elabora el nuevo catastro que engloba el justi-
precio de las tierras de cada ciudadano, detallándose el número 
de parcelas destinadas al cultivo de cada producto. 
CUADRO VIII 
HEREDAD DE LA V ALLONGA 
Superficie cultivada Valor 
(en hectáreas) (en libras) 
Tierra Campa 64'61 1.880 
Almendros 15'61 2.680 
Viñas 26'66 5.305 
Algarrobos 51'88 11.067 
Majuelo 2'64 440 
Arboles frutales 54'76 7.920 
Higueras 0'96 50 
Olivos 2'88 570 
TOTALES 220 29.912 
FUENTE: A.M.A Justiprecio .. .. Op. Cit. fol 42-44. Elaboración Propia. 
Siguiendo la tónica dominante en el secano, observamos un 
predominio de los cultivos calificados como campa y arbolado. 
La tierra campa se correspondería con las dedicadas al 
cereal -trigo y cebada- o la barrilla, presentándose general-
mente en tierras donde no existían otros cultivos asociados. 
Por lo que respecta al trigo, a pesar de constituir uno de los 
pilares de la alimentación en estos siglos, las cosechas medite-
rráneas rondaban las cotas de la insuficiencia; de tal modo que 
apenas cubría el . autoconsumo, por lo que se convirtió en uno 
de los productos de importación que con mayor frecuencia lle-
gaba al muelle alicantino procedente de Italia, la costa atlánti-
ca europea y, puntualmente, desde Andalucía. 
En estas mismas fechas, la denominada tierra campa ocu-
paba más de la mitad de la superficie cultivada en Alicante, 
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sobre el 54% del total de los secanos consignados. En la here-
dad de La Vallonga esta especialidad obtendría la mayor repre-
sentación, con un 29'36% respecto al conjunto sembrado. El 
inventario de bienes formalizado a la muerte del regidor Bour-
gunyo y Remiro pone de manifiesto el peso de este cultivo en 
el predio, tras la tasación de 30 cahíces y 9 barchillas de trigo 
y de 82 cahíces de cebada. Su precio en 1742 era de 6libras el 
cahíz de trigo y 3 el de cebada. 
Bajo el nombre genérico de arbolado se englobarían las 
tierras con predominio de almendros, olivos y algarrobos; 
habiéndose constatado en el campo de Alicante una superiori-
dad de la combinación almendro-algarrobo y, en segundo tér-
mino, de la higuera y el olivo. Se propagaban por algo IJláS del 
40% de la superficie total del secano, sobre todo en las laderas 
de los montes. El algarrobo junto con el viñedo era el cultivo 
leñoso más frecuente en el paisaje alicantino. A pesar de ocu-
par antaño extensas superficies, beneficioso incluso porque 
permitía cobijar otros sembrados bajo su sombra, su regresión 
a partir de estas fechas fácilmente se explica en términos de 
rentabilidad económica. Por el contrario el almendro se confi-
guró poco a poco como un cultivo eminentemente comercial, 
merced a la demanda de su fruto en los mercados nacionales e 
internacionales. Según el deán Bendicho, un cuarto de la pro-
ducción se enviaba a Castilla, Portugal y norte de Europa; sir-
viendo además desde el siglo XVI como materia prima para la 
elaboración del turrón. Asentado desde antiguo en la comarca, 
el olivar también comenzó a ser desplazado a partir del siglo 
XVIII por planteles más provechosos económicamente y por la 
expansión del almendro. 
A tenor de lo expuesto observamos que la hacienda de don 
Ignacio seguiría prácticamente el mismo esquema de produc-
ción consignado para el secano, con la salvedad de que las 
hectáreas dedicadas a los algarrobos (23'58%) superarían, con 
mucho, a las de los almendros (7'09%). En La Vallonga la pre-
sencia del algarrobo resultaba abrumadora, la producción acu-
mulada en ella hacia la mitad de la centuria sumaba un total de 
10.900 arrobas -que ascendía a 1.090 libras de capital-, frente 
a los 48 cahíces y 7 barchillas de almendra, cuyo precio era de 
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194 libras. Por su parte los olivos, con casi tres hectáreas culti-
vadas, triplican la superficie destinada a las higueras; que ape-
nas alcanzaría la unidad. . 
Junto a estos cultivos encontramos un tercer elemento, la 
vid, cuya importancia en el secano fue inferior -tanto en exten-
sión como en valor- a la viña de regadío. Los estimables ren-
dimientos y altos beneficios que se obtenían de ésta última la 
convirtieron en el fruto por excelencia de la huerta de Alicante. 
Pero desgraciadamente este incremento se hizo a costa de 
arrancar gran número de olivos, con lo que éstos pasaron a 
ocupar un discreto lugar entre el resto de productos del campo 
alicantino. En La Vallonga la vid junto con el majuelo supo-
nían el 13'31% del total, y sus rendimientos también reporta-
ban considerables beneficios al titular. En este sentido, Gimé-
nez López indica que para el término de Alicante la produc-
ción vinícola se estimaba en 1 O cántaros anuales por tahúlla de 
secano, mientras que en el regadío estos resultados llegarían a 
cuadriplicarse. 
Los datos elaborados a partir de los Manifiestos anuales 
sobre las cosechas de vino, que comentaremos más adelante, 
nos permiten conocer el vino elaborado en La Vallonga así 
como la cantidad que entraba cada año en la ciudad para ven-
derse. Con todo adelantaremos que en 1731, momento en que 
Ignacio hereda la finca, los beneficios se estimaban en tomo a 
los 1.450 cántaros, manteniéndose en los 3.000 durante todo 
ese decenio. A partir de 1740 se registra una producción media 
de 2.000 cántaros, para ir ascendiendo hacia mitad de siglo, 
hasta colocarse en los 4.000, diecisiete años despúes (3). 
Por último nos queda reseñar la importancia que los árbo-
les frutales tuvieron en esta heredad, ocupando casi el 25% del 
total de la superficie cultivada. Este elevado porcentaje parece 
indicar la existencia de algún pozo o balsa cercana de donde 
extraer agua suficiente para el riego, como sucedía en las parti-
das cercanas de Fontcalent o La Sabórida. 
(3) Ver gráficos de producción vino que se aportan. 
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CUADRO IX 
HEREDAD DE LA CONDOMINA 
Superficie cultivada Valor 
(en tahúllas) (en libras) 
Tierra Campa 12 300 
Majuelo 17 649 
Viñas 80'5 4.178 
Moreras 6 360 
Secanos 20 300 
TOTALES 135,5 5.787 
FUENTE. A.M.A. Justiprecio .... Op. Cit. fol. 425. Elaboración Propia. 
El Justiprecio de las tierras de 1756 también es la fuente 
que nos proporciona datos acerca de la extensión y productos 
de la hacienda de Francisco Bourgunyo. 
La importancia de la viña queda patente en la distribución, 
abarcando el 72% de la superficie cultivada. En segundo lugar 
-con un 23' 6%- la tierra campa y los jornales secanos, destina-
dos fundamentalmente al trigo y la cebada. Por último, la more-
ra con tan sólo el4' 42% de la hacienda. Precisamente esta últi-
ma experimentó un cierto auge, generalizado gracias a la cos-
trucción del pantano de Tibi y a la cada vez más habitual proli-
feración de casetas dedicadas a la cría del gusano de seda. Sin 
embargo, este desarrollo se vio condicionado por la crecimiento 
de la vid y la falta de una industria donde destinar el material. 
Como avanzamos, la mayor riqueza que esta vega genera-
ba provenía del cultivo de la viña. Ya en el siglo XV, el ale-
mán Münzer, en su «Itinerario por España», refiere la fama 
que el vino de Alicante había adquirido en Flandes, Inglaterra 
y Alemania. Las plantaciones de viñedos alcanzaron un ritmo 
febril durante el siglo XVIII, debido a la gran demanda de 
aguardientes por parte de Europa, así como de otros caldos de 
calidad exportados a través del puerto de Alicante. En el mer-
cado mundial del vino se cotizaba el fondillón, un vino rancio, 
elaborado con uvas pasificadas sobre cañizos, y envejecido 
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según el clásico sistema de escala de soleras; estando a la altu-
ra de los malvasías chipriotras y los marsa/a. Además de esta 
variedad, entre los tipos de vino producidos en el campo ali-
cantino figuraban el alo~ue o vino de mesa, moscatel, o el ya 
citado malvasía. A comienzos del siglo XVIII se embarcaban 
algo más de 100.000 cántaros; consignándose el mayor incre-
mento a partir de 1759-1760, aunque con algunas oscilaciones 
motivadas por los conflictos bélicos del momento. 
A expensas de los rendimientos de la vid se crearon gran-
des fortunas que invirtieron sus caudales en la adquisición de 
tierras, convirtiéndolas posteriormente en mayorazgos como 
fórmula para perpetuar sus economías. De modo que vamos 
encontrando una serie de constantes que se repiten a lo largo 
de la centuria. En primer lugar contamos con el dominio evi-
dente de la zona más rica y productiva de la huerta: La Cando-
mina. Sus propietarios pertenecían a la oligarquía ciudadana y, 
en algunos casos, resultaron ser ricos comerciantes extranjeros 
afincados en Alicante, que llegarían a emparentarse con la 
nobleza. A tenor de los pingües beneficios obtenidos en la 
explotación de La Condomina, partidas circundantes como 
Orgegia, Fabraquer o Campello sufrirían un fuerte incremento 
en sus plantaciones. 
En segundo lugar existe una identificación entre los mayo-
res cosecheros con los grandes propietarios y la nobleza ciuda-
dana que, como avanzamos, constituían el gobierno local 
desde época foral; como es el caso de las familias Pasqual, 
Canicia, Pobil o Bourgunyo. Este hecho motivó que mantuvie-
ran el control de la producción y el comercio del vino a través 
de una férrea reglamentación, a su medida, prohibiendo la libre 
entrada de caldos forasteros que hubiera motivado, entre otras 
cosas, un descenso del precio del vino. Esta serie de ordenan-
zas giraba en torno a la defensa de un Privilegio, otorgado por 
Fernando de Aragón en 151 O, que prohibía la introducción en 
Alicante de vinos procedentes de tierras no incluidas en su 
jurisdicción y su compra por individuos no avecindados en 
ella, para el posterior embarque. La finalidad clara y última de 
la prerrogativa era la de poner en ventaja a los cosecheros 
locales sobre los competidores extranjeros. 
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RELACIÓN DE LOS MAYORES COSECHEROS 
DE VINO EN LA HUERTA DE ALICANTE 
EN LOS AÑOS 1679 Y 1770. 
(en cántaros) 
1679 1770 
Famil. Scorcia ..... 7.400 Scorcia ..................... 9.500 
« Pasqual ..... 7.200 J. Bemabeu .............. 8.950 
« Paravecino 5.200 M. del Bosch .......... 7.050 
« Gozálvez .. 5.030 M. Peñacerrada ....... 5.050 
« Maltés ........ 3.700 Valdivia ................... 4.300 
« Canicia ..... 3.200 J. Riera .................... 4.000 
J acques Llop ......... 3.200 T. Domenech ........... 3"975 
P. Domenech ......... 2.850 N. Pobil ................... 3.900 
Señor de Busot ..... 2.400 I. Oller ..................... 3.900 
Hdos. de Paulín .... 2.200 Feo. Bourgunyo ....... 3.500 
Josefa Gisbert ....... 2.200 N. Fomer ................. 3.400 
RieraH.H ............. 2.160 Tomás Ramón ......... 3.325 
C. Bourgunyo ....... 1.300 Bernardo Juan ......... 3.300 
FUENTE: Piqueres, J. La vid y el vino en el país valenciano. Op, Cit. Cuadro XIII, 
pág. 4. 
Por lo que respecta al análisis de la producción vinícola 
hemos dispuesto de los Libros del Manifiesto del vino, que nos 
ofrecen una serie prácticamente completa de la producción 
entre 1709 y 1799 para Alicante y su término. Cada año, una 
vez terminada la vendimia, la Junta de Inhibición del vino 
forastero, órgano encargado de controlar el cumplimiento del 
citado Privilegio, fijaba las fechas para la declaración de la 
cosecha de vino por parte de cada productor. El manifiesto 
tenía que hacerse en la misma bodega ante el comisario y 
maestro tonelero, siendo este último el que peritaba la cuantía 
de caldo existente. Una vez anotadas las cifras junto al nombre 
del cosechero, la relación era entregada a la Junta; cuando el 
vino llegaba a las puertas de la ciudad se indicaban las cantida-
des transportadas que, en ningún caso, debían superar las reco-
lectadas ya que de lo contrario quedaría constatado el fraude. 
Desde el comienzo de la serie los libros de registro expresan al 
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detalle las cantidades y destino del vino. Particulares, tabernas, 
conventos como el del Carmen o la iglesia de San Nicolás, 
intermediarios comerciales o exportadores tan conocidos como 
Kearney, Revelly, Hall, o Walter y Pott eran algunos de los 
principales destinatarios de los caldos producidos en las pro-
piedades de los Bourgunyo. Una parte de la cosecha -del 
orden de 25 a 50 cántaros- se quedaba en la misma bodega 
para el consumo particular, mientras que otra porción algo 
superior a los 150 cántaros se vendía «para colar». Sin embar-
go, estos apuntes hemos de tomarlos con reserva ya que ante la 
férrea reglamentación que preceptuaba el mercado del vino, 
estos supuestos eran frecuentemente utilizados para encubrir 
operaciones fraudulentas. 
Los gráficos que se muestran a continuación permiten 
conocer tanto el volumen anual de producción como el porcen-
taje de cosecha introducida en la ciudad, procedentes de las 
propiedades más importantes que la familia poseía en la huerta 
alicantina y en las partidas secanas. 
Respecto a la primera zona, los rendimientos que se obtie-
nen de La Condomina son, evidentemente, superiores a los 
extraídos del secano. En este sentido, la posesión de los Bour-
gunyo seguiría la trayectoria general de las heredades de los 
restantes cosecheros. Las cifras máximas se sitúan en la pri-
mera mitad de siglo, sobre todo en el decenio comprendido 
entre 1736 - 1746; coincidiendo con los años en que la 
hacienda pasa de manos del regidor decano a las de su hijo 
Francisco. 
Y a hemos advertido en apartados anteriores cómo don 
Pedro se empleó a fondo en la recuperación de sus vínculos, 
buena prueba de ello nos la ofrece la tasación de sus bienes 
confeccionada en 1742. La bodega de La Condomina, además 
de «botas» y pequeños barriles de uso particular, contaba en 
esas fechas con 22 toneles de 100 cántaros de vino aloque y 
tinto destinados al mercado. 
No obstante, la contribución de la viña de regadío retrocede 
respecto al secano en la segunda mitad de la centuria; obtenién-
dose -en la finca del regidor-las cifras más bajas en la década 
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de los sesenta. Tras la breve recuperación registrada entre1767 
y 177 4, tiene lugar un brusco descenso en el cuatrienio siguien-
te; extensivo a las restantes áreas de la vega alicantina. 
En lo que al secano se refiere, ya hemos comentado los 
altibajos que se suceden en La Vallonga; anotándose los máxi-
mos rendimientos cuando Ignacio se hace cargo de la heredad. 
Concretamente en 1743-44, 1744-45, 1753-54 y 1757-58; 
coincidiendo con las inflexiones más elevadas que se constatan 
para toda la gobernación. Unos años de gran inestabilidad, 
comprendidos entre 1758 y 1767, tal vez motivados por el 
«abandono» que sufrió la hacienda por la enfermedad y poste-
rior fallecimiento de don Ignacio, serían superados al toinar las 
riendas del vínculo Pedro Bourgunyo y Juan. 
Podríamos dar otras muchas explicaciones parciales a 
estos cambios, pero ninguna de ellas por sí sola resulta satis-
factoria y en realidad son muchos los factores que intervienen 
en los ciclos. En primer lugar hemos de tener en cuenta que en 
el contexto agrario del Antiguo Régimen el vino, según afir-
maciones de Labrousse, es un producto de «economía abierta»; 
por lo tanto sujeto a las continuas oscilaciones del mercado. 
Los trastornos ocasionados por las guerras , sobre todo con 
Francia e Inglaterra, importantes destinos de estos caldos; la 
incidencia de los impuestos extraordinarios sobre la población 
alicantina en períodos de carestía económica; la posibilidad del 
cambio climático a fines de siglo; o las noticias dispersas que 
ofrecen las crónicas locales sobre puntuales sequías, heladas e 
inundaciones son algunas de las causas que sin lugar a dudas 
influyeron en los rendimiento de la agricultura. Hacia 1795 la 
crisis vinícola era "extensible a todo el Reino de Valencia. Se 
resintieron sobre todo los aguardientes, si tenemos en cuenta 
que para fabricar este producto es necesaria una gran cantidad 
de vino; por lo general ocho cántaros de vino para uno de 
aguardiente. Con todo, disminuyó su valor y tal vez .esto indu-
jera a los agricultores a moderar su plantación o arrancar las 
cepas. Pero al margen de estas explicaciones conviene tener 
presente que a la hora de comentar las fluctuaciones de la pro-
ducción vinícola en la ciudad y su término, Giménez López 
-haciéndose eco de las observaciones de Labrousse- apunta 
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-que Alicante también se caracterizaría por esos violentos con-
trastes y seguiría el mismo esquema francés « .. . sucediéndose 
las buenas y malas cosechas en pelotón ... ». 
CUADRO XI 
PRODUCCIÓN VINÍCOLA ANUAL 
EN LA CONDOMINA (en cántaros) 
Total Cosechado 
Año cosechado por Bourgunyo % 
1717-18 136.995 3.100 2.3 
1718-19 119.804 1.470 1.2 
1719-20 86.988 1.100 1.3 
1720-21 97.320 1.050 1.1 
1721-22 85.175 1.000 1.2 
1722-23 112.155 1.400 1.2 
1723-24 82.125 900 1.1 
1724-25 79.015 1.100 1.4 
1725-26 97.630 1.450 1.5 
1726-27 102.941 2.125 2.1 
1727-28 98.875 1.600 1.6 
1728-29 106.433 1.900 1.8 
1729-30 111.140 2.100 1.9 
1730-31 n/c - -
1731-32 96.405 2.100 2.2 
1732-33 104.340 2.000 1.9 
1733-34 n!c - -
1734-35 102.250 2.100 2.1 
1735-36 190.815 3.200 1.7 
1736-37 96.350 3.800 3.9 
1737-38 81.722 4.800 5.9 
1738-39 172.725 3.500 2.0 
1739-40 108.442 3.700 3.4 
1740-41 123.925 3.300 2.7 
1741-42 115.738 5.000 4.3 
1742-43 143.394 3.100 2.2 
1743-44 105.345 4.275 4.1 




Año cosechado por Bourgunyo % 
1745-46 148.019 3.800 2.6 
1746-47 nlc - -
1747-48 110.950 3.000 2.7 
1748-49 123.400 2.900 2.4 
1749-50 n/c - -
1750-51 75.400 1.375 1.8 
1751-52 101.450 2.300 2.3 
1752-53 100.090 2.075 2.1 
1753-54 136.995 2.900 2.1 
1754-55 117.207 3.125 "·2.7 
1755-56 110.625 2.100 1.9 
1756-57 101.525 2.700 2.7 
1757-58 123.415 2.500 2.0 
1758-59 133.940 2.800 2.1 
1759-60 85.745 1.325 1.5 
1760-61 80.675 1.900 2.4 
1761-62 101.725 2.325 2.3 
1762-63 73.300 1.700 2.3 
1763-64 73.150 1.800 2.5 
1764-65 nlc - -
1765-66 67.875 1.750 2.6 
1766-67 nlc - -
1767-68 97.845 3.600 3.7 
1768-69 80.105 2.050 2.6 
1769-70 86.075 3.000 3.5 
1770-71 103.690 3.500 3.4 
1771-72 69.300 2.400 3.5 
1772-73 72.900 1.900 2.6 
1773-74 83.875 2.500 3.0 
1774-75 77.375 1.800 2.3 
1775-76 59.775 1.500 2.5 
1776-77 65.746 1.500 2.3 
1777-78 83.744 1.750 2.1 
FUENTE. A.M.A Manifiestos de vino, Arm. 17, volúmenes correspondientes a los años 
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FUENTE: A.M.A. Manifiestos de vino, Arm. 17. Elaboración propia. 
CUADRO XIII 
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PRODUCCIÓN VINÍCOLA ANUAL 
EN LA GOBERNACIÓN DE ALICANTE (en cántaros) 
Cosechado Cosechado Entrado Entrado 
Año en por en por 
Alicante Bourgunyo Alicante Bourgunyo 
1711-12 263.076 7.270 202.601 4.575 
1712-13 233.567 3.400 164.333 2.700 
1713-14 197.520 1.900 156.875 1.800 
1714-15 236.965 2.060 157.720 1.550 
1715-16 ole - - -
1716-17 305.332 6.400 232.645 5.850 
1717-18 406.193 3.350 249.875 2.225 
1718-19 356.202 3.265 207.106 2.125 
1719-20 295.388 1.400 173.225 1.100 
1720-21 221.411 1.300 166.150 1.150 
1721-22 217.202 l.350 156.833 1.200 
1722-23 283.527 1.900 223.975 1.500 
1723-24 188.581 1.200 151.050 975 
1724-25 231.115 1.800 194.541 1.768 
1725-26 236.557 2.150 183.604 1.925 
1726-27 267.469 2.925 219.019 2.750 
1727-28 n/c - - -
1728-29 292.228 3.100 279.025 3.045 
1729-30 283.765 3.725 247.500 3.600 
1730-31 ole - - -
1731-32 303.815 3.550 262.825 2.850 
1732-33 324.900 2.500 227.625 2.025 
1733-34 n/c - - -
1734-35 337.715 3.300 239.750 3.197 
1735-36 472.467 6.200 260.075 2.860 
1736-37 364.383 6.080 271.445 650 
1737-38 299.928 8.070 237.384 6.550 
1738-39 350.475 5.700 256.365 3.445 
1739-40 322.389 5.450 270.892 4.725 
1740-41 377.241 5.400 248.450 3.375 
1741-42 329.398 6.100 246.517 4.625 
1742-43 358.729 4.425 223.874 1.350 
1743-43 377.248 6.675 249.587 5.450 
1744-45 339.602 5.325 247.346 4.600 
1745-46 449.866 3.087 349.592 1.875 
1746-47 n/v - - -
1747-48 371.215 4.500 341.075 3.850 
1748-49 420.885 4.800 346.700 4.125 
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(continuación) 
Cosechado Cosechado Entrado Entrado 
Año en por en por 
Alicante Bourgunyo Alicante Bourgunyo 
1749-50 n/c - - -
1750-51 296.586 2.875 246.788 2.375 
1751-52 317.781 3.200 255.409 2.950 
1752-53 360.434 3.150 278.542 2.425 
1753054 490.666 6.000 344.587 4.950 
1754-55 422.767 6.075 289.554 4.375 
1755-56 432.160 4.800 297.902 2.725 
1756-57 399.525 5.600 284.525 2.500 
1757-58 449.301 4.500 329.836 3.875 
1758-59 411.065 4.300 241.306 ~ 2.500 
1759-60 270.805 4.450 196.695 3.350 
1760-61 224.942 2.600 182.248 1.800 
1761-62 296.464 5.276 236.550 5.000 
1762-63 250.547 3.600 185.655 3.250 
1763-64 271.157 3.700 187.830 3.450 
1764-65 n/c - - -
1765-66 329.680 4.050 208.450 4.375 
1766-67 n/c - - -
1767-68 415.750 7.600 246.235 5.800 
1768-69 346.635 5.350 236.603 4.750 
1769-70 314.520 4.725 218.950 4.000 
1770-71 418.560 6.000 296.707 5.275 
1771-72 368.115 4.900 252.075 4.300 
1772-73 300.840 3.750 233.339 3.425 
1773-74 381.620 5.450 267.546 4.675 
1774-75 274.295 2.150 190.545 1.795 
1775-76 258.890 2.000 182.531 967 
1776-77 250.518 2.125 151.677 1.100 
1777-78 372.044 3.350 243.234 3.087 
1778-79 n/c - - -
1779-80 n/c - - -
1780-81 364.002 2.400 202.015 1.738 
1781-82 319.177 1.500 194.948 1.124 
1782-83 n/c - - -
1783-84 n/c - - -
1784-85 317.860 1.413 176.038 750 
Fuente. A.M.A. Manifiestos de vino, Arm. 17, volúmenes correspondientes a los años 
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FUENTE: A.M.A. Manifiestos de vino, Arm. 17. Elaboración propia. 
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FUENTE: A.M.A. Manifiestos de vino, Arm. 17. Elaboración propia. 
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4) LA V ALLONGA DE BOURGUNYO. FRACASADO 
INTENTO DE CREACIÓN DE UN SEÑORÍO 
ALFONSINO A FINALES DEL SIGLO XVIII 
El intento de convertir en señorío alfonsino las posesiones 
de los Bourgunyo en la Vallonga ha sido objeto de numerosos 
estudios, desde que J. Palop evidenciara la importancia de un 
pacto feudal en tan avanzadas fechas finiseculares, y destaca-
ra la drasticidad y gravosidad del articulado de su carta de 
población. 
Puesto que en apartados precedentes ya trazamos la evolu-
ción de esta hacienda en manos de los diversos miembros de la 
familia que ostentaron su dominio, así como las fórmulas de 
explotación empleadas y los cultivos dominantes, en estas 
páginas nos limitaremos a comentar las circunstancias que 
rodearon el fracasado intento de creación de un señorío alfon-
sino en La Vallonga. 
En primer lugar conviene aclarar el porqué de nuestra 
negativa a admitir la existencia de tal establecimiento. Pese a 
que en trabajos anteriores se defendió esta posibilidad -coinci-
diendo con la mayoría de estudiosos del tema- existen una 
serie de cuestiones que, como desarrollaremos a lo largo de 
este capítulo, han obligado a replantearnos que esta propiedad 
llegara a funcionar como tal señorío alfonsino. 
4.1) Generalidades del Fuero Alfonsino 
En diciembre de 1780 Pedro Bourgunyo y Ruiz de Roca-
mora elevó una petición a Carlos III para que le fuese concedi-
da la jurisdicción baja o alfonsina sobre sus heredades en La 
Vallonga y Atalayas, ambas comprendidas en el término de 
Alicante, con el fin de edificar en ellas un lugar denominado 
Vallonga de Bourgunyo. A tal efecto, había distribuído las tie-
rras correspondientes a la hacienda de La Vallonga entre quin-
ce nuevos pobladores, bajo los capítulos y condiciones conte-
nidas en la escritura fundacional. Pero, siguiendo con su deter-
minación, otorgó una segunda carta de establecimiento en 
favor de otros cuatro vecinos labradores para poblar la conti-
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gua finca de Las Atalayas; repartiendo a suertes los 202 joma-
les de tierra correspondientes a ésta última más « ... otros dos 
pedazos de tierra en la partida de Carchofar>>. A diferencia de 
lo que habitualmente se ha venido señalando por parte de 
diversos autores, resulta de gran interés que insistamos en el 
hecho de que existieron dos escrituras de establecimiento dife-
rentes; una para la Vallonga y otra para Atalayas y Carchofar, 
con articulados sensiblemente distintos. · 
La solicitud elevada por don Pedro se acogía al antiguo 
privilegio setenta y ocho rúbrica «De Iurisditione omnium 
iudicum», otorgado por Alfonso II en las Cortes de Aragón del 
año 1328 a todos aquellos prelados, ricos hombres; caballeros 
y hombres buenos que fundasen un lugar con qui._,nce casas y 
otros tantos moradores cristianos que las habitasen. Si los 
colonos fueran musulmanes, bastaría con tres casas en tierras 
de jurisdicción real; y con siete si el territorio pertenecía a un 
señor superior. 
Tras la abolición de los fueros en 1707, las jurisdicciones 
alfonsinas habían quedado revocadas e incorporadas a la Coro-
na; más un Real Decreto, con fecha de 5 de noviembre de 
1709, declaró la confirmación y subsistencia de dicho fuero. 
Posteriormente Carlos III, a instancias de una petición elevada 
en 1772 por don Antonio Pasqual de Molina, Marqués de 
Peñacerrada, y don Ignacio Pérez de Sarrió, ambos vecinos de 
la ciudad de Alicante, se sirvió ratificarlo mediante una Real 
Provisión de 16 de enero del mismo año. Como ha puesto de 
relieve Gil Olcina, esta reposición se se producía en vísperas 
del Memorial Ajustado del Consejo de Castilla de 1776; cuan-
do se propiciaba la labor de los fiscales de los Reales Consejos 
y alentaba la apertura del expediente sobre la Ley General de 
Incorporaciones. Esto parece indicar que la monarquía no veía 
con malos ojos un dominio señorial sobre núcleos rurales de 
reciente colonización; ya que la jurisdicción alfonsina no 
implicaba una suplantación de la justicia real, sino una acción 
complementaria de policía en pequeñas zonas que sintonizaba 
con la política de colonización interior. Una serie de limitacio-
nes diferenciaban ésta última de la suprema o baronal, es decir, 
del mero imperio. Al dominio alfonsino escapaban los delitos 
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de lesa majestad y aquellos otros de los que pudiera seguirse 
pena de muerte, destierro, mutilación o castigo corporal por 
encima de cien azotes; tampoco entraba en sus cometidos el 
dar tormento a los acusados. En cambio, sus titulares percibían 
la mitad de las penas pecuniarias en los procesos criminales 
antedichos y sancionaban los delitos civiles no exceptuados, 
cobrando íntegras las multas correspondientes. Su finalidad 
colonizadora propició la aparición de nuevos señoríos cuyos 
dueños -caballeros, generosos y ciudadanos- buscaban una 
nueva fuente de ingresos junto a un reconocido poder y presti-
gio, que en ocasiones les facilitó el ascenso hacia posiciones 
más encumbradas del estamento social. 
4.2) El memorial de don Pedro a examen del Consejo 
En enero de 1781 don Manuel de Roda remitió al Consejo 
el memorial de Pedro Bourgunyo, con las escrituras de estable-
cimiento para su consulta. El expediente contenía, además de 
una breve explicación sobre el fuero alfonsino y su ulterior 
reposición por Carlos III, informes sobre las haciendas que 
comprendía su propiedad de La Vallonga; así como una deta-
llada exposición de los motivos por los que el citado Bourgun-
yo creía conveniente la concesión. Argumentaba la necesidad 
de poblar y cultivar las expresadas heredades en toda su exten-
sión, no como se había hecho hasta el momento; trabajándose 
sólo en parte « ... en su privativo particular aprovechamiento». 
Resultaba la fórmula idónea para aumentar su producción en 
beneficio de todos, incluído el Estado; por el número de fami-
lias que podían mantenerse, con el consiguiente aumento de 
las contribuciones. Se presentaban como prueba de su utilidad 
los beneficios que se venían experimentando en la fábrica de 
tejas, ladrillo y vidriado de la heredad donde se ejercitaban 
diferentes operarios; y la próxima edificación de otras de tor-
nos y telares para la subsistencia de los pobladores de ambos 
sexos. Concluía suplicando al monarca que se dignase aprobar 
los ac,uerdos pactados con los labradores, concediéndole el 
derecho jurisdiccional, y las preeminencias y prerrogativas que 
debía gozar con arreglo al privilegio del rey Alfonso. 
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Pocos días después el Consejo acordó la tramitación del 
memorial y escrituras ante el fiscal, con cuyo dictámen, por 
Decreto de 12 de marzo siguiente, se mandó unir a este expe-
diente el causado en 1772 a instancias de Peñacerrada y Pérez 
de Sarrió, al tiempo que serían revisadas por su homólogo José 
Celedonio Rodríguez. Este, en respuesta de primero de junio, 
se pronunciaba en términos nada favorables hacia la causa del 
regidor; alegando la dureza de las condiciones pactadas, así 
como las excesivas contribuciones « ... de modo que vendrían 
aquellos colonos a sujetarse a una sujección servil cuando 
ahora la experimentaban más favorable; y con dificultad 
podría prosperar el pueblo que era el objeto del estableci-
miento del fuero». A continuación, instaba a la Audiencia a 
realizar las oportunas investigaciones, lo que fue aptobado por 
Decreto de 8 de junio de 1781. · 
En el trámite del expediente, el Consejo de Castilla y la 
Real Audiencia de Valencia sometieron a consideración del 
concejo alicantino la solicitud de don Pedro. Entre otras cues-
tiones, debía informar sobre la calidad del terreno en que se 
pretendía fundar el nuevo lugar. Sus condiciones en cuanto a 
abundancia de pastos, leñas, aguas dulces para beber, tierras de 
labor y cultivo, y dehesa de propios; o si por el contrario resul-
taba pantanoso e insalubre, así como carente de todas las dispo-
siciones expresadas. También supervisarían las futuras vi vien-
das, comprobando su amplitud y disposición de cuadras para 
los caballos y demás animales de labor, corrales, patios y 
« ... extensión bastante para la salud y limpieza». El informe de 
la Real Audiencia precisaba, además, la necesidad de conocer 
las circunstancias concretas de los pobladores; si en realidad los 
que se titulaban «labradores» lo eran de ejercicio, o por el con-
trario, se trataba de pobres vecinos moradores de las inmedia-
ciones que vivían de sus jornales y carecían de los animales e 
instrumentos necesarios para ser verdaderos agricultores. 
Tras un examen pormenorizado de todas estas cuestiones, 
así como de los capítulos contenidos en las escrituras funda-
cionales, el informe del ayuntamiento alicantino -remitido en 
22 de diciembre de 1782- estimaba conveniente el citado esta-
blecimiento, siempre y cuando don Pedro no se extralimitara 
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en sus funciones, y llegara a crear un conflicto de intereses 
jurisdiccionales. 
Pero los favorables informes del Concejo no fueron en 
modo alguno secundados por la Real Audiencia, quien en 12 
de enero de 1784 se expresaba en los siguientes términos: 
« ... La idea inicial del fuero alfonsino y la utilidad de su 
reposición en nada se parecía a la proyectada por don Pedro, 
con el fin sin duda de enriquecerse a costa del sudor y trabajo 
de los pobres labradores de que se había valido». 
La exhaustiva crítica a que fueron sometidas las cláusulas 
estipuladas se iniciaba con la observación de la sequedad y 
mala calidad del terreno, la escasez de aguas; así como la exi-
güidad de rentas que producía el vínculo antes y después de 
recaer en don Pedro, en virtud de la venta acordada con su 
madre Margarita Juan en 1779 por precio de 8.683 libras. 
La cercanía de la ciudad de Alicante y el peligro que podía 
correr al ver su término municipal disminuído por la segrega-
ción, fue otro de los inconvenientes planteados. Por otro lado 
el hecho de pertenecer todos los labradores al municipio ali-
cantino, privaría a la ciudad de unos vecinos que dejarían de 
ser útiles si abandonaran sus trabajos de labranza y se domici-
liaran en La Vallonga. Finalmente, alegaba que no estaba nada 
claro el modo en que se habían efectuado los repatimientos, sin 
especificar la extensión de la tierras otorgadas a cada uno de 
los pobladores de la hacienda, así como el hecho de tener que 
construirse a su costa la casa -que no a la del dueño- en el 
lugar asignado. Por todo lo cual -concluía el informe- queda-
ba en claro conocimiento que Bourgunyo sólo había contem-
plado su propia utilidad en la fundación, y que si ésta llegaba a 
efecto serían siempre los expresados labradores, sus hijos y 
descendientes unos colonos miserables y gravosos al Estado; 
especialmente atendiendo a la duras condiciones y capítulos de 
las dos escrituras de establecimiento, y que de ninguna manera 
podrían subsistir. Después de una breve reflexión sobre cada 
uno de los apartados, alegaban lo injusto, gravoso, perjudicial 
y ofensivo que resultaban para los derechos y libertades de los 
vasallos; pues, de ponerse en ejecución, quedarían privados de 
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ella y reducidos a una perpetua esclavitud y miseria los otor-
gantes y sus familias. 
En definitiva, la Audiencia desestimó la pretensión de don 
Pedro argumentando que de ninguna manera convenía el 
nuevo lugar que Bourgunyo había proyectado cerca de Alican-
te en su heredad de La Vallonga; y en caso de ser útil, cosa que 
dudaba, deberían ejecutarse los establecimientos bajo pactos 
más regulares, equitativos y convenientes a la causa pública, y 
no los actuales que no eran dignos de aprobación. 
Pese a los desfavorables informes emitidos por la institu-
ción valenciana, cuatro años más tarde -concretamente en 
enero de 1788- acordó de nuevo el Consejo remiti.r a la Real 
Audiencia copia de la consulta de marzo de 1772 y la resolu-
ción a ella dada por el monarca sobre el expediente seguido a 
petición de los citados Peñacerrada y Pérez de Sarrió, con el 
fin de que informasen nuevamente sobre la pretensión de don 
Pedro, una vez hubieran comparado convenientemente los 
acuerdos pactados en cada uno de los casos. Sin embargo, 
notificados el marqués y Pérez, contestaron que no habían for-
malizado escritura alguna de contrata, bajo el pretexto de no 
haber concluído las obras del número de viviendas prevenidas 
en el fuero; al tiempo que el primero comunicaba que acudie-
ran a Rafael Descals, conde de Cocentaina, ya que había fun-
dado dos lugares en virtud de dicho fuero, con escrituras de 
establecimiento. 
Así las cosas, el dictámen emitido por la Audiencia en 
mayo de 1788 reafirmaba su anterior informe. Desestimaba de 
nuevo la pretensión de don Pedro, basándose en que si bien los 
acuerdos formalizados entre Descals con los pobladores de su 
nuevo lugar -situado en el término de Cocentaina, partida de 
Penella- no se hallaban aprobados por el monarca, y no deja-
ban de contener abusos e irregularidades que impedirían su 
ratificación, éstos no eran tan desmesurados como los que, en 
su opinión, habían sido presentados por don Pedro Bourgunyo. 
Sin embargo, si el Consejo estimaba pertinente declarar la 
jurisdicción alfonsina a favor del regidor, moderando o redu-
ciendo los términos, recomendaba que el modelo a seguir fue-
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-ran las antiguas escrituras pactadas entre los dueños y morado-
res del Reino tras la expulsión de los moriscos, antes que las 
otorgadas entre el conde y los pobladores del nuevo lugar en 
Cocentaina. 
Pasados los informes al .Fiscal General Jacinto Moreno, en 
respuesta de 10 de diciembre de 1788, decidió secundar la opi-
nión de la Audiencia en atención a las irregularidades que pre-
sentaba el tema de la construcción de las viviendas a costa de 
los moradores, la gravosidad de la cláusulas y lo perjudiciales 
que resultaban a las regalías de la Corona, la insalubridad y 
mala calidad de las aguas del terreno y finalmente, la corta dis-
tancia de la ciudad de Alicante, con el peligro consiguiente de 
ver aún más reducido su término municipal. Por todo lo cual, 
en febrero de 1790 el Consejo resolvió que la pretensión de 
Bourgunyo era absolutamente desestimable, por lo que no 
había lugar para la concesión de la jurisdicción alfonsina, ni la 
aprobación de las escrituras de establecimiento; declarándose 
éstas nulas y sin ningún efecto. 
*** Una de las cuestiones que más ha llamado la atención en 
todo el proceso ha resultado, sin duda, el contraste tan acusado 
que existió entre los informes emitidos por el concejo alicanti-
no y los de la Real Audiencia. Mientras que el establecimento 
proyectado por don Pedro era aprobado por sus homólogos del 
cabildo, la institución valenciana se mostró muy crítica con el 
regidor, manifestando profundas reticencias y negándose a dar 
su consentimiento a tal fin. 
Por otra parte hay que advertir que para poder hacer uso 
de la jurisdicción alfonsina bastaba poblar el lugar designado 
con la cuota de . quince colonos residentes; adquiriéndose de 
forma automática sin necesidad de apelar a instancias superio-
res para su corroboración. Como pone de manifiesto la Real 
Audiencia en uno de los informes preliminares, en virtud de la 
Resolución de 1772 
« ... don. Pedro se hallaba con facultad de declarar la 
Jurisdicción Alfonsina a favor de los sujetos que habían justi-
ficado tener fundadas ofabricadas quince casas en tierras 
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propias pobladas con quince matrimonios, con Iglesia, Horno 
y demás oficinas precisas para conservar la población». 
Sin embargo éste había preferido «saltarse los trámites 
administrativos vigentes» apelando directamente al monarca, 
en lugar de consultar primero con la Audiencia, con la idea de 
que ratificara dicha jurisdicción, además de aprobar las con-
cordias estipuladas. Acción innecesaria a todas luces puesto 
que, como decimos, la adquisición de la mencionada jurisdic-
ción se ejercía de inmediato, sin necesidad de presentar los 
pactos formalizados. 
Al margen de la documentación generada a nivel de Con-
sejo y Audiencia, es decir, de la «burocracia» que generó en 
las instancias superiores la tramitación de este @Xpediente 
desde 1780 a 1790, existen toda una serie de cuestiones a nivel 
de documentación local que, a nuestro entender, manifiestan 
inequívocamente el fracaso a que se veía abocada la fundación 
desde el principio. 
No cabe duda que existieron los establecimientos enfitéuti-
cos -aunque funcionaran con mejor o peor suerte- como ponen 
de relieve no sólo los acuerdos fundacionales, sino los posterio-
res contratos de cancelación acordados entre cada uno de los 
enfiteutas y el dueño. Sin embargo, son precisamente estos pac-
tos quienes nos informan que al año siguiente de otorgarse la 
primera carta de población -en 1779- ya comenzaron a· rescin-
dirse. Por lo que, tal vez, problema añadido a la no conversión 
de la propiedad de los Bourgunyo en señorío alfonsino radicara 
en que no se llegó a cubrir el cupo de quince colonos; es decir, 
que fuesen labradores del terreno pero no llegaran a establecer 
casa de población en ella, sino que residieran en otros lugares, 
como se especifica con posterioridad. O, simplemente, que no 
se completara el número de quince enfiteutas residentes; opción 
no descartable por cuanto que no poseemos información más 
que de algunos de los repartos originales de La V allonga, lo 
que puede hacemos pensar que, aún a sabiendas de la existen-
cia de ciertas lagunas en las series de los protocolos notariales, 
los acuerdos no se formalizaran. Para ilustrar esta cuestión, 
valga un ejemplo. En 1780 Juan Martínez de Juan, uno de los 
labradores que pactó la concordia de establecimiento con Pedro 
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Bourgunyo y Juan en 1779, traspasó 280 thas. de tierra a 
Vicente Torregrosa, vecino de la partida del Raspeig. La impor-
tancia de esta entrega reside en que el citado Martínez de Juan 
figuraba en el documento de cesión como vecino de Alicante, 
no como morador de La Vallonga. Un año después, Vicente 
Torregrosa renunciaba en favor de Andrés y José Torregrosa, 
avencindados en Villafranqueza y Raspeig, respectivamente. 
Estos a su vez en 1797 ceden parte de su propiedad a Juan 
Torregrosa y José Pastor, ambos habitantes del Raspeig; no 
figurando ninguno de los firmantes de las escrituras como veci-
nos, moradores, o pobladores de La Vallonga. 
A la parquedad de noticias contenidas en la documenta-
ción local -ni siquiera las actas municipales, las fuentes nota-
riales, e incluso el Interrogatorio de 1802, recogen informa-
ción alguna, lo que ya de por sí nos haría suponer que las cosas 
no marchaban bien para el regidor- añadiremos que, aunque 
aparentemente pueda entenderse como un argumento secunda-
rio, los documentos públicos y privados de don Pedro tampoco 
se encabezan con alguna intitulación referida a su dominio. 
Motivo éste que resulta de gran interés si atendemos al hecho 
de que para las tardías fechas en que nos encontramos, las 
perentorias necesidades de esta nobleza «narcisista» --como la 
ha denominado Santiago Aragón- exigían un reconocimiento 
público de su preeminencia social; por lo tanto, un apellido, o 
en este caso un título, sería seña inequívoca de su identidad y 
estimación frente a grupos inferiores. 
Uno de los aspectos más destacados de la Vallonga de 
Bourgunyo es que se trata de uno de los intentos de fundación 
alfonsina más tardíos de cuantos se han documentado hasta 
ahora. Como ya comentamos anteriormente, arranca de sendas 
escrituras de establecimiento otorgadas el 25 de noviembre de 
1779 y 15 de diciembre del mismo año ( 4 ). Resulta sorpren-
dente que en fechas tan avanzadas del setecientos surja una 
(4) La escritura de establecimiento sobre la heredad de La Vallonga, 
con fecha de 25 de noviembre de 1779, consta de treinta y seis 
capítulos. La otorgada en 15 de diciembre del mismo año, 
corresponde a las Atalayas y Carchofar, con once artículos. 
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iniciativa fundacional de este tipo, cuya dureza, patente en la 
gravosidad de los derechos exigidos a los pobladores, seguía 
las pautas que habían motivado las violentas revueltas de la 
centuria anterior. 
En este sentido, resultaría un claro ejemplo ilustrativo para 
las tesis de aquellos historiadores que apuntan las duras reac-
ciones señoriales que se producen en este siglo; recrudeci-
miento que giraría en tomo a las cargas impuestas, una inter-
pretación muy «personal» y abusiva de las cláusulas recogidas 
en las cartas de población, y renovación de ciertos tipos de 
derechos ya caídos en desuso. Sin embargo, esta cuestión, para 
las fechas finiseculares que apuntamos, no parece estar del 
todo definida; ya que otros estudiosos del tema, éomo es el 
caso de J. A. Chiquillo, han demostrado cómo en otras áreas se 
asiste a una relajación en la presión de los propietarios; clima 
aprovechado por el campesinado para iniciar numerosos plei-
tos reivindicativos. Lejos de querer entrar en la polémica, nos 
hemos limitado a resumir sucintamente el estado de la cuestión 
para conocer el contexto en el que hemos de tratar el intento de 
fundar un señorío alfonsino en La Vallonga. 
Los capítulos poblacionales nos informan que la entrega 
de tierras y viviendas se hizo a censo enfitéuico, opción común 
y generalizada en los señoríos del antiguo reino de Valencia. 
La ciudad de Alicante y su término eran lugares de realengo, 
sin embargo la cesión del dominio útil de la tierra en esta 
modalidad ocupó un lugar considerable. Alberola Romá pone 
de manifiesto cómo a pesar de ser más frecuente esta práctica 
en tierras de secano, en el área huertana también conoció cierto 
desarrollo; algunas zonas de La Condomina, Campello, Alca-
lasí u Orgegia así lo demuestran. De entre las distintas alterna-
tivas, la opción de la enfiteusis fue elegida por Pedro Bourgun-
yo para maximalizar sus rentas en un momento, no olvidemos 
que nos encontramos en las postrimerías del siglo XVIII, en 
que el arrendamiento era la práctica usual en la cesión de las 
tierras. 
Las normas dadas a los cesionarios iban encaminadas a 
aumentar las rentas del señorío, y no hay un sólo capítulo en 
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las cartas de población en que se citen los riesgos que podían 
correr las cosechas por sequías, inundaciones o plagas. No se 
tenía en cuenta el año agrícola, lo cual suponía un riesgo para 
el enfiteuta y una seguridad para el señor. 
Al analizar los capítulos y condiciones exigidas en ambas 
escrituras de establecimiento, se ponen de manifiesto las carac-
terísticas y exigencias concretas de enfiteusis de La Vallonga 
de Bourgunyo: 
- Pago de un canon o censo en metálico o en especie. 
- Reconocimiento de la señoría directa, incluso a través de 
la cabrevación, así como al luismo y a ejercer la fadiga. 
-Imposición de la pena de comiso en ciertos casos consi-
derados en la escritura de establecimiento. 
-Cesión del dominio útil a cambio de una obligada resi-
dencia y cultivo de las tierras, introduciendo en ellas las mejo-
ras oportunas. 
4.3) Carta puebla de la heredad de la Vallonga 
Frecuentemente el investigador interesado en los temas de 
colonización y ordenamiento jurídico de los distintos pobla-
mientos, se encuentra con el problema de intentar explicar y 
delimitar las variadas fuentes documentales; su nomenclatura y 
denominación. García Gallo, superando definiciones anteriores 
que limitaban las cartas puebla a una modalidad contractual 
para poblar zonas desiertas, hace ver que también trataban de 
favorecer la colonización de lugares ya existentes. Además, 
distinguía tres tipos de documentos forales: 
- Las cartas de fuero agrarias. Con carácter de contratos 
agrarios colectivos que, si se han otorgado para formar una 
nueva vecindad o fomentar la de un núcleo ya consolidado 
pueden considerarse cartas pueblas; pero si se otorgan a pobla-
ciones ya formadas para fijar o modificar su situación jurídica 
se llaman fueros . 
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- Las cartas de privilegio o franquicia. Tradicionalmente 
denominadas fuero breve. 
- Las redacciones amplias o refundiciones del derecho 
propio de un lugar; es decir, los fueros extensos. 
Por su parte Gual Camarena sostiene que una carta puebla 
es un contrato colectivo entre el señor y los nuevos moradores, 
para la población o repoblación de un lugar y el cultivo de tie-
rras. Generalmente contenían la expresión de los deberes y 
derechos mutuos; junto con toda una serie de disposiciones de 
carácter político, religioso, económico, militar y administrativo. 
Para Pla Alberola dos serían las características definitorias 
de las cartas puebla, sin las que no cabría hablar sino de con-
tratos agrarios. La primera que estuviese pactada, o se encon-
trase implícita, la obligación de residencia de los tenentes en la 
heredad establecida. La segunda que a los nuevos pobladores 
les fuera concedido algún derecho de propiedad sobre las casas 
que habitan y tierras que cultivan. Con todo, y a tenor de lo 
expuesto, consideramos carta puebla la escritura de establecí-
miento que Pedro Bourgunyo otorgó, ante el escribano Patricio 
Montllor, sobre su heredad de La Vallonga. 
La concordia fue estipulada el 25 de noviembre de 1779. 
Por la misma, don Pedro pactó con los quince nuevos poblado-
res: Luis Villanova, Matías Aznar, José Torregrosa de Juan, 
Antonio Brotons de Martín, Francisco Vicente de Francisco, 
Antonio Soler de José, Blas Candela de Francisco, José Soler 
de Pedro, Juan Martínez de Juan, Matías Brotons, Antonio 
Soler de Vicente, Jaime Palomares, Francisco Selva, Juan 
Martinez de José y Juan Brotons; de ejercicio labradores, dis-
tribuir a suertes las tierras de la citada heredad. Cada uno de 
ellos recibiría un lote para cultivar, sin posibilidad de exten-
derse, comprometiéndose a cuidarlo y mejorarlo como propio; 
con la obligación de construir casa de habitación junto a su 
familia (5). 
(5) Los capítulos correspondientes a la heredad de la Vallonga 
viene reseñados en el apéndice final. 
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Esta primera escritura compuesta de treinta y seis capítu-
los ha sido objeto de varios estudios, sobre todo por la dureza 
del articulado respecto a las condiciones exigidas a los pobla-
dores. El empleo de la jurisdicción, el vasallaje o la gravosidad 
de los derechos feudales son ejemplos harto elocuentes. En 
este sentido, J .M. Palop señala que la carta de población de La 
Vallonga puede resumirse en tres grandes apartados, cuyos 
capítulos responden a los móviles básicos del señor feudal: 
- Condicioi]eS de la cesión del dominio útil y reconoci-
miento del señorío directo. 
- Jurisdicción señorial. 
- Gravosidad de los derechos feudales. 
Un primer grupo de condiciones quedaría integrado por 
aquellas cláusulas que fijan los requisitos para la cesión del 
dominio útil. Las limitaciones y obligaciones a que estaban 
sometidos los enfiteutas, demuestran una evidente preocupa-
ción por asegurar en todo momento el reconocimiento del 
señorío directo; la obligación de cabrevar cada diez años, la 
prohibición de alegar posesión y proclamar como propietario a 
otro que no fuese don Pedro o sus sucesores así lo confirman. 
El señor se comprometía a otorgar a cada poblador casa o solar 
y tierra, éste era obligado a residir de continuo en la heredad y 
trabajar personalmente su parcela. El enfiteuta necesitaba 
licencia previ~ para enajenar, cambiar, vender o vincular su 
propiedad útil. En ningún caso, la parte enfeudada podría ser 
transferida a institución o persona privilegiada. Aparte de las 
dificultades económicas que ello supondría, la norma tenía la 
clara finalidad de evitar problemas en el ejercicio de la autori-
dad por la injerencia de personas del tipo de las citadas. 
El control sobre el trabajo agrícola era total; obligando a 
los pobladores a notificar previamente el momento en que ten-
drían lugar las tareas de siega y recolección de frutos, así como 
la fecha en que serían llevados a la señoría. Este riguroso arbi-
traje se completaba con la obligación de realizar, de manera 
gratuita, las obras de mantenimiento necesarias en dependen-
cias señoriales tales como noria, cisternas, caminos, etc. 
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Entre los medios con que don Pedro contaba para ejercer 
sobre su~ vasallos la coacción necesaria para la obtención de la 
renta feudal, el más importante era la jurisdicción. Su poder 
jurisdiccional lo ejercía principalmente a través de la adminis-
tración de la justicia y del nombramiento de oficiales de 
gobierno, pero también tenía otras manifestaciones. A modo 
de ejemplo: la obligación que pesaba sobre los vasallos para 
ejecutar múltiples actividades, imponer derramas sin licencia, 
la prohibición de celebrar consejo sin su presencia, o la facul-
tad de introducir las ordenanzas de gobierno. 
Desde el punto de vista económico, este ejercicio no pare-
ce que representara gran cosa como fuente directa de ingresos; 
aunque no podemos olvidar que por tratarse de una jurisdic-
ción alfonsina tenía derecho a percibir la mitad de las penas 
pecuniarias en los procesos criminales, y cobrar íntegras las 
multas en algunos delitos civiles. 
Sebastiá Domingo opina que la vinculación del campesino a 
la tierra que cultiva por medio del vasallaje, es otra de las fun-
ciones inherentes a la jurisdicción. Sin embargo, A. Mora Caña-
da es contraria a esta afirmación; para ella en el siglo XVIII la 
jurisdicción ya no cumple esa función. En los dominios señoria-
les se consigue la permanencia de los vasallos en las tierras a 
través de la enfiteusis, por las ventajas que encierra para el 
receptor. Aunque es cierto que el dueño, en virtud de esta com-
petencia, pudiera aplicar penas -como la de comiso- en caso de 
abandono de la finca; lo cual no significa la adscripción del 
campesino a la tierra, convirtiéndose en siervo de la gleba. 
Ya hemos· mencionado cómo el nombramiento privativo 
por el propietario de los cargos de gobierno local y la redacción 
de sus ordenanzas, suponen otra mues.tra del ejercicio de la 
autoridad. En este sentido, el capítulo VII de la carta de pobla-
ción indica claramente que el señor designará anualmente los 
cargos de justicia, alcaldes, regidores, mustac;af, ·síndico y con-
sejeros. Hecho que puede damos una idea de la fuerte presión a 
que está sometida la heredad; ya que ni siquiera los pobladores 
tenían opción a presentar sus canditatos, aunque luego don 
Pedro tuviese la última palabra en los nombramientos. 
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A pesar de no registrarse documentalmente, nos atrevemos 
a suponer que la misión de los regidores en el gobierno de La 
Vallonga sería la de administrar y establecer colectas y todo 
tipo de impuestos, fijar el precio de determinados productos, 
imponer penas pecuniarias, nombrar un carcelero en común 
acuerdo con la justicia y con la posterior ratificación del señor, 
y realizar las labores de policía. 
Sobre las funciones de los alcaldes, justicia, mustac;af, cla-
vario, síndico y consejeros, una vez más la carta no especifica 
la más mínima atribución. Creemos que el cargo de consejero 
debía tener un carácter consultivo e informativo; en cuanto al 
mustac;af o almotacén, posiblemente debiera colectar los dere-
chos señoriales del vino y otros productos, así como controlar 
las ventas de mercancías. 
Sin duda, el empleo de mayor relevancia debió ser el de 
justicia. Aunque el señor se reservaba, por lo general, todas las 
facultades jurisdiccionales, en algunos casos delegaba en el 
justicia; reservándose para sí las apelaciones. Junto a los regi-
dores, administraba la sisa de la carne y otros impuestos; y tal 
vez se incluyera entre sus atribuciones la de rondar el lugar por 
el día o la noche, con la facultad de capturar malhechores. 
Respecto a los demás oficiales carecemos totalmente de 
información; ya que la escritura de población sólo refiere la 
necesidad de celebrar reuniones periódicas en consejo particu-
lar o general bajo la presencia del señor. La elección anual de 
los cargos, y la obligación de las mencionadas autoridades de 
respaldar la iniciativa de don Pedro a la hora de introducir los 
capítulos convenientes para el gobierno de la heredad, comple-
tarían los artículos correspondientes a este subapartado. 
Otra manifestación de la jurisdicción señorial estriba en la 
fiscalización del mercado local; ejecutándose a través de la 
reserva monopolista de determinados bienes: las regalías. Esta 
vez el documento es más explícito, indicando el obligado abas-
tecimiento de ciertos productos básicos en los establecimientos 
propios del lugar (tienda, horno, taberna, carnicería, mesón, 
etc.); además de la exigencia que pesaba sobre los vecinos de 
acudir a ellos para las tareas de transformación del producto 
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agrario, tras abonar los derechos correspondientes. Estas impo-
siciones se completaban con la prohibición de vender vino, 
aguardiente, aceite o cualquier otro género tocante a dichas 
regalías; en tal suerte que el mercado local quedaba totalmente 
controlado por el propietario, quien percibía cuantiosas rentas 
en dinero y en especie por el citado monopolio. 
El canal más importante en cuanto a recepción de ingre-
sos, registrándose, por ende, como el de mayor gravosidad de 
todos los derechos feudales, era la partición de frutos. Cierta-
mente se destaca por la elevada remuneración que percibía el 
señor: la cuarta parte de la sembradura, incluída la barrilla; y la 
tercera de la viña y el arbolado, incluyendo los frutales. La 
correspondiente al dueño habría de entregarse en casa de éste 
una vez limpia y libre de todo gasto. " 
Para asegurarse la recaudación de tributos, el titular tenía 
preferencia en el cobro sobre cualquier otro acreedor. En el 
caso de que las rentas en dinero no fueran pagadas en los pla-
zos estipulados, tendría derecho a cobrar en frutos; evaluándo-
los a los precios vigentes en la ciudad de Alicante. 
Junto a los censos en dinero o en especie, los servicios y 
prestaciones varias completarían los ingresos percibidos en 
concepto de renta. Azofras que se limitaban a la entrega de 
ciertos bienes por razón de solar o casa; cinco sueldos cada 
año en el día de San Juan, y una gallina por la fiesta de Santo 
Tomás de diciembre. 
Por último resta mencionar el impuesto que gravaba sobre 
el ganado, ya que, una vez concluido el recuento anual por parte 
de un procurador, se procedía a dar cuenta de un dinero por cada 
cabeza de ganado mayor o menor. En todos los casos, para hacer 
efectivos los censos, cargas o deudas impagadas, bastaría con su 
anotación « ... en el mismo libro de cuentas de la señoría al cual 
se le debe dar el mismo crédito que si fuesen escrituras». 
4.4) Escritura de establecimiento sobre Las Atalayas 
y Carchofar 
El 15 de diciembre de 1779, pocos días después de haber 
sido otorgada la escritura de establecimiento en la heredad de 
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La Vallonga, Pedro Bourgunyo acordó coii cuatro nuevos 
pobladores una concordia por la cual establecía y y dividía 
algo más de 202 jornales de tierra en las partidas de Las Atala-
yas y Carchofar en favor de José Catalá, Francisco Candela, 
Vicente Ferrer y Francisco Pastor; todos ellos labradores y 
vecinos· de la ciudad de Alicante (6). 
A tal efecto don Pedro otorga un segundo documento que 
incluía once capítulos, en los que se contenían todas las obliga-
ciones que debían cumplir los colonos. En este nuevo protoco-
lo, a diferencia del establecido para la heredad de La Vallonga, 
se advierte una relajación en la presión señorial sobre todo en 
cuanto a la dureza de las prestaciones impuestas a los enfiteu-
tas. Tal vez esta laxitud estaría motivada por tratarse tan sólo de 
cuatro vecinos, lo que implicaría poner en entredicho la aplica-
ción de la denominación de «carta puebla» para estas partidas. 
Un análisis del articulado nos informa que el propietario 
se comprometía a entregar a cada poblador un solar para cons-
truir su vivienda; junto al correspondiente lote de tierra, libres 
de todo género de censos, cargos o gravámenes. Los cesiona-
rios, por su parte, estaban obligados a cuidar la parcela como 
propia, proporcionar las mejoras necesarias y habitarla junto a 
su familia. 
Sobre la conservación de casas y heredades, volvemos a 
encontramos la prohibición que pesaba sobre los pobladores 
de vender, cambiar, vincular, donar y especialmente hipotecar 
sus dominios sin previa licencia del señor; en caso de que ésta 
fuese concedida, tendrían que abonar la décima parte del pre-
cio de la transacción y, necesariamente, habría de realizarse 
entre los moradores del lugar. También se recoge la negativa a 
derribar casas, abrir puertas y ventanas o arrancar árboles sin 
licencia; si esto último fuere preciso, el tronco se conduciría a 
la señoría quedando las ramas a beneficio de los labradores. 
Al estudiar la carta de población de la heredad de La 
V allonga, observábamos la constante preocupación del dueño 
(6) El articulado correspondiente a las heredades de Atalayas y Car-
chofar se reproduce en el apéndice documental. 
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por el reconocimiento del señorío directo. En este sentido, la 
escritura de Las Atalayas sólo recoge el impedimento para 
cambiar, donar o enagenar cualquier casa, solar o tierra a per-
sona o autoridad privilegiada cuya ingerencia ya hemos visto 
que efectos tendría. El propietario se asegura la consolidación 
del dominio útil con el directo, en caso de que el poblador 
cometiese algún delito del que se siguiese la confiscación de 
bienes. Si fuera concedida licencia para hipotecar sus perte-
nencias, prevalecería el derecho de anterioridad para la cobran-
za de impuestos. 
Respecto a las regalías o monopolios, don Pedro obligaba a 
los enfiteutas a usar una serie de bienes propios de la heredad 
como cisternas, noria, acequias, balsas o algibe, corriendo a 
cargo de éstos su limpieza y conservación; así mismo pondrían 
los medios necesarios para su utilización, haciéndose responsa-
bles de los daños; de forma que el titular se aseguraba unos 
ingresos importantes. Pero siguiendo la tónica dominante, la 
parte de renta más sustanciosa, sin duda alguna, era nuevamen-
te la tocante a la partición de frutos. El capítulo 1 de la concor-
dia señala que los enfiteutas entregarían la cuarta parte de todo 
lo sembrado en tierra campa, incluída la barrilla, y la tercera 
parte de árboles y viñas; llevando los frutos a casa del señor 
una vez limpios y libres de todo gasto y el vino a tiempo de 
trascolarse. 
Sobre prestaciones y servicios personales, además de los 
ya mencionados, se indica la obligación de entregar a la seño-
ría una gallina el día de Santo Tomás, omitiéndose cualquier 
tipo de capitación anual sobre el ganado. 
En un balance global, como anteriormente apuntábamos, 
se asiste a una dulcificación en lo que a la dureza señorial se 
refiere. La concordia sobre Las Atalayas y Carchofar, a dife-
rencia de la escritura sobre La Vallonga, no contempla la obli-
gación impuesta a los enfiteutas de reconocer hi señoría directa 
a través de la cabrevación; tampoco se exige prestar juramento 
de fidelidad y homenaje al señor o sucesores. Así mismo los 
derechos exigidos en concepto de renta, excepto la parte tocan-
te a la partición de frutos, también se reducen sustancialmente. 
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Capítulo IV 
LA SOCIEDAD ESTAMENTAL 

I) EL ENTORNO INMEDIATO DE LA CASA 
DEBOURGUNYO 
Hasta ahora hemos ido describiendo una serie de caracte-
rísticas de la familia que estudiamos, como son su origen nobi-
liario y la progresiva tendencia a la perpetuación de su rango a 
través del acceso a los órganos rectores del poder; y sus bases 
económicas asentidas tanto en inversiones inmobiliarias -rús-
ticas y urbanas-, como en la producción y comercialización de 
productos generados en sus propiedades de la huerta. Sin 
embargo, el estudio quedaría incompleto si no integrásemos 
las formas de vida, los modos culturales y sociales adoptados, 
mentalidad, estructura familiar y sus comportamientos con el 
resto de linajes locales. 
1 
I.l) Las estrategias matrimoniales 
Antes de entrar en materia, conviene que describamos 
muy sucitamente el modelo de estructura demográfica que 
representa. Pese a que de un tiempo a esta parte se han ido 
cuestionando algunas de las teorías tradicionales en torno al 
ordenamiento de las familias en el Antiguo Régimen, abando-
nando tópicos muy extendidos como los del alumbramiento 
anual y la frecuencia de extensas proles; los datos consignados 




Francisco - Francisca Remiro 
Pedro- Josefa Ruiz de Benitive 
Ignacio y Margarita Juan 
~Juana Canicia 
Francisco ~ . 
Ma Antonia Bourgunyo 
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Entre 1650 y 1785 hemos documentado cinco desposorios 
de herederos de la casa de Bourgunyo. Un somero análisis de 
estos enlaces nos permite arrojar las siguientes conclusiones: 
la edad de acceso al matrimonio en los varones se sitúa en los 
45'6 años, siendo de 25'5 para las mujeres contrayentes; sin 
embargo, llama la atención que en dos ocasiones las consortes 
cuenten con mayor edad, mientras que en las restantes uniones 
los varones dupliquen los años a sus parejas. 
Sólo nos encontramos con un caso de doble nupcialidad 
-matrimonios de Francisco con Juana Canicia y Ma Antonia 
Bourgunyo-, ambos de duración similar; quince años el prime-
ro y diecisiete el segundo, y sólo una hija por cada una de las 
uniones. Cifra que, por otro lado, contrasta enormemente con 
las prolijas descendencias habidas en la familia; situándose la 
media en los 8'3 hijos, con un intervalo intergenésico cercano 
al bienio. 
Algunos autores han querido relacionar esta edad tan ele-
vada de acceso al matrimonio con la posesión de un cierto 
grado de riqueza, ya que ésta vincularía durante un mayor o 
menor tiempo a los hijos con sus familias. Así, en los ejemplos 
enunciados observamos que, cuando se trata de primogénitos, 
contraen nupcias más tardíamente que el resto de hermanos; 
tendencia que se irá acrecentando según avanzamos en la cen-
turia. De este modo, la unión de Ignacio Bourgunyo con Mar-
garita Juan -cuando éste contaba con veinticuatro años- frente 
a los cincuenta que tenía su hermano Francisco cuando casó 
con Juana Canicia, ilustra perfectamente la cuestión; puesto 
que se trataba del segundogénito, por lo tanto alejado del vín-
culo familiar. 
La política matrimonial en estos siglos resultó ser uno de 
los mejores parámetros para conocer la situación exacta de una 
familia en la escala social y, a menudo, un medio eficaz a utili-
zar en sus ambiciones. A partir del cuadro de enlaces estableci-
do, podemos observar la marcada tendencia endogámica tanto 
local como social que existía en las alianzas de la casa de 
Bourgunyo. Sin embargo, al tratarse de uno de los linajes loca-
les de mayor solera y fuertes raíces, no se valió de este medio 
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para ascender en la escala nobiliaria si no para asentar y asegu-
rar esa posición y prestigio. 
Chacón Jiménez, en un reciente estudio sobre la familia 
española en la Edad Moderna, señala que en las transmisiones 
hereditarias la endogamia jugó un papel fundamental como 
elemento corrector. Las frecuentes cesiones de la propiedad 
obligaba a los grupos de poder a pactar casamientos entre sí, 
para mantener de forma más o menos homogénea los patrimo-
nios y evitar una fuerte disgregación. Así pues, observamos 
que dos de los matrimonios señalados -Francisco Bourgunyo 
con Francisca Remiro Alvarez de Espejo y Pedro con Josefa 
Ruiz y Rocamora- alimentarían la fortuna de los Bourgunyo 
con la incorporación de valiosas haciendas en la Vega Baja del 
Segura, también amayorazgadas. 
Esta cuestión, perfilad"- en el capítulo precedente, nos per-
mite destacar el relevante papel que la mujer desempeñó en la 
enajenación de las posesiones familiares. Las féminas pertene-
cientes a los estamentos superiores solían recibir bienes 
inmuebles tanto en concepto de dote, como en posteriores 
repartos de herencias; de modo que resultaba frecuente que 
sustrajesen del núcleo original haciendas que pasarían a manos 
distintas una vez que contrajeran nupcias. Para corregir el sis-
tema en la medida de lo posible se constituyen alianzas entre 
linajes conformadores de un mismo grupo social mediante la 
estrategia matrimonial, con el fin de subsanar y compensar 
estas dificultades. 
Al margen de la endogamia de grupo, el ejemplo más inte-
resante e ilustrativo del alcance de esta política de uniones nos 
lo proporciona el desposorio de Francisco Bourgunyo con su 
sobrina Ma Antonia. Como recordaremos, éste tiene lugar en 
1785; cuando la fortuna del regidor se hallaba en franca deca-
dencia. En esta situación, un nuevo casamiento se presenta 
como alternativa clara para salvaguardar sus fragmentados bie-
nes, al tiempo que aumentarlos con la parte correspondiente a 
la herencia de su futura mujer. Por otra parte, el titular del 
mayorazgo Ruiz y Rocamora, Pedro Bourgunyo y Juan, tenía 
clara su intención de no salir del celibato por lo que el casa-
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miento evitaría, en un intento desesperado, la disgregación 
definitiva del patrimonio familiar; siendo, por ende, uno de los 
paradigmas más precisos de las dimensiones que llegaría a 
alcanzar el proceso de «casta». 
Los cinco enlaces citados representan, en todos los casos, 
el entroncamiento con familias propietarias de tierras. Del 
mismo modo, también se emparentan en su totalidad con estir-
pes que ostentaron el poder municipal, tanto en época foral 
como tras las reformas borbónicas. Para ilustrar la cuestión, la 
familia Juan ejerció el cargo de jurado en más de una veintena 
de ocasiones durante el siglo XVII; mientras que la rama de 
los Canicia demostró, sobradamente, su inclinación por conti-
nuar con la tradición política hasta los primeros 'años del siglo 
XIX. En lo que respecta a los linajes oriolanos; en 1671 fue 
dictada la sentencia en favor Miguel Ruiz de Benitive, padre 
de Josefa, para ser incluido en ei saco de caballeros y gentiles 
hombres y poder concurrir a las extracciones de oficios mayo-
res. Otra de las casas que emparenta con los Bourgunyo, los 
Remiro Alvarez de Espejo, también procedentes de Orihuela 
aunque muy pronto avecindados en Alicante, se destacaron 
como artífices de la política municipal desde su cargo de 
bayle. Lo cierto es que no es ésta la primera vez que se relacio-
naron con los Bourgunyo, ya que hemos constatado un entron-
camiento anterior, en el siglo XVI, con una rama segundogéni-
ta de la familia. 
Otro de los comunes denominadores en estas alianzas es 
que los cinco grupos habían obtenido el privilegio de nobleza 
antes del año 1695; siendo los Remiro Alvarez de Espejo la 
primera estirpe alicantina que lo consiga, concretamente en 
1585. 
Finalmente, aunque sin ánimo de profundizar en el tema, 
al que más tarde nos referiremos, los nexos también suponen al 
menos en dos casos, unirse a linajes en posesión de alguna 
encomienda de órdenes militares. En lo que respecta a los 
Canicia, habían estado ligados a la orden de Montesa durante 
tres generaciones, amén de otros títulos y dignidades como la 
de familiares y alguaciles del Santo Oficio en Murcia desde el 
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siglo XVI. En cuanto al grupo de los Juan, su adscripción fue a 
la comunidad de San Juan de Jerusalén; como es el caso de 
Bernardo, padre de Margarita. 
Al margen de los desposorios de herederos, para estas mis-
mas fechas (1650 - 1785) destacaríamos la importancia del 
celibato voluntario para un gran porcentaje de miembros de la 
familia. A priori, esta idea está íntimamente unida a la ya cita-
da de evitar la dispe'rsión del patrimonio y facilitar la acumula-
ción de bienes en manos de los hermanos casados -fortunas 
menos repartidas pero más cuantiosas-. Sin embargo, esta 
hipótesis no se ha podido documentar de forma fiable, incluso 
no siendo válida para algunos casos ya que, a pesar de «la 
carga de su herencia», Pedro Bourgunyo y Juan se mantuvo 
soltero. 
1.2) La vida cotidiana 
Los estamentos superiores de la sociedad del Antiguo 
Régimen manifestaban una potencialidad social y material 
que, por lo general, llevaba parejo un «modus vivendi» acorde 
con su categoría. Un conocimiento completo de la élite que 
analizamos, nos obliga a referir aspectos tales como el nivel de 
vida que disfrutaban y los símbolos que lo expresaban. En este 
sentido, la descripción del hábitat, su ordenación y mobiliario 
serán algunos de los más ilustradores ejemplos de estas c~es­
tiones. Pero, por otra parte, junto al estudio de las apariencias 
externas, intentar recomponer el grado de integración entre los 
distintos miembros de la familia, sus relaciones sociales o 
comportamientos cotidianos, resultaría de gran interés· para 
coronar la investigación propuesta. 
En lo que respecta al primer punto, hemos de manifestar lo 
gratificante que ha resultado la tarea de analizar el entorno 
inmediato de la casa de Bourgunyo, merced a la abundante 
documentación notarial conservada. En cuanto a la segunda 
cuestión, coincidimos con Roberto Fernández en la evidente 
«parquedad y frialdad» de las fuentes a la hora de desentrañar 
los aspectos relativos a su sistema de valores, mentalidad y 
costumbres; ya que, desgraciadamente, este tipo de informa-
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ción no siempre resulta todo lo precisa, exhaustiva y objetiva 
que desearíamos, por lo que nos limitaremos a dar breves pin-
celadas sobre esta temática. 
En capítulos precedentes comentamos que la familia poseía 
solares, fincas y molinos en sus haciendas de secano y regadío 
donde disfrutaba largas estancias, sobre todo en temporada 
estival. Sin embargo, centraremos el estudio de la vivienda en 
las casas que habitaban en el núcleo más aristocrático de la 
ciudad de Alicante; una residencia con solera resultaba, sin 
duda, uno de los indicadores más precisos de su prestigio 
social. Para ilustrar esta cuestión nos serviremos de los inven-
tarios post-mortem de Francisco Bourgunyo y de Margarita 
Juan que nos ofrecen, con gran riqueza de detall~s, informa-
ción precisa sobre la situación de los edificios y el mobiliario 
interno. 
La vivienda que ocupaba Francisco hasta el momento de su 
fallecimiento estaba situada en el Paseo de Ramiro, al pie de las 
escalinatas de la iglesia de Santa María, y formaba parte del 
vínculo de los Bourgunyo y Remiro, heredado por su calidad de 
primogénito. También tenemos noticias de que Margarita e 
Ignacio Bourgunyo, al poco de contraer matrimonio, vivían en 
una pequeña casa alquilada por la que pagaban 80 libras anua-
les; trasladándose posteriormente a un inmueble ya de su pro-
piedad situado en la calle del Diezmo de nuestra ciudad. 
La descripción notarial resulta, en ambos casos, insufi-
ciente para inducir las características de los hogares; no se 
indica el número de plantas ni la localización de las piezas por 
estancias pero, partiendo del mobiliario descrito, podemos 
«recomponer» su ordenación interior. 
En lo que respecta a la vivienda de Francisco suponemos 
que tendría grandes dimensiones, 6 que al menos contaba con 
numerosos dormitorios, como lo demuestra la existencia de 
treinta y dos tablados de cama -con sus respectivas cabece-
ras-, dos canapés, dos catres y veinticuatro colchones. Por otra 
parte, se infiere la ubicación de varias salitas, salones y come-
dores así como un despacho, al menos, a juzgar por el número 
de sillas cuantificado -hasta ciento treinta y dos- en diferentes 
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tapizados y maderas (nogal, pino, morera o albaricoquero). 
Otro tanto ocurre con las mesas, cifrándose en el inventario de 
Margarita en tres de pino, dos de nogal, seis de roble, una 
pequeñita redonda y dos de tijera, además de cinco bufetes o 
pequeñas consolas con cajones. 
Un estudio sobre la vivienda barcelonesa del setecientos 
señala que la residencia señorial giraba alrededor de la llamada 
planta noble, conformada por un tipo de vida en la que el ocio 
llenaba buena parte del tiempo. Mientras que, tanto la planta 
baja como las estancias superiores, cumplirían funciones sub-
sidiarias del piso principal y contenían muchas veces espacios 
vacantes o subutilizados. 
Esta primera idea nos da pie a comentar cómo el cuidado 
que la familia prodigaba al ocio también queda recogido en los 
inventarios. Existen ciertas disposiciones que indicaban la 
necesidad de pagar deudas atrasadas al profesor de música de 
Josefa, hija de Francisco; la mención de instrumentos musica-
les como el salterio, clave y dos flautas; la relación de volúme-
nes que engrosaban la biblioteca del propietario; o la aparición 
de bufetillos para jugar a las damas y pasatiempos similares 
como el chaquet y el chamelote. Las labores de costura estarían 
al orden del día, merced a los objetos detallados: un tambor de 
bordar, dos tornitos de hilar, una debanadera, una aguja de 
plata, un alfiletero del mismo metal, y cerca de un centenar de 
varas de tela para cortinas, sábanas o manteles en distintas 
calidades y tejido_s. 
Al margen de estos datos, que nos sirven para hacernos 
idea de la amplitud de la vivienda, la cocina, tradicionalmente 
pequeña, se revela también como una gran dependencia, en 
atención al menaje descrito: un almirez, un brasero, un par de 
chocolateras, torteras, cazuelas, ollas, cucharones, pescaderas, 
calderos, cafeteras, sartenes, alambiques, dos hornos, artesas y 
varias cartelas o escudillas. Además cuantificaríamos por 
docenas los cubiertos -la mayoría de plata-, vasos, copas de 
cristal en diferentes tallados, tazas y platos de peltre o porcela-
na china, otros de menor tamaño « ... de obra inglesa», bande-
jas, vinajeras y jarras. 
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Las estancias estaban ricamente ornamentadas y decoradas 
con vidrieras, arcas, arcones, candelabros, velones, espejos, 
retratos, cortinajes adamascados, sábanas de Holanda o con 
encajes alemaniscos, colchas de tafetán liso o de colores a 
juego con las cortinas, almohadas de respaldo de damasco car-
mesí, tocadores, vestidores, armarios, cofres, baúles, biombos, 
rinconeras para la cristalería, alfombras, tapetes de indiana y 
un « ... escritorio charolado con pies de cabra». Al mismo 
tiempo se enumeran unos cuantos aparadores y piezas simila-
res donde se contenían servilletas, toallas, sábanas,. manteles y 
paños en diferentes telas y/o encajes. 
Toda esta descripción viene a corroborar la idea de que en 
las cuerpos superiores, el enriquecimiento de la .vivienda se 
expresaba no sólo con la aparición de variedades de muebles 
-con amplia gama de calidades (mesas de juego, sillería rica-
mente tapizada, etc.)- sino que, de forma correlativa, aumenta-
ban los tipos de estancias de reunión y esparcimiento donde se 
alojaban dichos muebles. 
Pero, el nivel de vida se manifiesta en informaciones como 
la cuantificación de los objetos de plata encontrados en los 
hogares. Así, el inventario de Francisco revela un menor 
número de piezas respecto al de Margarita, cuyo valor ascen-
dería a los 70.000 reales. Entre los enseres de plata destacaría-
mos varias docenas de platos, tanto ovalados como cuadrados 
de diversos tamaños, candelabros, salvillas, bandejas, tazas, 
ensaladeras, cafeteras; todo tipo de cucharas, cuchillos o tene-
dores también contabilizados por docenas; una palangana con 
su jarro y jabonera, una campanita, palilleros, portaretratos y 
«un calderito de pie, también en plata para los enfermos». 
De igual modo, la tasación de las joyas en ambos reperto-
rios merece especial atención. V arios juegos de hebillas en oro 
y plata, algunas veneras de la Inquisición y otras con la cruz de 
Malta, gran surtido en botones de oro para puños de camisa, 
sortijas de diamantes, así como medallas con diversas advoca-
ciones. En este caso, el número de alhajas inventariado en casa 
del regidor supera al de su cuñada; aunque, al igual que ocurre 
con parte del mobiliario, muchos de las objetos de Margarita 
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volvemos a encontrarlos -en ocasiones con la misma valora-
ción- en la vivienda del primogénito de los Bourgunyo, por lo 
que suponemos que formarían parte de la herencia correspon-
diente a Ma Antonia tras la muerte de su madre. De modo que, 
a lo ya citado, se le podría añadir una cruz de oro con esmeral-
das; diversas tumbagas y tumbagones también con piedras pre-
ciosas; « ... unos brazaletes con perlas finas y menudas»; un 
collar, cuatro piedras, y un camafeo guarnecidos de diamantes 
y rubíes; y un reloj de oro. 
No podemos dejar de mencionar cómo el vestuario descri-
to resulta altamente representativo de la importancia que se 
concedía a las apariencias externas como valores sociales. 
Docenas de vestidos de tafetán, seda, algodón o lino; mantos, 
mantillas florentinas, chaquetas, batas de satén, ratina o bom-
basí con las zapatillas a juego; uniformes, casacas y calzones 
en terciopelo, paño o lienzo; capotes, capas y uniformes de 
verano; « ... un sombrero de palma blanco de fábrica francesa 
y otro negro forrado de tafetán con su pluma»; camisas, ena-
guas, calcetas, medias de seda, vestidos de muselina, pañuelos 
de diferentes calidades, peinadores, jubones, justillos y un 
largo etcétera. 
La mayoría de fuentes consultadas coinciden en afirmar 
que el consumo fue uno de los más poderosos acicates para la 
economía de la nobleza, que se sentía obligada a llevar un esti-
lo de vida en consonancia con su categoría; lo que implicaba, 
entre otras cosas, desviar parte de sus capitales de inversiones 
más productivas. Este fasto consumista influyó, en ocasiones, 
en su decadencia económica merced a la vertiginosa rapidez 
con que cambiaban las modas, los extraordinarios gastos que 
suponían las fiestas o banquetes, amén de un sinfín de celebra-
ciones. En este sentido, resulta de gran interés recordar los fes-
tejos que solían celebrarse en algunas de las «casas bien» de la 
ciudad, entre las que destacaban las ofrecidas por la familia 
Bourgunyo, con motivo de las proclamaciones reales o efemé-
rides similares. 
Un capítulo significativo, además del gasto personal y tras 
la alimentación y el vestido, lo constituía el juego; sin duda, 
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otra de las más enérgicas sangrías. Sobre el tema, Lawrence 
Stone en su estudio sobre la aristocracia inglesa, refiere cómo 
para un caballero el juego llegaba a ser un «decoroso pasa-
tiempo moderado», teniendo en cuenta que una de sus funcio-
nes era la de vivir ociosamente con elegancia. Resultaba tan 
conveniente saber emplear las cartas o manejar los dados, 
como tener habilidad para la equitación o el baile. Estos entre-
tenimientos, especialmente el gusto por los naipes, figuraban 
entre los pasatiempos más antiguos y dio origen a uno de los 
monopolios más importantes del Estado español. A pesar de 
las muchas disposiciones y prohibiciones -preferentemente 
contra los de apuestas altas en dinero- resultaron de gran acep-
tación entre la alta sociedad, hasta el punto de perderse gran 
número de mayorazgos por su causa. -
Para hacer efectivo este nivel de vida, más de una familia 
tuvo que recurrir a la petición de préstamos como medida 
«razonable» para continuar con el boato. Lo cierto es que la 
mayoría de los débitos de la nobleza, sobre todo los más 
espectaculares, se debían al gasto personal. En este sentido ya 
comentamos cómo el inventario de bienes realizado tras el 
fallecimiento de Francisco Bourgunyo reflejaba la gran canti-
dad de deudas acumuladas a comerciantes, carpinteros, pana-
deros, etc. motivadas, en gran parte, por su afición al juego. 
Sobre esta cuestión, consideramos de gran interés reprodu-
cir las quejas que Juana Canicia elevó a diversas autoridades 
-civiles y eclesiáticas- para que resolvieran favorablemente la 
demanda de divorcio interpuesta contra su marido Francisco 
Bourgunyo, apenas tres años después de contraer matrimonio, 
alegando los motivos siguientes: 
« ... Lo que más sensible se le haz e ocacionandole la 
mayor pena es que procurando la suplicante el mas retirado 
modo de vivir sin gastos de visitas, trato con nadie, galas, ni 
otro tren de vida con el que se mantuvo en Casa de sus 
Padres, solo por el estraño genio de su Marido ( ... )por mas 
que la suplicante procura reducirse, se esmera mas aquel en 
jugar continuamente sin poder conservar para mantener sus 
obligaciones por su mala conducta, causa principal de los 
atrazos que sostiene en bien cerca de de nueve mil pesos que 
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está deviendo, sin embargo de que la pingue renta del mayo-
razgo, bienes libres, sueldo de Teniente Coronel retirado y el 
de Regidor de dicha ciudad le producen anualmente cerca de 
unos quatro mil( ... )». 
En sus declaraciones Juana aseguraba que, al verse su espo-
so acosado por los acreedores, y resentido por las pérdidas del 
juego -unido a su mal genio « ... defecto tal vez hereditario por 
haber fallecido dementes alguno_s de su familia por línea pater-
na y materna»- arremetía malhumorado no sólo contra la expo-
nente si no contra la hija de ambos, todavía en edad infantil. 
Así las cosas, la última pelea tuvo lugar la noche del 14 de 
enero de 1768, en que -según relata- su marido se abalanzó 
sobre ella con un palo proporcionándole tales golpes en el ros-
tro que« ... le hizo romper en sangre las narizes» y, tras amena-
zar a su hijita por asuntos pueriles, volvió a reiterar su furia 
« .. . haziendola del cuello y tapándole la boca en términos de 
quererla ahogar>>. Al parecer, la descripción de toda la serie de 
mortificaciones que padecía «impensables en personas de su 
condición», los frecuentes malos tratos y ofensivas palabras 
que le propinaba su marido, a más ·de las estrecheces con que 
vivían, no parecieron conmover lo más mínimo ni a prelados ni 
a jueces. De tal suerte que el obispo de Orihuela, a quien habían 
recurrido la suplicante y sus padres, marqueses del Boch, acon-
sejó a doña Juana« ... restituirse en casa de su marido después 
de velarse ( ... ) observandole el devido respeto, y purgandose 
por las molestias que le habia causado a éste( ... )». 
De similar opinión fue el Conde de Baillencourt, goberna-
dor de la plaza, quien comentaba en un informe preliminar: 
« ... Don Francisco no tenía tanta culpa como su muger le 
quería acumular, la quexa que produce su juego me parecio 
frívola pues se reduce a jugar en las asambleas de Gentes de 
Trato juegos de poca entidad, en quanto a sus deudas eran 
contrahídas antes de su casamiento, y pago algunas despues, 
lo que me consta, segun el relata, y es aqui comun opinion son 
muy lexos de ascender a la cantidad que expresan( ... ). 
Tras la intervención del alcalde mayor y el vicario, a quie-
nes también acudió la familia Canicia, y después de reprender 
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con múltiples consejos a ambos -y obstinados- cónyuges, 
doña Juana tuvo que salir de su refugio en la casa paterna y 
volver con su marido a la hacienda donde éste había marchado 
huyendo del escándalo. 
El tormentoso y difícil carácter que demostró poseer el pri-
mogénito de los Bourgunyo, al parecer era compartido por 
algunos miembros de la familia; además de conocido sobrada-
mente en determinados círculos. Como ejemplo valga comentar 
que Juan Alfonso Bourgunyo y Remiro, tío del anterior, y oidor 
de la Real Audiencia de Valencia y alcalde de Casa y Corte, 
cuando fue propuesto en 1715 como candidato al Consejo de 
Indias, los informes oficiales se hacían eco de la severidad y 
dureza del temperamento del juez; refiriendo los escritos 
... «que es hábil y de conocida literatura en los tribunales, 
de ingenio perspicaz y cabales prendas; práctico en lo crimi-
nal y de genio vivo». 
Por otra parte la «tormentosa personalidad» de Francisco 
ya había sido descrita con acierto por su padre, a la hora de 
redactar su testamento. Don Pedro procuró efectuar el reparto 
de la herencia entre sus vástagos con la mayor igualdad. 
Demasiado bien debía conocer el regidor al mayor de sus hijos 
cuando explicaba que tenía motivos sufientes para recelar de 
él, y que en caso de que - bajo los pretextos que fueran-
moviese altercados, pleitos o discusiones para modificar lo dis-
puesto por él en la división de bienes, se)e recordase que mar-
chó de casa sin su permiso para alistarse en el servicio militar; 
teniendo que pagar don Pedro todas las deudas acumuladas por 
Francisco desde que estuvo como cadete en Cataluña, hasta 
que volvió a la ciudad de Alicante. Asimismo costeó los des-
pachos y licencias oportunas para que se le adjudicara una 
plaza de regidor en el concejo, cuyo valor ascendió a 2.500 
libras, y que poco después sufragó el viaje a Orán con su regi-
miento y su manutención durante el tiempo que permaneció en 
aquella plaza. 
Si las relaciones de Francisco con su padre y su primera 
mujer no parece que fueran todo lo «cordiales y amistosas» 
que la situación requería; en poco las mejoró con la mayor de 
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sus hijas, Lorenza. En abril de 1784 ésta contrajo matrimonio 
con Miguel de Lacy en el locutorio del convento de San Sebas-
tián de Orihuela, no sin antes haber burlado la vigilancia pater-
na ayudados por el ordinario eclesiástico de la ciudad del 
Segura y el gobernador de Alicante. Ante la reiterada negativa 
de Francisco para dar su consentimiento al enlace y dado el 
«severo y temible genio» del regidor, las autoridades compe-
tentes, temiendo por la vida de Lorenza, consideraron oportu-
no instalarla en la casa del gobernador, a la espera de que el 
conde de Campomanes confirmara su traslado al citado 
monasterio hasta que finalizaran las pesquisas de la jurisdic-
ción real. 
El testamento del citado Bourgunyo, pone de manifiesto 
que hacia 1793 las rencillas y peleas familiares todavía no se 
habían subsanado; ya que en el documento, el titular apelaba a 
su hija y yerno a una « ... final reconciliación y amistosa tran-
sacción( ... )», tras doce años de litigios en razón de la legítima 
que pertenecía a esta última por el fallecimiento de su madre. 
Desconocemos si llegaría a buen término el pretendido reen-
cuentro, lo cierto es que, hallándose Francisco gravemente 
enfermo suplicó a su díscolo retoño que, al menos -
« ... Siguiera con la distinción de Camarera de Nra. Sra. 
de la Asumpción de la Yglesia Parroquial de Santa Maria de 
esta ciudad, cuio honor le corresponde por derecho concedido 
a mi familia y apellido de Bourgunyo, y con respeto á la dona-
ción que hice á dha. Yglesia de la Imagen( ... )». 
A juzgar por la información recogida, éstas no fueron las 
únicas ocasiones en que las mujeres de la casa de los Canicia 
manifestaban un «cierto carácter temperamental». Tenemos 
constancia de ciertos problemas surgidos, por diferencias de 
trato, entre las féminas de esta poderosa familia con el corregí-
dor teniente general, marqués de Alós, en 1758. El conflicto 
estalló cuando Mariana Vaillo de Llanos y Lorenza Pasqual de 
!barra, tía y abuela respectivamente de Lorenza, negaron el tra-
tamiento de excelencia al recién ascendido teniente general. Lo 
que en principio parecía una mera cuestión protocolaria, derivó 
en un grave problema político en el que tuvieron que intervenir 
instituciones superiores. 
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La polémica desatada con un asunto -a priori- tan nimio, 
tenía su razón de ser. En una sociedad como la que estudiamos 
cada acto recibía el carácter de prestigio que estaba vinculado 
a él, en cuanto símbolo de las respectivas distribuciones del 
poder. Queda pues patente, que la etiqueta tenía una función 
simbólica de gran relevancia; así, la conducta que narrábamos 
aparece ligada al fuerte sentido jerárquico que manifestaban 
los estamentos superiores, negándose a compartir determina-
dos privilegios que les distinguían. 
En el escenario de la política municipal estas cuestiones 
originaron a menudo polémicas discusiones, acerca del orden y 
distribución de los comparecientes. Prueba de ello es el despa-
cho ordenado por el Consejo de Castilla, en marzo de 1779, 
por el cual se conminaba al ayuntamiento de Alicante a que no 
alterase la posición del regidor decano Francisco Bourgunyo; 
conservando éste el asiento de mano derecha, inmediato al 
presidente en las juntas del cabildo. El motivo que originó tal 
advertencia tuvo lugar en una de las sesiones en que se 
discutían las cuentas de la fábrica de la iglesia de Santa María. 
Concurrió al pleno el canónigo de la misma, en calidad de 
delegado del obispo, y quiso tomar asiento en el lugar que 
dicho regidor ocupaba, acogiéndose a una Real Cédula del año 
1742. Por la misma se prevenía que en las sesiones celebradas 
con motivo de cuentas de iglesias, si tenían lugar en ella, las 
habría de presidir el obispo o su diputado. Si por el contrario 
se solemnizaban fuera del templo, habrían de acomodar a las 
dignidades eclesiásticas en el mejor lugar; después de los 
gobernantes, sus tenientes de alcalde o jueces reales. Don 
Francisco recurrió de inmediato, alegando haberse « ... come-
tiendo una especie de monstruosidad contraria a todas las 
reglas legales y ceremoniales ( ... )»; al tiempo que denunció 
que la referida Provisión no incluía las sesiones del ayunta-
miento, sino sólo las juntas particulares. En cualquier caso, se 
oponía a que « ... ninguna persona extraña, por calificada que 
fuera se le concediese mejor lugar por derecho, hallandose 
sentada la ciudad en cuerpo de Ayuntamiento( ... )». 
Pero no fue esta la única ocasión en que un regidor del 
concejo defendía su primacía, no sólo ante el estamento ecle-
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siástico, si no entre los propios munícipes. Prueba de ello fue 
la «conflictiva» toma de posesión de Pedro Bourgunyo y Juan 
como nuevo edil, tras heredar la plaza de su padre. Una vez 
que entró en la sala capitular y después de prestar el debido 
juramento, Antonio Fernando Calderón, a la sazón presidente 
de la sala, le invitó a que ocupase la sexta silla de clase de 
nobles que era la que le correspondía según su categoría. El 
regidor Alcaraz, en representación del estado ciudadano, pro-
testó la precedencia dada a don Pedro « ... por ser esto contra-
rio a la igualdad que deve haber entre las dos clases»; propo-
niendo, a continuación, que no hubiera más preferencia que la 
de mayor antigüedad en los oficios. En defensa de los caballe-
ros, Esteban Rovira recordó a los presentes que las leyes ya 
disponían esta deferencia, aludiendo inmediatamente varios 
casos en que se había dado como respuesta « ... la orden de 
silencio perpetuo para los regidores ciudadanos en este 
punto», ejemplo que fue seguido fielmente por el presidente de 
la asamblea. 
No podemos finalizar este apartado sin examinar uno de 
los temas más interesantes en relación a la «mentalidad» de la 
familia Bourgunyo, en cuanto a sus creencias religiosas y su 
actitud ante la muerte. Partiendo de la documentación recogida 
podemos inferir las disposiciones tan personales que cada uno 
de los miembros de esta estirpe demostraban. Aunque, dada su 
posición social, las manifestaciones externas coincidirían con 
los valores impuestos en la sociedad de la época; es decir, el 
profuso barroquismo y la exteriorización de los sentimientos. 
En relación con la muerte, los testamentos reflejaban emo-
ciones piadosas junto a la inequívoca profesión de fe y mandas 
para obras de caridad y sufragio de almas; fenómeno, por otra 
parte, generalizado entre los grupos sociales altos y medios. 
Así, en todos los casos se expresaba la voluntad de legar un 
determinado número de pesos a los lugares santos de Jerusalén 
y redención de cautivos cristianos; a la casa de la Misericordia 
y huérfanos de la ciudad; al hospital de San Juan de Dios o al 
convento de San Francisco de la misma localidad. Tampoco 
resultaba extraño entre personas acaudaladas mandar decir 
cientos -incluso miles- de misas cantadas o rezadas por diver-
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sas comunidades religiosas, previo pago de limosna, durante 
un tiempo estipulado. En este sentido, las leyes potenciaban la 
práctica de misas y memorias argumentando que « ... lo que 
antes se gastaban en vanas demostraciones y apariencias, se 
gaste ahora y distribuya en lo que es servicio de Dios». Por 
otro lado, se promulgaron toda una serie de disposiciones 
encaminadas a erradicar la costumbre de enterrar en los inte-
riores de la iglesias; favoreciendo la construcción de cemente-
rios. Sin embargo su aplicación tardó bastante en hacerse efec-
tiva ya que era un sistema muy arraigado, sobre todo en los 
niveles superiores. A modo de ejemplo, en 1774 Margarita 
Juan manifiesta su deseo de ser enterrada en la sepultura del 
presbiterio de Santa María de Alicante, junto a su padre Ber-
nardo Juan. Su hija Ma Antonia pide que la inhumen en la 
misma parroquial, concretamente en el panteón de los marque-
ses del Bosch, donde yacía su marido. Por el contrario existe 
un profundo contraste con las disposiciones de Pedro Bour-
gunyo y Juan, hijo y hermano respectivamente de las anterio-
res, quien en su testamento, redactado en 1811, se limita a 
ordenar que se le entierre en el cementerio de la ciudad envuel-
to con ropas sencillas, y sin ningún tipo de pompa ni acompa-
ñamientos, salvo el cura de Santa María. Las demandas nor-
malmente iban acompañadas de una serie de indicaciones 
sobre el hábito que deseaban vestir (capuchinos, carmelitas, 
dominicos, etc.), el número de cirios, velas o candelas, las 
órdenes religiosas que habían de estar presentes, o los paños de 
luto u otras cubiertas que debían adornar las paredes. 
Al margen de estas manifestaciones, datos suficientemente 
representativos de su devoción nos ofrecen los inventarios de 
Francisco y Margarita. En lo que respecta al cómputo de los 
cuadros de contenido religioso hallados en las viviendas, la 
muestra es, a nuestro juicio, bastante demostrativa: uno de la 
virgen de Belén, otro de San Antonio de Padua, de la Divina 
Pastora, la Magdalena, la virgen de Roma, el Descendimiento, 
la virgen de Dolores, dos de la Sagrada Familia, otros tantos de 
San Francisco -uno de ellos pintado sobre cristal-, un cuadro 
de la virgen de la Leche, otro de la de los Desamparados y un 
Ecce Horno. También se recogen toda la serie de rosarios, esca-
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pularios y relicarios tan comunes en la época; entre otros citare-
mos un San Miguel en plata, y varios rosarios en nacar, cadenas 
y medallones en oro y plata de diferentes advocaciones. 
Por otra parte, llama la atención que en ambas tasaciones de 
bienes aparezcan muy pocos libros de esta materia; limitándose, 
para Margarita Juan, a los ejemplares titulados «Verdades cató-
licas», «Año Virgines» y un tercero de San Luis Gonzaga. 
Como hemos podido observar, la veneración a la Virgen 
gozaba de un lugar destacado en la religiosidad de la familia. 
Corrobora esta afirmación la mencionada donación de Fámcis-
co a la iglesia de Santa María de una imagen de la Asunción; o 
que Pedro Bourgunyo y Remiro, poco tiempo después de com-
prar su hacienda de La Vallonga, ordenase erigir en ella una 
ermita para el culto de la virgen de los Desamparados, cele-
brándose en ella una misa todos los domingos. Del mismo 
modo ordenó en su testamento dejar en limosna a la ermita del 
molino del Alfeytamí 5 cahíces de trigo « ... que reputado su 
valor por 50 reales importan 500 libras de propiedad». 
2) ÓRDENES MILITARES. CARLOS III Y MONTE-
SA 
Uno de los mayores atractivos que ofrecían las órdenes 
militares fueron la garantía de nobleza y pureza de sangre; 
señalar el rango social basándose en criterios no crematísticos y 
conceder un certificado de noble ascend~ncia no eran cuestio-
nes baladíes en una sociedad como la del Antiguo Régimen. Lo 
que en principio nació como un cuerpo político-militar para la 
lucha contra los infieles, fue transformándose con el paso del 
tiempo hasta convertirse en el elemento central de un sistema 
social que ellas mismas reflejaban y habían ayudado a forjar. 
Hasta el siglo XV las pruebas de acceso a estas formacio-
nes resultaban bastante rudimentarias; pero a medida que 
avanzaba la centuria se fueron endureciendo, exigié)ldose la 
nobleza y limpieza de sangre como requisitos imprescindibles. 
Estas exclusiones sólo empiezan a aparecer formalmente en las 
Definiciones y Establecimientos del siglo XVI como síntoma 
evidente de la transformación de las órdenes en instituciones 
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de discriminación social. Precisamente, al tiempo que perdían 
su condición religiosa y su misión guerrera, iba aumentando el 
carácter honorífico y acrecentando el deseo de pertenecer a 
ellas. Los estatutos de la orden de Calatrava del año 1652 
dejan muy claro cual es la finalidad de la institución: 
« ... Su oficio es conservar a España su Nobleza; acriso-
lar la pureza de las familias; calificar legítimamente las per-
sonas; distinguir el principal del plebeyo, y el lustroso del 
mecánico ... ». 
En el siglo XVIII solamente perduraban en España cuatro 
órdenes militares: Alcántara, Santiago, Calatrava y Montesa. 
Esta última junto con la Real y distinguida orden de Carlos III, 
creada por este monarca en el último tercio de siglo, nos inte-
resan sobremanera ya que a ellas pertenecieron varios destaca-
dos miembros de la nobleza local como Antonio y Luis Rotla y 
Canicia, Enrique Escorcia, o Antonio y Pedro Bourgunyo. 
Antonio Bourgunyo y Juan, capitán graduado de fragata 
de la Real Armada, fue nombrado caballero de la orden de 
Montesa por Decreto de 8-VIII-1795. Como era preceptivo, 
una vez recibido el hábito, debía servir «en guerra viva» por 
un período no inferior a seis meses o, en su defecto, pagar dos-
cientos ducados de vellón. La compensación económica con-
templaba también la obligatoriedad de satisfacer en la Mesa 
Maestral veinticinco libras, cuyo destino parecía ser las obras 
de reparación del palacio del Temple en Valencia. 
La creación de la orden de Nuestra Señora de Montesa 
había sido aprobada en 1317 por el Papa Juan XXI, a petición 
de Jaime II de Aragón. Desde la extinción de la regla del Tem-
ple, el monarca había intentado aplicar los bienes que ésta 
tenía en sus reinos a una nueva institución militar. La sede y 
convento fue el castillo de Montesa que, tiempo atrás, había 
pertenecido a los templarios. 
Los requisitos exigidos a los aspirantes a caballeros eran 
similares a las restantes comunidades: es decir, ser hijodalgo al 
Fuero de España (hidalguía de sangre y no de privilegio); legi-
timidad; limpieza de sangre; no haber sido condenado por la 
Inquisición o sospechoso de herejía, así como no ejercer ofi-
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cios mecánicos. Las únicas variaciones que ofrecía el ingreso 
en esta comunidad giraban en tomo a la hidalguía -sólo nece-
sitaba probarse en los dos primeros apellidos- y, en caso de no 
existir pretendientes e hiciesen falta religiosos, se admitirían 
aquellos individuos que aportasen información satisfactoria 
sobre la pureza de su linaje y acreditasen suficientes conocí-
mientos en gramática, latín y otras disciplinas. 
Pero Antonio no fue el único miembro de la familia que 
exhibió el hábito militar; con anterioridad su hermano Pedro 
había sido nombrado caballero de la orden de Carlos III por 
una Real Cédula de 20-IX -1790. Dicha institución, creada en 
el año 1771, servía al propósito del monarca de « ... condecorar 
a sugetos beneméritos, aceptos a nuestra Persona, que nos 
hayan acreditado su zelo y amor a nuestro servizio, y distin-
guir el talento y virtud de los nobles». En 1779 se determinó 
su unión a la junta denominada «de la Inmaculada Concep-
ción» para otorgarle mayor virtualidad a sus fines. 
En las constituciones de la naciente organización, el 
monarca de declaraba jefe y gran Maestre de la orden con 
derecho a nombrar los caballeros y ministros de la misma. Los 
individuos integrantes de la corporación se dividían en dos 
tipos: «Caballeros Grandes Cruces» y «Caballeros Pensiona-
dos», a los que posteriormente se les añadiría la categoría de 
«Supernumerarios». Los estatutos sañalan que el rango de 
«Pensionados» tendría derecho a cobrar cuatro mil reales de 
vellón desde el día que ingresasen en la misma, pagándoselas 
del fondo establecido. 
Las pruebas a presentar consistían -según el artículo 
XXXIV de las constituciones- «en hacer constar la vida arre-
glada y buenas costumbres del interesado; su limpieza de san-
gre, y de sus padres, abuelos y bisabuelos paternos y mater-
nos; y finalmente la nobleza de sangre, y no de privilegio, por 
la línea paterna al menos ... ». Posteriores instrucciones puntua-
lizaban que los nobles agraciados con dicha cruz deberían adu-
cir antes de su condecoración patentes testimonios de su cris-
tiandad, buenas costumbres, legitimidad, pureza, y no practicar 
alguna de las actividades «viles y mecánicas»; entendiéndose 
161 
que dicho requerimiento era extensible a padres, abuelos y 
bisabuelos paternos y matemos, en primera y segunda línea. 
Del mismo modo acreditarían la nobleza de sangre, y no de 
privilegio, de ambos progenitores. Lo cierto es que aunque 
estas últimas condiciones no se materializaron hasta el año 
1804, en la práctica -como a continuación veremos- se venían 
exigiendo desde años atrás. 
Para poder ingresar en la orden, Pedro tuvo que presentar . 
una serie de pruebas acompañadas de un árbol genealógico 
elevado hasta los bisabuelos de las cuatro líneas. El cuerpo 
documental lo componían: las partidas sacramentales -bautis-
mo y matrimonio- de padres, abuelos y bisabuelos, exhibidas 
por los reverendos curas de la colegial de San Nicolás y Santa 
María de Alicante, Santa Justa y Rufina de Orihuela y Santa 
María de Elche, acreditativas de su legítima genealogía; testa-
mentos, cartas de dote, partición de bienes u otros justificantes 
de la calidad exigida; la copia de la sentencia de nobleza a 
favor de la familia Bourgunyo, obtenida en el año 1695; índice 
de actos y oficios propios de caballeros que constaran en los 
archivos de la ciudad; testimonios positivos de la nobleza de 
su bisabuelo Miguel Ruiz de Benitive; justificación de que don 
Jorge Juan, caballero de justicia de la religión de San Juan de 
Jerusalén, era hermano de su madre, Margarita Juan; y, final-
mente, los títulos probatorios de su regiduría de la clase de 
nobles en el ayuntamiento de Alicante y de alguacil del Santo 
Oficio de Murcia. 
La tramitación de un expediente para el ingreso en la her-
mandad se iniciaba con la investigación llevada a cabo por los 
dos caballeros informantes o comisionados, quienes examina-
ban la documentación aportada y tomaban testimonio a cuantos 
tuvieran que informar al respecto. A continuación, visitaban los 
lugares de origen del pretendiente y sus progenitores a fin de 
interrogar a todas las personas que considerasen necesarias. 
El aspirante tenía obligación de presentar declaraciones de 
testigos fidedignos, de los pueblos nativos y de vecindad 
suyos, a quienes no comprendieran las Generales de la Ley. 
Testificaron en favor de don Pedro: Mariano Pastor, presbítero 
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canónigo de la colegial de San Nicolás; Ramón Bonmehón, 
doctor en teología, comisario del Santo Oficio en Murcia y 
también presbítero de San Nicolás; Ignacio Maluenda y Jorge 
Marco, abogados; Rafael Ortiz de Almodóvar, caballero del 
hábito de Santiago, maestre de la Real de Valencia y regidor 
perpetuo de la clase de nobles de Murcia; y, finalmente, 
Tomás Sánchez, el clérigo más antiguo de la citada colegial. El 
formulario de preguntas iba encaminado, con especial aten-
ción, a todo aquello que no se _podía probar documentalmente 
y a cuanto afectara a su posición, carrera, profesión, conducta 
y condiciones personales. Asimismo, no se obviaban cuestio-
nes tales como la legitimidad de su nacimiento y la de los 
matrimonios de sus padres, abuelos y bisabuelos; el expreso 
conocimiento de que sus ascendientes habían sido tenidos y 
reputados por hijosdalgo de sangre, sin raza ni mezcla de villa-
nos; si don Pedro y sus familiares eran considerados « ... lim-
pios christianos viejos, sin raza ni mezcla de judío, moro o 
converso en ningún grado por remoto que fuera»; y, por 
supuesto, si tenían noticia de alguna condena del Santo Oficio 
·o sospechosos de herejía. 
A pesar de que en las primitivas constituciones de la orden 
no se aludía a la «limpieza de oficios», lo que a priori permitía 
el acceso de determinados profesionales, en la práctica esta 
institución fue tan nobiliaria y cerrada como las antiguas. 
Refuerza esta consideración el Decreto de 25 de marzo de 
1775, por el que Carlos III ordena a la Cámara no le consulte 
mercedes de títulos en que los pretendientes aleguen servicios 
a la Corona, si no sólo su nacimiento y alianzas. A pesar de la 
famosa Real Cédula de 18 de marzo de 1783 declarando 
honestas todas las profesiones y proponiendo la distinción a 
aquellas familias que « ... en tres generaciones de padre, hijo y 
nieto ha exercitado y sigue exercitando el comercio ó las 
fábricas con adelantamientos notables y utilidad al Estado 
( ... )», condición imprescindible para la obtención de un hábito 
en cualquier orden fue el no ejercicio de estas actividades por 
parte del solicitante, o sus antepasados por ambas líneas. 
Una vez finalizados los exámenes pertinentes, se elabora-
ba un concreto resumen de todo cuanto aparecía; citando el 
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documento y folios donde constaba. Por último se confeccio-
naba un índice, notificándose al Consejo su inmediata entrega. 
Si el candidato era admitido se daba cuenta al Secretario de 
Estado, quien señalaba el día y la hora del acto de condecora-
ción. La ceremonia se celebraba en la Real Capilla, con asis-
tencia del gran canciller, ministro de la orden, todos los gran-
des cruces y un limitado número de caballeros pensionados. El 
ritual seguía la tradición, a la manera de la caballería de espue-
la dorada: el libro de los Evangelios, la espada desnuda, las 
insignias, mantos e idénticas fórmulas de juramento. 
« ... El interesado estará a los pies de la iglesia hasta que 
el Maestro de ceremonias le diga que se acerque, y entonces 
se arrodilla al lado de la mesa. A continuación se la pregunta 
si conoce los Estatutos de la Orden, las obligaciones que 
imponen y, colocando la mano derecha sobre los Evangelios, 
jurará lo establecido. Si antes no ha sido armado Caballero, 
el Canciller toma la espada, hace una cruz sobre la cabeza y 
hombros del pretendiente y le da a besar el puño, al tiempo 
que ciñéndosela dice: 
Dios os bendiga buen Caballero y la Inmaculada Virgen 
María, Patrona de la Orden». Finalmente, una vez que el pre-
tendiente está en pie, se le coloca la cruz de la Orden». 
Si el acto de investidura no deja de resultar anacrónico, 
tanto o más lo eran determinadas exigencias tales como la 
posesión de caballo y armas. Junto a ello, el recién titulado 
debía pronunciar los votos de obediencia, pobreza y castidad. 
La obediencia se plasmaba en el sometimiento a la voluntad 
del maestre o administrador apostólico de la regla; la promesa 
de pobreza era pura simbología ya que, como es lógico, no se 
desprendían de sus riquezas sino que obtenían una licencia 
especial del maestre para administrar sus bienes. Permiso que 
se renovaba cada año, siendo una especie de «impuesto sobre 
la renta». Finalmente, el voto de castidad para el soltero y 
pureza conyugal para el casado. 
Todas estas limitaciones se completaban con otras disposi-
ciones relativas a los testamentos, ya que era obligatorio dejar 
los libros a los conventos de la orden. Los rezos y oraciones 
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diarias, oír misa cada día, confesar y comulgar, al menos, una 
vez al año, coronaban los preceptos religiosos. 
3) EJÉRCITO, MARINA Y CLERO 
Históricamente el estamento militar y el nobiliario han 
marchado juntos, siendo sus influencias, durante siglos, recí-
procas y continuas. De hecho, en el decurso de la Edad Moder-
na, todos los Estados encomendaron su función militar a la 
nobleza, que monopolizaba prácticamente los cuadros del ejér-
cito y al que se sentía vinculado por un especial honor. En 
España, esta identificación aparece en las páginas de muchos 
tratadistas que argumentaban el ejercicio de las armas como 
uno de los orígenes de este cuerpo; así, en la Corona de Ara-
gón, brazo militar y brazo noble eran expresiones idénticas. 
Como vimos en capítulos precedentes, la génesis de los 
linajes alicantinos se remonta a los caballeros aragoneses y 
catalanes que acompañaron al rey Jaime en la conquista del 
Reino de Valencia. Con el tiempo, estos caballeros generosos 
o de sangre y solar conformarían la élite que sustentaba los 
resortes del gobierno municipal. En esta trayectoria, la aristo-
cracia local no perdió de vista su tradición de estirpe militar y 
de generosos; durante los siglos XVI y XVII, la mayoría de las 
sentencias de nobleza pronunciadas por la Real Audiencia de 
Valencia fueron acordes con estos supuestos. Entre estas con-
cesiones conviene destacar la otorgada en favor de la familia 
Bourgunyo en 15 de septiembre de 1695. Por la misma se 
declaraba que 
« ... Francisco Burgunyo Generoso, Abogado Fiscal y 
Patrimonial de Su Magestad en la Ciudad de Alicante ( ... )y 
sus ascendientes, eran y fueron Generosos, y de nobleza Mili-
tar en el presente Reyno, y que como á tales obtuvieron 
muchos y distintos Oficios y empleos honoríficos en dicha Ciu-
dad de Alicante, de los que pertenecerian á los verdaderamen-
te Nobles, Generosos y Militares y de las Ynsaculaciones; y 
que fueron llamados y convocados por sus Magestades y Sere-
nissimos Reyes á sus Cortes ( .. . ); y por estas causas pronun-
ciamos en su vista y declaramos que el dicho Francisco en 
nombre propio y Pedro, Juan y Joachim, sus hijos son Milita-
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res y Generosos descendientes de estirpe Militar, Noble y 
Generosa, y como tales pueden y deven gozar de todas las 
preheminencias, honores, inmunidades y exempciones». 
Entre las numerosas pruebas aportadas por los litigantes 
figuraban: una exhaustiva relación de los cargos municipales 
ostentados por la familia desde el siglo XIV, su asistencia a 
diversas convocatorias de Cortes como representantes del 
brazo militar, y finalmente, que durante dos generaciones 
gozaron del cargo de portanvoces del gobernador de Orihuela 
en Alicante. 
La vocación guerrera de la nobleza se mantuvo muy fuerte 
durante el siglo XVI, pero a fines de esta centuria parece per-
derla y, en cualquier caso, en el seiscientos resulta evidente. 
En la segunda mitad del siglo XVII la capacidad ·combativa del 
ejército español había sufrido gran menoscabo a causa de una 
larga serie de factores, «entre los que destacamos el total des-
crédito en que se encontraba la profesión militar», según 
expresión de Domínguez Ortiz. 
Con la llegada de los Borbones se pusieron en marcha una 
serie de medidas tendentes a la reforma de la milicia. V arias 
disposiciones de 1702 y 1704 sentaron las bases: se exigía la 
prestación de servicio obligatorio a todos los ciudadanos, al 
tiempo que intentaban crear una élite de oficiales atendiendo a 
la idea básica de que la nobleza debía ser el nervio del cuerpo 
pretoriano. Según el Decreto: 
« ... Porque es mi voluntad que estos regimientos sirvan de 
escuela a la nobleza de mis reynos (. .. )mando que se puedan 
recibir hasta diez cadetes, hidalgos y caballeros en cada com-
pañía, los quales se distinguiran de los otros en el vestuario 
como en la paga». 
Los coroneles se escogerían entre «los más calificados y 
titulados de cada partido», los demás jefes y oficiales « ... entre 
los caballeros hidalgos o los que viviesen noblemente, aunque 
fuesen hijos de comerciantes». Entr.e otras mercedes, se conce-
derían hábitos a los oficiales nobles al cabo de cierto número 
de años en servicio. Los demás privilegios eran los habituales 
de los milicianos; exención de oficios involuntarios, de solda-
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das y bagajes, fuero castrense, la posibilidad de portar espada 
o daga, no ser ejecutados por deudas sus armas, vestidos, 
cama, etc. 
No vamos a tratar, sin embargo, ni del historial militar del 
período, ni de la reorganización de la milicia con la llegada de 
la dinastía borbónica; nos interesa, sobre todo, su composición 
nobiliaria. El ejército del Antiguo Régimen estará, ante todo, 
estructurado con arreglo a ciertos criterios estamentales y, pot 
lo tanto, a esta carrera sólo accedían aquellos que gozaban de 
alta condición. Hasta 1836 se exigían pruebas de nobleza para 
poder ingresar; con lo que se pretendía crear una cierta afini-
dad de educación, deber y fidelidad a ciertos principios. 
En el Reino de Valencia, la reforma política y administra-
tiva llevada a cabo tras los Decretos de Nueva Planta permitió 
a los militares alcanzar los más elevados puestos de poder en 
detrimento de las autoridades civiles. Como ya comentamos, la 
contienda sucesoria fue, durante la primera mitad de siglo, 
referencia obligada en los cursus honorum de aquellos que 
pretendían una regiduría; considerándose el nombramiento en 
numerosas ocasiones una especie de recompensa por la lealtad 
demostrada. Así, Pedro Bourgunyo y Remiro, tras ser propues-
to por Pedro de Larreátegui, presidente de la Chancillería, 
como posible corregidor de capa y espada, fue designado regi-
dor decano de la primera corporación municipal. Su activa 
defensa del castillo de Alicante hasta la rendición del conde de 
Mahony, los atropellos y pérdidas sufridos, un temporal exilio 
en tierras castellanas y haber resultado herido en la batalla de 
Almansa, fueron motivos más que suficientes para tal distin-
ción. Sin embargo, su actuación civil quedaría postergada 
~lgún tiempo; por una Real Resolución de 1712 se le comuni-
caba que mientras ejerciese como sargento mayor de la plaza 
quedaría exento de sus obligaciones como capitular. A pesar 
de las insistentes súplicas de la corporación para que se recon-
siderase la orden, pues « ... no querían verse privados de la 
asistencia y buen juicio de don Pedro», un nuevo dictámen rei-
teraba la anterior decisión ya que « ... de la unión de ambos 
empleos se hubiesen experimentado muchos perjuicios». 
168 
La trayectoria militar de la familia Bourgunyo en este 
siglo se continúa en la persona de Francisco que, siguiendo los 
pasos de su progenitor, conjugó su actividad como regidor con 
la carrera de armas. Desgraciadamente, desconocemos su 
actuación en este terreno, salvo que en la década de los años 
sesenta llegó a servir en el Regimiento de Infantería de Córdo-
ba, del que era capitán con el grado de teniente coronel y que 
participó en la campaña de Orán. A pesar de la frecuente falta 
de instrucción y enseñanza que adolecían los militares, Fran-
cisco se nos presenta como un hombre de decidida inquietud 
por la milicia; como posteriormente veremos, el análisis de su 
biblioteca, inventariada tras su muerte, nos muestra la gran 
cantidad de volúmenes dedicados a esta especialidad. 
Si la condición nobiliaria llegó a ser indispensable para la 
oficialidad, no menos importante fue que sus mujeres gozaran 
de idéntico estatuto. Hasta 1836 la futura consorte debía probar 
su calidad, al menos en el primer apellido. En 1761 se dictó una 
minuciosa reglamentación para prestigiar los matrimonios de 
militares y marinos, con el fin de evitar desigualdades. Por la 
misma se dispuso que sólo se emparentaran con personas 
nobles que habían de acreditar su lustre ante el Consejo Supre-
mo de Guerra y Marina, excepción hecha a las hijas de capitán 
u oficial de superior graduación, quienes debían presentar Real 
Despacho de concesión de empleo a su padre. En consonancia 
con esta resolución, en 14 de julio de 1765 Francisco Bour-
gunyo obtenía licencia para contraer matrimonio con Juana 
Canicia, tras presentar las acreditaciones oportunas. 
Como venimos observando, el ejercicio de la autoridad 
militar desarrollaba un hábito de mando apto pará ser emplea-
do en tareas políticas y administrativas. De esta circunstancia, 
junto a la reciente.mente expuesta sobre la nobleza de las con-
sortes, supo beneficiarse Miguel de Lacy, yerno de Francisco 
Bourgunyo, en su pretensión de alcanzar el cargo de regidor en 
el ayuntamiento. Para ello argumentó su dilatada carrera en el 
ejército, del que se retiró con el grado de capitán, así como la 
de su padre, que tras 40 años de servicio falleció siendo muní-
cipe noble por el concejo de San Felipe; la alcurnia de su fami-
lia -una de las más distinguidas de Irlanda, natural de los con-
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dados de Galway y Limerick-, y·la de su esposa doña Lorenza 
Bourgunyo y Canicia, prima carnal del marqués del Bosch y 
conde de Torrellano, Rafael Canicia y Vaillo de LLanos. 
Ignacio Bourgunyo, al contrario que su padre y hermano, 
no mostró ningún interés por la carrera de armas, dedicándose 
por completo a su actividad como capitular y al cuidado de sus 
haciendas. Sin embargo dos de sus hijos, José y Antonio, se 
decantaron por la marina, tal vez influenciados por la vocación 
de su tío Jorge Juan y Santacilia, el celebérrimo marino. 
Para el ingreso en la Armada también era necesario perte-
necer al estamento nobiliario; al fundarse .en Cádiz la Real 
Compañía de Guardia Marinas en 1717 se exigió, por Instruc-
ción de 15 de abril de 1718, que todo Guardia Marina debía 
demostrar su condición de «hidalgo al uso de España» para ser 
admitido. Dicha probanza se amplió más tarde a los « ... quatro 
troncos, dos paternos y dos maternos», a excepción de aque-
llos que justificaran que sus familiares directos pertenecían a la 
élite de la oficialidad. Apenas tenemos noticias de la actividad 
de los dos hermanos Bourgunyo en este campo. Ingresaron en 
la Escuela de Guardias Marinas en la década de los setenta y, 
diez años después, José fue elevado a teniente de fragata mien-
tras Antonio figuraba como alférez de navío. Al parecer, la 
vocación de éste último por la marina no parecía del agrado de 
su madre, Margarita Juan, quien hubiese preferido la carrera 
eclesiástica para el menor de sus hijos. En julio de 1780, al 
quedar vacante la capellanía fundada por Pedro Santacilia en la 
iglesia parroquial de Santa María de Elche, Margaritá -en cali-
dad de patrona- promovió la elección de Antonio al menciona-
do beneficio ya que, según su parecer, 
« ... se trata de persona virtuosa y en quien concurren 
calidades y condiciones necesarias para servir en dicho bene-
ficio( ... ) y le consta los positivos deseos de su hijo de ingresar 
en el estado eclesiástico, además de hallarse instruído en lati-
nidad y demás requisitos». 
Sin embargo, no fue posible comunicar la decisión mater-
na al interesado quien por esas fechas se hallaba de servicio en 
alta mar, con motivo de la guerra que España matenía contra 
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Inglaterra « ... no siéndole permitido, ni lícito a su honor en la 
presente situación haverla de dexar». Ignoramos la· opinión de 
Antonio al respecto; lo cierto es que a la muerte de su madre, 
un mes después de iniciados los trámites, el asunto quedó olvi-
dado. A juzgar por la información recogida, el menor de los 
Bourgunyo no parecía compartir los deseos de su progenitora y 
prefirió seguir vistiendo uniformes antes que hábitos; y en 
1795, tras ser ascendido a capitán de navío, pasó a desempeñar 
tareas políticas, llegando a ser intendente y gobernador de la 
provincia argentina de La Paz. 
Quien sí hizo carrera en la iglesia fue Francisco Tomás, 
otro hijo de Ignacio y Margarita. Ahora bien, no sabemos si 
por propia voluntad o por presiones familiares; hecho bastante 
frecuente cuando se pretendía la promoción de algún vástago 
que, merced a la institución del mayorazgo, había sido alejado 
del disfrute del patrimonio de su linaje. Este fue el único 
miembro de la estirpe que ingresaba en el clero secular desde 
hacía más de un siglo ya que, por lo general, prefirieron las 
órdenes religiosas. Francisco fue presbítero canónigo de la 
iglesia de San Nicolás, erigida colegiata desde el año 1600. 
Además de albergar una de las dos parroquias de la ciudad, 
estaba dotada de las canonjías y dignidades que le eran propias 
y que hacían de ella la de mayor rango de la urbe. 
Si el atesoramiento de la iglesia en el siglo XVIII resulta 
indiscutible, no menos evidente era el desigual reparto de esta 
riqueza. Por lo general, el clero parroquial debía conformarse 
con ingresos bastante inferiores a los que gozaban los compo-
nentes del cabildo eclesiástico. Participaban de la percepción 
del diezmo, pero en menor cuantía, componiendo el grueso de 
sus rentas los beneficios extraídos de la explotación de sus bie-
nes inmuebles - tierras y alquileres defincas- , además del sig-
nificativo papel alcanzado como entidad crediticia. 
La extracción social del clero revela una clara superioridad 
de miembros del estamento nobiliario en determinados secto-
res, sobre todo en el clero secular. Como es sabido, era norma 
generalizada que los integrantes de los cuerpos catedralicios 
realizasen pruebas de nobleza para su ingreso; además de 
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poseer estudios universitarios, sobre todo teología y cánones. 
Al margen de estas consideraciones, la relevancia de la materia 
religiosa en las conciencias y en la sociedad resultaba indiscu-
tible; figurando, por ende, las muestras de religiosidad entre 
los rasgos definitorios de la vida noble. 
Singulares manifestaciones de esta devoción la encontra-
mos en ·el testamento dispuesto en 1693 por Francisco Bour-
gunyo y Francisca Remiro; quienes manifestaban su deseo de 
legar determinadas cantidades de dinero a la parroquial de 
Santa María y a la 
-« ... M are de De u deis Desamparats que es Patrona y tutelar aixi 
de la Casa de Borgonyo com deis Remiros y que en la hasienda de 
Alfeytami la Hermita y Capella esta dedicada a la Mare de Deu deis 
Desamparats». 
Las reglas fundacionales del mayorazgo por ellos institui-
do en estas mismas fechas contemplaban que, ante posibilidad 
de que se extinguiera toda la descencencia masculina y feme-
nina, los bienes de la herencia pasaran a manos de los padres 
de la Compañía de Jesús de Alicante para fundar un colegio, 
« ... pues huy sois es casa de residencia la que tenen en dita y 
present Ciutat». Ya en el seiscientos la idea de construir un 
colegio para los jesuítas comenzó a materializarse, tras la com-
pra de los terrenos necesarios y una ayuda adicional de 1.000 
libras de don Pedro Bourgunyo: Pero la devoción de éste últi-
mo por la Compañía llegó mucho más lejos; cuando en 1737 
redactó su testamento, dejó como administradores de todo su 
patrimonio durante la minoría de edad de sus hijos al rector de 
orden y a su hermano Joaquín, regular de la misma comuni-
dad. Dispuso que lo enterrasen en la mausoleo de San Ignacio 
de Loyola situado en la capilla del colegio; además, no sólo se 
mostró de acuerdo con la voluntad de sus padres, sino que 
introdujo una cláusula por la cual aplicaba al mayorazgo fami-
liar los bienes por él adquiridos y, llegado el momento, tam-
bién se destinarían a la misma institución para fundar una cáte-
dra de dogmas. 
Estos ejemplos nos puede dar idea del prestigio que entre 
determinados estratos ciudadanos alcanzaron los jesuítas; sus 
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rentas fueron aumentando gracias a las donaciones particulares 
y el apoyo de los poderes públicos. Su consideración social de' 
igual modo se acrecentaba, pasando a engrosar sus filas 
muchos segundones de la nobleza local, como los hermanos 
Ignacio, Antonio y Rafael Canicia, hijos de Antonio Rotla y 
Canicia, regidor del ayuntamiento; Francisco Javier Pérez de 
Sarrió y Paravecino o el citado Joaquín Bourgunyo y Remiro, 
hermano de don Pedro. 
En vísperas de la expulsión la comunidad jesuítica había 
amasado un considerable patrimonio, evaluándose las propie-
dades rústicas en algo más de 372 tahúllas de regadío (en las 
zonas más ricas de la huerta: Condomina, San Juan y Baver) y 
en secano cerca de 90 hectáreas. A los interesantes beneficios 
obtenidos de estas tierras, tendríamos que añadir los generados 
por censos y alquileres de sus inmuebles, alcanzando una base 
económica nada desdeñable. 
Los datos del Interrogatorio de 1802 señalan un total de 
seis conventos masculinos paia la ciudad de Alicante: los fran-
ciscanos, instalados en el santuario de Los Angeles desde 
1440; dominicos, agustinos, carmelitas y capuchinos, además 
de los religiosos de San Juan de Dios. Entre los regulares, que 
no percibían diezmo, las diferencias económicas llegaron a ser 
muy acusadas; al margen de lo expuesto sobre la Compañía de 
Jesús, unos vivían de sus rentas agrarias mientras otros lo hacían 
del ejercicio de sus ministerios pastorales o de limosnas. En 
cuanto a las comunidades femeninas, eran tres: capuchinas, 
franciscanas y agustinas calzadas. Esta última llegó a nuestra 
ciudad en 1606, estableciéndose como ermitorio de la Sangre. 
La congregación de las agustinas nos interesa especialmente 
porque en ella ingresaron las tres hermanas de don Pedro: 
Tomasa, Antonia y Salvadora; así como sus hijas Francisca, 
María Luisa y Antonia. Hecho que, aunque difícil de demos-
trar, hace pensar que obedecía a intereses patrimoniales y de 
protección de la herencia, más que a una vocación definida. 
Apenas tenemos constancia documental de la representación 
femenina de la familia en órdenes religiosas. Las disposiciones 
testamentarias de Francisco Bourgunyo y Francisca Remiro 
indican que a cada una de las tres hijas se le adjudicaría 3.000 
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libras de la herencia si contraían matrimonio; en caso de ingre-
sar en alguna comunidad religiosa, como de hecho ocurrió, 
sólo percibirían la dote y 50 libras anuales mientras viviesen. 
El vecindario de 1731 refiere cómo el regidor tenía carga-
dos varios censos 'sobre la dote de sus hijas, profesas de coro 
en el convento de la Purísima Sangre de Cristo, cuyo valor 
ascendía a 2.400 libras; además de contribuir anualmente con 
otras 150 para su manutención. La cantidad asignada a cada 
una concuerda con los datos ofrecidos por J .A Castaño al ana-
lizar las «dotes espirituales» en los ingresos de religiosas; aun-
que se citan pocos casos, las aportaciones de aquellas que per-
tenecían al estamento nobilia~io oscilaba entre las 600 y 800 
libras. 
N o podemos finalizar este apartado sin hacer mención a la 
importancia que suponía pertenecer al tribunal del Santo Ofi-
cío. La ciudad de Alicante se hallaba por entonces en la juris-
dicción de Murcia y, a pesar de que muchos de sus cargos se 
habían convertido casi en honoríficos, no por ello perdieron el 
prestigio que brindaba su posesión. Ignacio Bourgunyo y su 
hijo Pedro participaron también en esta institución; el primero 
fue nombrado familiar de la Inquisición en 19 de julio de 
1747, tras pasar las pruebas acreditativas de su hidalguía y 
pagar la suma de 200 ducados « ... para los gastos del Santo 
Oficio». La función de los familiares, por otra parte devaluada, 
era servir de nexo entre los laicos y el estado eclesiástico. El 
cargo conllevaba entre otros privilegios el derecho a portar 
armas, la exención de la jurisdicción laica y eclesiástica en 
todas las causas criminales y civiles para estar sujeto a la 
potestad de la Inquisición y, lo más apetecible, la exención de 
impuestos. En este sentido, y a modo de ejemplo, en el año 
1739 Jaime Rocamora, marqués de Rafal, reclamaba las inmu-
nidades correspondientes tras exhibir el título correspondiente 
a esta dignidad. 
Por su parte Pedro, que con anterioridad había obtenido la 
misma nominaci6n que su padre, fue «ascendido» en marzo de 
1790 a alguacil mayor del tribunal en Alicante, su puerto y 
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partido, en ausencia y enfermedad de su propietario don Anto-
nio Rotla y Canicia. 
4) LA CULTURA A TRAVÉS DE LA BIBLIOTECA 
DE FRANCISCO BOURGUNYO 
Evaluar el nivel cultural de los miembros de la familia 
Bourgunyo resultaría una tarea sumamente interesante si dis-_ 
pusiéramos de los elementos que garantizaran un buen acerca-
miento; pero, desgraciadamente, contamos con pocas referen-
cias, y la única fuente descriptiva es la biblioteca del regidor 
Francisco Bourgunyo, contenida en su inventario post-obitum, 
redactado en 1797. Las noticias sobre la posesión de bibliote-
cas por parte de algún otro miembro de la familia son breves y 
dispersas. Estableciendo un orden cronológico, en el testamen-
to otorgado en 1693 por Francisco Bourgunyo y Francisca 
Remiro se alude a la existencia de una librería, que con ante-
rioridad había sido entregada a su hijo Juan Alfonso por su 
reciente graduación en leyes y cánones. Casi un siglo después, 
Pedro Bourgunyo y Juan refiere en su legado que 
« ... de los libros que tengo en mi casa de habitación se le 
entreguen las obras de las que eligiere al respecto de su facul-
tad de boticario a Diego Navarro, boticario de San Juan( ... )». 
Su sobrina Ma Josefa, por el contrario, hizo un reparto más 
minucioso de sus pertenencias; adjudicando las obras religio-
sas a dos canónigos de la colegial de San Nicolás, mientras 
que el resto de volúmenes serían disfrutados por sus primos 
fray Ignacio José y Francisco de Paula. 
Lamentablemente, en ninguno de los casos se menciona la 
composición de las librerías; y siguiendo a Catalá y Boigues, 
éstas nos hubieran proporcionado un recurso idóneo para apro-
ximamos, tanto al conocimiento de las dominantes culturales y 
de las corrientes ideológicas, como para retratar las aficiones 
de lectura. Sin embargo, R. Olaechea advierte que los títulos 
de las obras únicamente permitirían captar algunas tendencias 
generales y detectar ciertas preferencias intelectuales del 
dueño; por lo tanto nunca podríamos considerarlas como testi-
monio único de sus inquietudes culturales. 
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Si el análisis de las bibliotecas presenta pues algunos pro-
blemas, su estudio a través de los protocolos notariales añade 
otras dificultades de tipo material. La descripción de los ejem-
plares a menudo es muy imperfecta, debido a que en muchos 
casos solamente aparece el nombre del autor; en otros se citan 
fragmentarios títulos de obras, lo que complica su identifica-
ción; y, por ende, total ausencia de fechas o lugares de impre-
sión, tamaños, número de páginas y demás rasgos formales de 
los libros. 
En lineas generales, las ochenta y cinco entradas de los 
tomos que engrosan la biblioteca de Francisco Bourgunyo la 
colocan -por su estructura- como un claro ejemplo de inten-
ción temática, dirigido al campo histórico-político y al militar. 
En este sentido, representaría el modelo de librería cuyo po-
seedor unía a su afición a la lectura, el interés por una fuente 
cultural que servía de ejemplo en la ocupación personal. Pero 
una correcta valoración obliga a establecer ciertos criterios de 
ordenación temática, impuestos por la propia agrupación de los 
volúmenes en las estanterías; por ello nos hemos decantado 
por la siguiente ordenación: 
- libros de religión 
-historia 
-materia político-militar 
- literatura y filología 
- ciencias y artes 
-lecturas diversas 
A estos seis bloques, le añadiríamos un último apartado 
constituido por aquellos ejemplares cuya identificación ha sido 
imposible por los motivos expuestos. 
Dentro del significativo alejamiento de otros temas que 
perfilen alguna inquietud de tipo intelectual, llama la atención 
la escasa participación de libros religiosos que, como subrayan 
estudios recientes, era la materia que primaba sobre cualquier 
otra disciplina en la composición de las bibliotecas nobiliarias 
valencianas para este mismo período. Las obras de «Historia 
del Nuevo y Viejo Testamento» de Fleury, los conocidos y uti-
lizados «Sermones de Cuaresma» de Segnery, alguna obra de 
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Cliquet sobre doctrina cristiana y teología moral, y la «Mística 
ciudad de Dios» de María de Jesús Agreda, formarían la parte 
más conocida y elemental de este apartado. Por otra parte, el 
tema hagiográfico, tan usual en estas pequeñas bibliotecas, no 
está representado en una sola obra. 
La proclividad a la historiografía sugiere no sólo el deseo 
del conocimiento de los contenidos y pretensiones nacionales, 
sino también los ejemplos de valor pedagógico y ético de los 
héroes del pasado. La sobrevaloración de este conjunto podría 
hacernos pensar, en un primer momento, que se tratara de una 
biblioteca heredada ya que, como recordaremos, la actividad 
política y militar fue el eje fundamental de las actuaciones 
familiares y el mecanismo de ascensión social. 
Pero, la ausencia prácticamente generalizada de textos 
legislativos nacionales, repertorios de derecho nobiliario, 
genealogías o ensayos sobre la formación de la nobleza, tam-
bién muy corrientes en las librerías nobiliarias, nos obliga a 
reconsiderar esta posibilidad. 
La historia de España está bien representada como lo 
demuestra la «Historia general de España» del padre Mariana, 
las «Memorias de las Reinas Católicas» de Flórez o las famosas 
«Guerras de Granada» de Hurtado de Mendoza. Igualmente, 
manifiesta gran interés por la revolución flamenca con varios 
ejemplares de las «Guerras de Flandes»; uno de Estrada y otro 
que, aunque no venga especificado, posiblemente se refiera a las 
conocidas del cardenal Ventivoglio. En este conjunto, tampoco 
faltan los volúmenes dedicados a la historia local como <<llice 
Ilustrada» de J.A Mayans o las «Décadas» de Escolano. Una 
cierta inclinación . por los acontecimientos bélicos europeos y 
contemporáneos se plasma en «Historia de Italia», «Historia de 
Portugal», «Historia de Moscovia», «Las Revoluciones Roma-
nas», o las africanas «Historia de Tunez» e «Historia de Argel». 
Para finalizar el epígrafe, resta comentar la presencia de biogra-
fías y memorias de personajes históricos, tan en boga en la 
época, como las del conde de Tawely, Luis XIV, el príncipe 
Eugenio de Saboya o la de Teodosio el Grande. 
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Íntimamente ligado al anterior se encuentran la sucesión 
de volúmenes dedicados específicamente al campo militar. 
Como acontecía con la bibliografía histórica, existen varios 
ejemplares duplicados; de ellos, los relativos a ordenanzas, 
reglamentos, reflexiones y diccionarios militares, componen la 
mayor parte de este subapartado librario del que no falta el for-
mativo «El perfecto hombre de Guerra», cuya filiación no 
hemos podido precisar. El repertorio político-militar tiene su 
mejor caracterización en la obra de Francisco Manuel de Melo 
«Política militar>> y en los «Discursos» de Figueroa. 
El campo de la literatura y la filología aflora con «El Qui-
jote» de Cervantes, «Autos Sacramentales» y «Comedias» de 
Calderón o «Las Aventuras de Telémaco» de Fenelón, entre 
los ejemplos más signifivativos, así como en varios dicciona-
rios del idioma castellano como «Tesoro de las lenguas» de 
Covarrubias, o el repertorio de las lenguas española y francesa 
de Sobrino. 
Bajo el epígrafe de ciencias y artes hemos englobado volú-
menes de índole variada. Unos están relacionados con el 
mundo de la agricultura como «Cultivo de viñas» o «Crianza 
de gallinas»; otros de interés estrictamente económico o 
comercial: «Ordenanzas de la Compañía Real y Fábrica de 
Comercio», y «Fundación del Monte de Piedad». Finalmente, 
el apartado se completaría con libros que calificaríamos de 
«entretenimiento» como el de Cecina Rica y Fergel sobre el 
arte de jugar a las damas, o el método de Galmace para apren-
der con brevedad la lengua francesa. Resta ya sólo referirnos a 
una aquellas aportaciones que nos demuestran que el panora-
ma ilustrado también asoma, aunque tímidamente, en esta 
biblioteca. Las «Cartas» de Gregorio Mayans, a las que sirve 
de complemento las obras de Feijoo; las aportaciones de auto-
res europeos que, aunque pequeñas, son dignas, de reseñarse, 
especialmente la del galicano Fleury con sus «Costumbres de 
los Israelitas», libro de cabecera los ilustrados hispanos; o la 
obra de Bussiers «Ramillete de Flores Historiales», apoyando 
la línea del criticismo histórico. 
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Inventario de la Biblioteca de Francisco Bourgunyo 
1.- Un libro de la historia del nuevo y viejo testamento en 
diez pesos ( 1) 
2.-ltem Atlas universales en treinta pesos 
3.- Item otro del año Christiano en nueve pesos, doce sueldos 
(2) 
4.-ltem Reflecciones militares en cinco pesos, cinco sueldos 
y ocho dineros 
5.-ltem Flores Reinas Catolicas en un peso y doce sueldos (3) 
6.- Item Ataque a las Plazas en un peso 
7.- ltem la obra de Don Quixote en tres pesos, cuatro sueldos 
(4) 
8.- Item Teofrate eri un peso (5) 
9.- ltem Historia de Moscovia en diez y seis sueldos 
10.- Item Teatro Universal de España en dies y seis sueldos (6) 
11.- ltem Señery Quaresma en ocho sueldos (7) 
12.- Item Historia del Duque en ocho sueldos 
13.- Item Revoluciones Romanas en diez y seis sueldos 
14.- Item Sesena Juego de damas en cinco sueldos (8) 
15.-ltem Historia del Conde de Tawely en ocho sueldos 
16.- Item El perfecto hombre de guerra en tres sueldos 
17.- ltem Historia de Argel en nueve sueldos 
18.- Item Hice Ilustrada en cinco sueldos y quatro dineros (9) 
19.-ltem Disertaciones del Reino de Napoles en cinco sueldos 
y quatro dineros 
20.- Item Ramillete de flores historiales en doce sueldos (10) 
21.- Item Comedias de Calderon en seis pesos ( 11) 
22.- Item Autos sacramentales del mismo en tres pesos (12) 
23.-ltem Succesion Pontificia en tres pesos 
24.- Item Mística Ciudad de Dios en dos pesos (13) 
25.- Item Espejo de la muerte en un peso y siete sueldos 
26.- Item Estrada Guerras de Flandes en dos pesos (14) 
27.- Item Cultivo de las viñas en quatro sueldos 
28.- Item Mariana Historia de España en seis pesos y ocho 
sueldos (15) 
29.-ltem Coleccion de Ordenanzas militares en quatro pesos 
30.- Item otra de Feijoo en siete pesos 
31.- Item Historia de Tunez en seis sueldos 
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32.- ltem Costumbres de los Israelitas en siete sueldos (16) 
33.- Item La Condesita de Mar en tres sueldos 
34.- Item Historia de las variaciones en un peso y doce suel-
dos (17) 
35.- ltem Diccionario militar en catorce sueldos (18) 
36.- ltem Historia de Luis Catorce en diez sueldos 
37.- Item Mayans Cartas en dos pesos (19) 
38.- Item Ordenanzas Militares en un peso 
39.- Item Figueroa Discursos militares en siete sueldos 
40.- Item Ordenanzas de la Compañia Real y fabrica de 
Comercio en ocho sueldos 
41.- Item Tratado de los Estudios en tres sueldos (20) 
42.- Item Oraculo de la Europa en tres sueldos 
43.- Item Instrucciones Militares del Rey de Prusia en seis sueldos 
44.- Item Diccionario Militar en ocho sueldos 
45.- Item Leyes penales en ocho sueldos 
46.- Item Relaciones de Antonio Perez en ocho sueldos (21) 
47.- Item Historia de Teodosio el Grande en diez sueldos 
48.- Item Maravillas del Santo Cristo de Suma Carcel en tres 
sueldos 
49.- Item Cliquet en tres sueldos 
50.- Item Otro dicho en un peso, un sueldo y quatro dineros 
51.- Item Galmace en un peso y tres sueldos (22) 
52.- Item Tratado de Nobleza en diez y seis sueldos 
53.- Item Tesoro de lenguas en catorce sueldos (23) 
54.- Item Ordenanzas Militares en un peso y doce sueldos 
55.- Item Teatro histórico en catorce sueldos 
56.- Item Arte de los metales en seis sueldos 
57.- Item A venturas de Telémaco en seis sueldos (24) 
58.- Item Diccionario Geografico en diez sueldos 
59.- Item Historia Romana en un peso y siete sueldos 
60.- Item Elección de Diputados en diez sueldos (25) 
61.- Item Historia de Valencia en catorce sueldos (26) 
62.- Item Historia de Italia en diez y seis sueldos 
63.- Item Historia del Principe Eugenio en ocho sueldos (27) 
64.- Item Historia de Napoles en diez sueldos 
65.- Item Guerras de Granada en seis sueldos (28) 
66.- Item Politica Militar en ocho sueldos (29) 
67.- Item Senery en quatro sueldos 
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68.- Item Guerras de Flandes en seis sueldos (30) 
69.- Item Ordenanzas de San Felipe en ocho sueldos (31) 
70.- Item Ordenanzas de Marina en quatro sueldos (32) 
71.- ltem Diccionario Castellano en seis pesos 
72.- Item Herrera en seis pesos (33) 
73.- Item Historia de Leopoldo en dos pesos (34) 
74.- Item Guerras civiles en un peso y diez sueldos (35) 
75.- ltem Historia de Portugal en un peso y diez sueldos 
76.- Item Ventibollo en dos pesos y diez y seis sueldos 
77.- Item Josef Santa en un peso 
78.- Item Historia de Mexico en dos pesos y diez sueldos (36) 
79.- Item Defensas Militares en diez sueldos 
80.- Item Reglamento en ocho sueldos 
81.- Item Descripcion del Monasterio de San Lorenzo en 
ocho sueldos (37) · 
82.- Item Crianza de Gallinas en un peso 
83.- Item Fundación del Monte de piedad en cinco sueldos 
84.- Item Diccionario de Sobrino en dos pesos y tres sueldos 
(38) 
85.- Item los libros de este número en quatro pesos 
Notas 
(*) NOTA: Ante la imposibilidad de describir convenientemente el 
área de publicación que corresponde a cada ejemplar, nos hemos 
limitado a reseñar la primera edición de cada una de las obras 
que hemos conseguido identificar. 
(1) Fleury, Claudio. Historia del Antiguo y Nuevo Testamento y de 
los judíos para servir de introducción a la Historia Eclesiástica. 
Trad. Fr. Miguel Martinez de Virgala. Madrid, 1789. 
(2) Croisset, P. Juan. Año Cristiano o Exercicios devotos para todos 
los días del año. Trad. del francés por P.de Isla. En Madrid: en 
la imprenta de Antonio Perez de Soto. A costa de la Real Com-
pañía de Impresores y Libreros del Reino, 1771, 11 vols. 
(3) Flórez, Fr. Enrique. Memorias de las reynas cathólicas, historia 
genealógica de la Casa Real de Castilla y de León, todos los 
Infantes, trages de las reynas de Estampas. Madrid, Antonio 
Martín, 1761.2 vols. 
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(4) Cervantes Saavedra, Miguel. El Ingenioso hidalgo Don Quijote 
de la Manxa, Compuesto por Miguel de Carvantes Saavedra. 
Dirigido al Duque de Beiar, marqués de Gibraleón, conde de 
Benalcocer y Bañares, vizconde de la Puebla de Alcozer, señor 
de las villas de Capilla, Curiel y Burguillos. Año 1605. Con pri-
vilegio, en Madrid, por luan de la Cuesta. 
(5) Teofrasto. Caracteres morales de ... Reflexiones filosóficas sobre 
las costumbres de nuestro siglo por Mr. Duclós. Traducidos los 
primeros del griego y los segundos del francés al castellano por 
Ignacio López de Ayala. Madrid, Miguel Escribano, 1787. 
(6) Feijoo y Montenegro, Fr. Benito Jerónimo.Theatro crítico uni-
versal... Discursos varios en todo género de materias para 
desengaño de errores comunes. 1726, 4 vols. 
(7) Señeri (o Segneri). Quaresma ... traducida de la lengua toscana 
a la castellana por el doctor Antonio de las Casas. En Madrid 
en la Imprenta Real a costa de Joseph Rodríguez y Escobar, 
1717. 
(8) Cecina Rica y Fergel. Médula antropélica calculatoria, que 
enseña a jugar a las damas con Espada y Broquel. Madrid, Blas 
de Villa-Nueva, 1718. 
(9) Mayans y Sisear, J.A. Illici, hoi villa de Elche, ilustrada con 
varios discursos. Valencia, 1771. Imp. Francisco Berrugete. 
(10) Bussieres, Juan. Ramillete de Flores historiales, recogido de los 
más señalados sucesos que ha visto el mundo desde su creación 
hasta la muerte de Cristo, traducida del latín por Lorenzo Mat-
heu y Sanz. Valencia, Bernardo Nogués. 1655, 2 Vols. 
(11) Calderón de la Barca, Pedro. Comedias publicadas por José 
Calderón de la Barca, hermano del autor y Sebastián Ventura 
de Vergara y Salcedo. Madrid, 1636-1677. 5 vols. 
(12) Ibidem. Autos sacramentales, alegóricos y historiales. Imprenta 
Imperial, Joseph Fernández de Buendía, 1677. 
(13) Agreda, Sor María Jesús de. Mystica ciudad de ciudad de Dios, 
milagro de su omnipotencia, y abismo de la gracia. Historia 
divina y vida de la Virgen Madre de Dios, Reyna y Señora nues-
tra María Santíssima. Madrid, 1670, 3 vols. 
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(14) Estrada, Famiano. Guerras de Flandes, desde la muerte del 
emperador Carlos V hasta el principio del gobierno de Alejan-
dro Farnese ... Escribiolas en latín el R.P Famiano Estrada de 
la Compañía de Jesús y las Traduce en romance el R.P Melchor 
de Noguer, de la misma Compañía. Amberes, imp. de M.M 
Bousquet y Compañía, 1748, 3 vols. 
(15) Mariana, Juan de. Historia General de España. Compuesta pri-
mero en latín, después buelta en castellano por Juan de Maria-
na. Toledo, Pedro Rodríguez. 1601,2 vols. 
(16) Fleury, Claudio. Costumbres de los Israelitas, traducidas por 
Juan Baustista Josef de Bary. París, 1734. 2 vols. 
(17) Bossuet. Historia de las variaciones de las iglesias protestantes, 
nuevamente traducidas según el original francés impreso en 
París en 1730. Amberes, Bouquet, 1737. 4 vols. 
(18) Podría referirse al Diccionario militar o recolección alfabética 
de todos los términos propios del arte de la guerra. Explicación 
y práctica de los trabajos que sirven al ataque y defensa de las 
plazas ... traducidas del idioma francés por D01i Raymundo 
Sanz. Barcelona, en la imprenta de Juan Piferrer de la plaza del 
Angel, año 1749. 
(19) Mayans y Sisear, Gregorio. Cartas morales, militares, civiles i 
literarias de varios autores españoles. Madrid: Juan de Zúñiga 
y Asensio, 1734-36. 2 vols 
(20) Mabillon, Juan. Tratado de los estudios monásticos, dividido en 
tres partes ... y un catálogo de los libros selectos. Traducido del 
francés. Madrid, por la vda. de Matheo Blanco. 1715, 2 vols. 
(21) Perez, Antonio. Relaciones de Antonio Perez Secretario de 
Estado, que fue del Rey de Espanna Don Phelippe II deste nom-
bre. Impreso en París, 1598. 
(22) Galmace, Antonio. Llave nueva y universal para aprender con 
brevedad y perfección la lengua francesa. Madrid, 1747. 
(23) Covarrubias, Sebastián de. Tesoro de la lengua castellana o 
española. Madrid, Luis Sanchez, 1611. 
(24) Fenelón. Aventuras de Telémaco, hijo de Ulises. La Haya, 
Adrian Moetjens. 1713. 
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(25) Serrano y Belazar, M. Discurso político legal sobre la Erección 
(sic) de los Diputados y Personeros del Común de los Reynos de 
España, y sus elecciones y facultades para la instrucción de los 
mismos de la Justicia, Regidores, Escribanos del Ayuntamiento 
y otros. En Valencia, en la imp. de Francisco Hurguete. 1738. 
(26) Escolano, Gaspar. Década primera de la Historia de la Insigne 
y Coronada Ciudad y Reyno de Valencia ... primera parte. Con-
tiene esta década curiosas generalidades de España y la Histo-
ria de Valencia hasta el Rey Don Pedro, hijo del Rey Don Jaime 
el conquistador. En Valencia, a costa de la Diputación, 1611, 2 
vols. 
(27) Historia del príncipe Eugenio Francisco de Sabaya, traducida 
del idioma latino al castellano por Don Joseph Rodrigo de 
Tovar, en que se contienen las gloriosas hazañas de este princi-
pe, representadas en los cuatro famosos theatros de la guerra: 
Ytalia, Flandes, Alemania y Ungria. Madrid, Joachim Sánchez, 
1738. 
(28) Hurtado de Mendoza, D. Guerras de Granada. Hechas por el 
Rey de España Don Phelipe //Nuestro Señor contra los Moris-
cos de aquel reino, sus rebeldes. Historia escrita en quatro 
libros. Por don Diego de Mendor;a. Publicada por el licenciado 
Luis Tribaldos de Toledo. Lisboa, 1627. 
(29) Melo, Francisco Manuel de. Política Militar en los avisos Gene-
rales. Madrid, Francisco Martinez, 1638. 
(30) Bentivog1io, Guido. Las Guerras de Flandes desde la muerte 
del Emperador Carlos V, hasta la conclusión de la tregua de 
doze años. Traducidas por el padre Basilio Varen. Madrid, a 
costa de Manuel Lopez, mercader de libros, 1643. 
(31) Ordenanzas generales para el gobierno político y económico de 
la ciudad de San Felipe aprobadas por el Rey N.S a consulta del 
Real y Supremo Consejo de Castilla. Dispuestas por Real Orden 
por D. Pedro Valdés León. Valencia. Joseph Esteban Dolz, 1750 
(32) Hemos localizado dos posibles asientos biblográficos: 
- Ordenanzas de Marina para los navíos del Rey, de las islas Phi-
lipinas, que en guerra, y con Reales Permisos hacen los Viages 
al Reyno de la Nueva España, u otro destino del Real Servicio ... 
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Por Don Pedro Manuel De Arandia y Santiestevan. Manila, 
Imp. de la Compañía de Jesús, 1757. 2 vols. 
- Ordenanzas e Instrucciones que se han de observar en el Cuerpo 
de la Marina de España. Reimpresas en Cádiz, por Gerónimo 
de Peralta, impresor mayor. Cádiz, 1717. 
(33) Herrera, Gabriel Alonso de. Obra de Agricultura compilada de 
diversos autores por Gabriel Alonso de Herrera de mandado 
del Muy Ilustre y Reverendissimo señor el Cardenal de España, 
Arzobispo de Toledo. Logroño, 1513. 
(34) Roncaglia, Constantino. Admirables efectos de la providencia 
sucedidos en la vida, e imperio de Leopoldo primero invictissi-
mo Emperador de Romanos. Redúcelos a anuales históricos la 
verdad. Tomo primero, en que se trata de los sucesos del año 
1657, asta el de 1671. En Milán, en la Imprenta Real, por Mar-
cos Antonio Pandulfo Malatesta, 1696. 
Tomo segundo. En que se trata de los sucesos del año 1672 asta 
el de 1681. 
Tomo Tercero. En que se trata de los sucesos del año 1682 asta 
el de 1687. 
(35) Podría tratarse de las siguientes obras: 
- Perez de Hita, Ginés. Historia de las guerras civiles de Grana-
da. Con privilegio (Sin lugar,impreso en Francia, prólogo: 1606) 
- del mismo autor, Historia de los Vandos de los Zegríes y Abence-
rrajes cavalleros moros de Granada, de las guerras civiles que 
huvo en ellas, y batallas particulares que huvo en la Vega entre 
Moros y Christianos, hasta que el rey Don Fernando Quinto la 
ganó. Agora nuevamente sacado de un libro antiguo, cuyo autor 
de vista fue un moro llamado Aben Hamin, natural de Granada, 
tratando desde su fundación, traduzida al castellano por Ginés 
Perezde Hita, vezino de la ciudad de Murcia. En Zaragoza, Casa 
de Miguel Ximénez Sánchez, 1595. 
- también podría corresponder a la segunda parte de esta misma 
obra: Segunda parte de las guerras civiles de Granada y de los 
Crueles bandos entre los convertidos moros, y Vecinos cristia-
nos con el levantamiento de todo el Reino, y última rebelión 
sucedida en el año 1568, por Ginés Perez de Hita, vecino de 
Murcia; Dirigido, al Duque del Infantado. En Cuenca, por 
Domingo de la Iglesia. Año de 1619. 
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(36) Solís, Antonio de. Historia de la Conquista de México, pobla-
ción y progresos de la América septentrional, conocida por el 
hombre de Nueva España. Escribiola Don Antonio Salís, escri-
bano de Su Magestad su Chronista mayor de las Indias. Y la 
pone a los pies del Rey Nuestro Señor por mano del Excelentis-
simo Señor Conde de Oropesa. En Madrid, en la Imprenta de 
Bernardo de Villa Diego, Impressor de su Magestad. Año 1684. 
(37) Descripción breve del Monasterio de San Lorenzo el Real del 
Escorial. Madrid, 1657. 
(38) Sobrino, Francisco. Diccionario nuevo de las lenguas española 
y francesa. El más copioso y el mejor que ha salido a la luz 
hasta ahora, en que se contiene la explicación del español en 
francés, y del francés en español, en dos partes, con muchas 
frases y maneras de hablar particulares, sacadas de diferentes 
autores españoles, principalmente de Covarrubias, de Saave-
dra, de Quevedo, de Gracián, de Salís (y otros clásicos france-
ses). Y los nombres de los Reinos, Provincias, Comarcas, Ciu-
dades, Villas y Río-s del Mundo; muchos refranes. Bruselas, 




Una de las más fructíferas líneas de estudio de la historio-
grafía reciente es la concerniente a los grupos de poder que 
configuraban el panorama de la sociedad del Antiguo Régi-
men. Es notorio que este estamento tomó las riendas del poder 
político, amén de concentrar el dominio económico e imponer 
un modus vivendi acorde con sus pautas de comportamient9. 
Por esta razón, el presente trabajo ha tenido como motivo 
prioritario contribuir al conocimiento de las estirpes conforma-
doras de la baja nobleza alicantina del siglo XVIII, aportando 
algunos datos sobre la estructuración de una élite cuyo prota-
gonismo resulta evidente en todos los aspectos. En tal propósi-
to, nuestros esfuerzos se han centrado en el análisis monográfi-
co de uno de los linajes más representativos de la oligarquía 
local: los Bourgunyo. 
La trayectoria de esta familia a lo largo de la centuria estu-
diada está marcada por una serie de factores que ya detectamos 
desde su inicial establecimiento en nuestra ciudad, a mediados 
del siglo XIV. Sus miembros tradicionalmente se caracteriza-
ron por su rango de caballeros de prosapia militar, a partir de 
su establecimiento en tierras valencianas cuando tuvo lugar la 
conquista por el rey Jaime. Hecho que motivó su incursión en 
los órganos rectores del municipio desde los primeros momen-
tos, y de ello se valieron en numerosas ocasiones a la hora de 
pretender diversos beneficios. 
Durante el Antiguo Régimen, en la Corona de Aragón las 
oligarquías urbanas tomaron las riendas del poder político ante 
. la anuencia de una monarquía deseosa de aliados que subscri-
biesen su creciente fiscalización sobre los municipios. Refren-
dándose en su calidad de sangre y solar conocido, el minorita-
rio patriciado monopolizó el ejercicio de las principales cargos 
de poder local. Hegemonía sancionada desde la introducción 
del sistema insaculatorio, en virtud de los sutiles mecanismos 
de selección impuestos para comparecer en los oficios públi-
cos. Desgraciadamente no hemos podido documentar con 
fuentes fidedignas sus iniciales actuaciones en estas magistra-
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turas hasta el siglo XIV; pero desde esa fecha hasta el seiscien-
tos, la activa participación de los Bourgunyo en la vida política 
queda patente. En catorce ocasiones ostentaron la máxima 
autoridad es decir, el justiciazgo, y en veintinueve desempeña-
ron las -tareas de jurados; con lo cual ejemplifican perfecta-
mente esa oligarquía que acaparó el gobierno municipal y su 
representación para este período. 
Lejos de sufrir algún menoscabo, con la entronización de la 
dinastía borbónica se consolida su preeminencia política. El apa-
rato dispositivo implantado en los territorios de la Antigua 
Corona de Aragón a partir de 1707, no hizo sino confirmar la 
rúbrica alianza establecida entre la Corona y esta oligarquía. 
Siguiendo la tendencia generalizada de los municipios valencia-
nos, en la nueva configuración política los Bourgunyo gozaron 
de un asiento privilegiado en el concejo; ostentando de manera 
ininterrumpida regidurías del estado noble desde 1709 a 1814, e 
incluso compartiendo la función pública en idénticas fechas. Al 
mismo tiempo trascienden el marco local al distinguirse uno de 
sus miembros como oidor de la Real Audiencia de Valencia, y 
posteriormente alcalde de Casa y Corte en Madrid. 
La designación de Pedro Bourgunyo y Remiro como regi-
dor decano de la primera corporación borbónica es el punto de 
partida a las prolongadas actuaciones familiares en el nuevo 
organigrama local, en el que observamos la continuidad de la 
marcada tendencia elitista de etapas anteriores. El acceso a las 
regidurías estará sometido a un fuerte hermetismo a tenor de 
unos supuestos que, aunque no se especificaran claramente, 
resultaba conveniente tener en cuenta: pertenencia al estado 
noble, preferencia por individuos con carrera militar -al menos 
en las primeras décadas de la centuria-, considerable solvencia 
económica, ser natural del municipio, gozar del privilegio de 
hidalguía, lealtad y fidelidad a la causa borbónica durante la 
guerra de Sucesión, y no ejercer oficios considerados viles o 
mecánicos. 
Aunque en principio no se contemplara como tal, en la 
práctica los cargos de regidores se convirtieron en hereditarios; 
buena prueba de ello es que a la hora de solicitar la edilidad, 
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los curricula familiares figuraban en lugar preferente. Circuns-
tancia de la que se aprovechó Francisco Bourgunyo, hijo de 
don Pedro, cuando en 1734 accedió al concejo alicantino. Por 
otro lado, la legislacion borbónica, en teoría, prohibía compar-
tir la función pública a parientes; pero, en la práctica, la trans-
gresión a la normativa resultaba habitual. Así Ignacio Bour-
gunyo cuando en 17 41 adquiere la única regiduria «en juro de 
heredad» registrada en el ayuntamiento de la capital, comparte 
las tareas gubernamentales con su hermano Francisco a lo 
largo de veinticinco años. Lo cierto es que esta compra supuso 
la confirmación definitiva en los órganos rectores del munici-
pio a toda una trayectoria emprendida tiempo atrás y, a dife-
rencia de otros casos, la magistratura no fue objeto de compra-
venta por parte de sus titulares para obtener considerables 
beneficios, sino que permaneció en la familia transmitiéndose 
en herencia hasta 1816. A la muerte de Ignacio, su primogéni-
to, Pedro Bourgunyo y Juan, se benefició de ella; pasando a 
finales de siglo a manos de su sobrina Ma Josefa, ante la falta 
de sucesión masculina. 
En materia económica, el análisis se inicia con la constata-
ción de que la tierra constituye el pilar fundamental de su 
riqueza. En el siglo XVIII asistimos a una considerable 
ampliación de las propiedades, incorporando a los patrimonios 
heredados extensas haciendas en la Vega Baja del Segura y el 
secano alicantino. 
A partir del estudio de sus posesiones, calidad y extensión, 
valor, cultivos dominantes y su régimen de explotación, es 
posible inferir unas características -extensibles a todas las 
generaciones- que nos permiten calificar esta élite como inmo-
vilista, con tendencia a participar de ingresos más o menos 
fijos y seguros, procedentes de la renta agraria. La principal 
fuente de beneficios provenía de sus propiedades situadas en 
La Condomina, la partida más rica de la huerta alicantina. La 
especialización de sus tierras en el cultivo de la viña, motivada 
por las sustanciosas ganancias que generaba su explotación y 
posterior comercialización, determinó que sus titulares las 
cedieran en arrendamiento; lo que no hará sino confirmar el 
carácter conformista de esta oligarquía. La frecuencia registra-
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da en esta práctica de cesión para el regadío alicantino estriba-
ba en la posibilidad de reajustar los beneficios a la coyuntura 
agrícola, impidiendo la desvalorización de los mismos. 
Junto a una porción de tierra considerable, controlaban 
los elementos necesarios para la transformación de los pro-
ductos agrícolas; hornos , molinos, lagares, etc. Las casas 
urbanas y rústicas constituyen otro exponente de la riqueza 
del grupo, que se completa con la posesión de rentas del capi-
tal o censos. 
En definitiva, el siglo XVIII se caracteriza por la falta de 
impulso innovador frente a los patrimonios heredados; su con- · 
dición de rentistas resulta evidente. Aunque, tal vez, como 
signo de un acierta mentalidad aperturista, conviene destacar 
que Ignacio desvió una pequeña parte de sus capitales hacia la 
compañía de Arte Mayor de la seda de Valencia; comprando 
acciones por valor de 4.000 libras. 
No cabe duda que esta esta oligarquía terrateniente, bien 
parapetada en sus cargos políticos, adoptó unas pautas de com-
portamiento y unas formas de vida acordes con su posición y 
prestigio. En este sentido ha resultado de gran interés el estu-
dio de los mecanismos utilizados para la defensa y ampliación 
del patrimonio familiar, a través de la vinculación y la política 
de enlaces matrimoniales que se sucedieron en el seno de este 
linaje, no sólo con las estirpes más significativas de la locali-
dad, sino entre sus propios miembros; cerrando filas a su 
entorno e impidiendo el acceso de individuos ajenos al patri-
ciado urbano. En un intento a la desesperada por frenar el 
menoscabo que sufriría su casa y su fortuna a partir del último 
cuarto de siglo, el ejemplo más acabado de endogamia social y 
local nos proporciona el enlace Francisco Bourgunyo con su 
sobrina Ma Antonia. 
En sus creencias y estilo de vida esta nobleza manifiesta 
un espíritu plenamente barroco, como corresponde a la socie-
dad de la época. En primer lugar por su religiosidad; junto a 
las tradicionales invocaciones de fe y encomendaciones del 
alma a la Virgen y santos intercesores. Sus testamentos dispo-
nen la mortaja y hábito del santo de su devoción, la elección de 
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la sepultura en la parroquial de Santa María o la concatedral de 
San Nicolás, la asistencia de las cofradías más representativas 
y la disposición de cientos, incluso miles de misas cantadas o 
rezadas. Asimismo, los inventarios también demuestran unas 
formas de vida conformes a su posición y prestigio. Viviendas 
amplias en las calles más céntricas, mobiliario rico en maderas 
nobles y abundancia de joyas y metales preciosos, conforma-
ban el entorno cotidiano de esta autorizada élite. 
A partir del último cuarto de siglo presenciamos la deca-
dencia de la fortuna familiar. No cabe duda que los gastos sun-
tuarios la condicionaron, como bien demuestra la partición y 
división de bienes efectuada a la muerte de Francisco Bour-
gunyo; cuya insolvencia, notoria desde la década de los sesen-
ta, precipitó un matrimonio con su sobrina, hija de su hermano 
Ignacio. Pero sería una simplificación atribuir el deterioro de 
manera exclusiva a este factor; la incapacidad para adaptarse a 
las nuevas circunstancias económicas y la falta de iniciativa en 
otras inversiones, confirman la tendencia general observada en 
la nobleza española para este mismo período. 
En idénticas fechas entra en escena Pedro Bourgunyo y 
Juan, hijo de Ignacio y Margarita Juan, hermana del celebérri-
mo guardiamarina Jorge Juan y Santacilia. Con él asistimos a 
un proceso más paradigmático, si cabe, en lo que a pautas nobi-
liarias se refiere. Dos de sus actuacione más relevantes nos 
sugieren la idea de un deseo de renacimiento y reconocimiento 
público de la preeminencia social de la oligarquía de sangre. En 
primer lugar, su ingreso en la orden de Carlos 111, aprobado en 
septiembre de 1790 tras presentar tada una serie de probanzas a 
partir de un aparatoso corpus documental. En segundo lugar, el 
intento de crear un señorío en la partida más extensa del secano 
alicantino, La Vallónga. Ambas situaciones indican las arduas 
necesidades de esta familia por acumular privilegios y sancio-
nar la adquisición de un poder efectivo a todos los niveles. Lo 
que confirma la mentalidad tradicionalista de un linaje escasa-
mente permeable a las mutaciones que se sucedieron en el seno 
de una sociedad, en que los grupos urbanos intermedios y bur-
guesia se preparaban para tomar las riendas del protagonismo 





LOS CAPÍTULOS CONTENIDOS EN LA CARTA 
DE POBLACIÓN DE LA V ALLONGA 
DE BOURGUNYO SON LOS SIGUIENTES: 
1) El propietario proporcionaría a cada uno de los labrado-
res que v~nían a poblar la heredad una casa o bien un solar para 
construirla, con la parte de tierra pertinente, reservándose el 
propietario la señoría directa del lugar para sí o sus sucesores. 
2) De la semilla sembrada en tierra campa, el propietario 
obtendría la cuarta parte incluyendo la barrilla. En cuanto a los 
árboles y viñas la proporción a pagar sería de tres a uno, inclu-
so en los árboles frutales. Condición precisa era la de llevar la 
parte correspondiente al señor a su casa, una vez limpia y libre 
de todo gasto. 
3) Los pobladores habrían de pagar un censo por razón del 
solar o casa; cinco sueldos cada año en el día de San Juan del 
mes de junio y una gallina por la fiesta de Santo Tomás de 
diciembre. 
4) Prohibición para vender, alienar, cambiar o enajenar las 
casas, solares y tierras sin licencia del señor o sus sucesores 
bajo pena de comiso. Así mismo habrán de pagar la décima 
parte del precio de las transacciones realizadas, teniendo en 
cuenta que éstas sólo se verificarían entre los vecinos de dicho 
lugar. 
5) Los pobladores habrán de residir y trabajar en la here-
dad de continuo, si estuvieran ausentes más de ocho meses el 
propietario aplicaría la pena de comiso. 
6) Las casas no podrían derribarse, ni abrir puertas o ven-
tanas sin el permiso oportuno. Tampoco se podrían arrancar ni 
cortar o quemar árboles del señorío, aunque estuviesen secos o 
fuesen improductivos; en este caso, previa licencia del dueño, 
se plantaría otro en su lugar. 
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7) El señor nombraría anualmente los cargos de gobierno 
local; el justicia, alcaldes, regidores, mustac;af, síndico, conse-
jeros, etc. Los referidos oficiales se reunirían en concejo parti-
cular o general siempre bajo la presencia del señor o su repre-
sentante. 
8) Monopolio señorial sobre las regalías de horno, taberna, 
mesón, molino, eras, tienda, balsas y cupos. Todas ellas po-
drían ser arrendadas según el criterio del señor y, bajo pena, se 
prohibía a cualquier vecino la venta de vino, aguardiente, acei-
te, miel o cualquier otra cosa tocante a dichas regalías. 
9) En el caso de que el propietario poseyese molino hari-
nero, almazara para el aceite, cuba para el vino y otros instrt;I-
mentos o edificios útiles para la transformación de los frutos; 
tendrían la obligación de utilizarlos, abonando los derechos 
correspondientes. 
10) Prohibición de vincular casas o tierras sin permiso del 
propietario. 
11) Prohibición de hacer derramas sin licencia. 
12) Los posibles pleitos que se presentasen por límites de 
tierras, riego, etc. serán solventados por el señor o el represen-
tante en su caso. 
13) Obligatoriedad de pagar todas las sisas y derramas que 
impongan los alcaldes y el concejo, con licencia del señor, sin 
que pueda ser eximido de ello ninguno de los pobladores. 
14) La sisa de la carne y aquellas otras que en adelante se 
impongan, habrán de ser administradas por la justicia y los 
regidores. 
15) Los pobladores habrán de prestar juramento de fideli-
dad y homenaje al señor y a sus sucesores. 
16) Si algún vasallo cometiese delito y se procediera a la 
confiscación de bienes, el señor tendría la posibilidad de con-
solidar el dominio útil con el directo. El paso de dicha propie-
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dad útil tendría carácter retroactivo a dos meses antes de con-
sumado el delito. 
17) El señor propietario del lugar tendrá la obligación de 
entregar a los pobladores las casas, solares y tierras libres de 
todo género de censos, deudas y cargas que anteriormente 
hubiera contraído. 
18) Cada año, en el día de San Miguel, los vasallos habrán 
de pagar un dinero por cada cabeza de ganado mayor y menor. 
El señor o su procurador harán un recuento anual del ganado el 
primer día del mes de mayo. 
19) La carnicería se ha de abastecer por cuenta del lugar, 
siendo los pobladores los encargados de la construcción de la 
misma. Entre el abastecedor y el propietario se acordará el 
pago de la utilización de las hierbas y el derecho de pilón, 
reservádose el dueño la posibilidad de arrendar o vender todas 
las hierbas de su jurisdicción. 
20) Los justicias y regidores del lugar designarán un car-
celero cuyo nombramiento habrá de ser aprobado por el señor. 
21) Los vecinos tendrán la obligación de realizar las opor-
tunas obras de mantenimiento en los caminos, tierras, árboles y 
casas bajo pena de comiso. 
22) Exigencia de llevar los productos cosechados (trigo, 
cebada, vino, aceite, garbanzos, etc.) a la era, cubos y demás 
puestos señalados · para realizar en ellos las oportunas tareas 
agrícolas. Previamente habrán de dar aviso al señor o su procu-
rador, negándosele el permiso si fueran deudores de la señoría. 
23) Los pobladores habrán de reconocer la señoría directa 
cada diez años;. para ello se les citará ante un juez y realizarán un 
auto de cabreve, sin que sean necesarios otros títulos justificativos. 
24) Si se perdiesen las escrituras de establecimiento de tie-
rras y casas y no existiera ningún título que probara la señoría 
directa, se reconocerá dicha señoría sólo por estar las casas y 
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tierras en el lugar y distrito así como figurar en el libro de ano-
taciones de pechas del señor. 
25) Se prohibe a los pobladores alegar posesión, firmar o 
contrafirmar nada contrario a la expresada concordia. Las posi-
bles discordias o diferencias entre los pobladores sobre tierras, 
márgenes, riegos, avenidas, casas, etc. se resolverán ante el 
señor para que ajuste lo que convenga. 
26) Para cobrar los censos o deudas atrasadas bastará con 
que estén anotadas en el libro de cuentas del propietario «al 
cual se ha de dar el mismo crédito que si fueran escrituras». 
Sólo podrán ser excusados de la paga si muestran el correspon-
diente recibo firmado por el señor o su procurador. 
27) Los pobladores y vasallos no podrán proclamar por 
señor directo a otro que no sea el propietario de las tierras o 
sus sucesores. Sólo ante el señor, o en su defecto, ante jueces 
nombrados por él, los vasallos deberán alegar sus derechos y 
justicia; no podrán apelar ni recurrir a otros jueces eclesiásti-
cos ni seculares salvo en casos de apelación o recursos que se 
hayan de interponer. Para ello se guiarán del consejo de un 
asesor nombrado por el señor. 
28) El arrendatario de la taberna se proveerá de los produc-
tos locales (vino, aceite, aguardiente, etc.) mientras los haya de 
las cosechas propias, y no podrá venderlos a mayor precio del 
que se acordó al tiempo del contrato de arrendamiento. 
29) El señor propietario, respaldado por las autoridades 
locales, se reserva la facultad de introducir los capítulos conve-
nientes para el buen gobierno del lugar; éstos habrán de obser-
varse como si estuviesen expresados en la presente concordia. 
30) Los pobladores no sólo están obligados a observar y 
cumplir las condiciones de la concordia y las que puedan capi-
tularse en adelante, sino también todas las demás que por 
leyes, derechos y privilegios del reino han de cumplir los enfi-
teutas con sus señores. 
31) Las casas, solares y tierras no podrán ser vendidas, 
transpasadas o cambiadas a la iglesia, hospitales, monasterios, 
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colegios, universidades, caballeros, o cualquier otra institución 
o persona privilegiada por derecho, sino a las personas llanas, 
bajo las condiciones de corresponder al pago del cuarto de las 
simientes y el tercio de los árboles y demás frutos tal y como 
se estipuló. Cualquier transacción contará con el permiso del 
señor y se le abonará el acostumbrado derecho de luismo. 
32) Sobre las casas y tierras no podrá cargarse ningún tipo 
de censo perpetuo ni redimible, ni otro gravamen. Tampoco las 
podrán empeñar, hipotecar o vincular sin expresa licencia del 
señor o sus sucesores, en cuyo caso se hará sin perjuicio del 
dominio directo y sin perder la cobranza de los derechos. 
33) El propietario tiene preferencia a la hora de cobrar sus 
derechos ante otros acreedores; si el adeudado fuera el señor 
podrá recibir el pago en frutos cosechados, evaluándo los pre-
cios según los vigentes en la ciudad de Alicante. 
34) Respecto al uso de las cisternas y noria, se advierte 
que los propios vecinos cuidaran de su limpieza y manteni-
miento; aportando ellos la caballería y responsabilizándose de 
los posibles deterioros. 
35) Prohibición de sacar leña fuera de la zona llamada 
«Pinada» bajo penas pecuniarias. Correrá a cargo de los pobla-
dores el cuidado y la vigilancia, para que ningún extraño se 
introduzca en la zona. Igualmente se les prohibe la roturación 
y labranza de tierras sin expresa licencia. 
36) Todos los establecimientos de tierras, casas y solares 
posteriores habrán de observar y cumplir todo lo contenido en 
el presente articulado. 
CAPÍTULOS CONTENIDOS EN LA ESCRITURA 
DE ESTABLECIMIENTO SOBRE LAS ATALAYAS 
YCARCHOFAR 
1) De las semillas plantadas en tierra campa se habrá de 
pagar la cuarta parte al propietario, incluida la barrilla, y un 
tercio de los frutales y viñas. Todo el género se llevará a la 
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casa del señor, una vez limpia y libre de todo gasto, y el vino 
al tiempo de transcolarse. 
2) Prohibición de vender, alienar, cambiar o hipotecar las 
tierras, casas o solares sin licencia de don Pedro. Si ésta fuera 
concedida, debería realizarse entre vecinos y moradores del 
lugar siempre que al señor se le compensara con la décima 
parte de la transacción. 
3) No se podrán derribar casas, ni abrir puertas o vantanas; 
tampoco arrancar, cortar o quemar árboles sin que el dueño 
tenga conocimiento. 
4) El propietario se opone, bajo pena de comiso, a cual-
quier vinculación de tierras o casas sin su expresa licencia. 
5) Si cometieran delito por el que se siguiese confiscación 
de bienes, don Pedro o sus sucesores podrían consolidar el 
dominio útil con el directo. 
6) Las tierras se entregarán a los pobladores, francas y 
libres de todo tipo de censo, gravamen o cargo. 
7) Los vecinos del lugar están obligados a trabajar las tie-
rras a uso y costumbre de buenos labradores; así como mante-
ner y conservar las casas en dicho lugar con sus mejoras. El 
día de Santo Tomás, veintiuno de diciembre, tendrán la obliga-
ción de llevar una gallina a la casa del señor. 
8) Prohibición de vender, cambiar o enagenar las tierras, 
casas o solares a la iglesia, hospitales, monasterios, colegios, 
concejos, universidades, caballeros o cualquier otra institución 
o persona privilegiada sino sólo a personas llanas. En la tran-
sacción se tendrá en cuenta abonar al señor el correspondiente 
luismo. 
9) No se podrán cargar censos perpetuos o redimibles ni 
otro tipo de gravamen; ni empeñar, hipotecar o formar vínculo 
sin consentimiento de don Pedro, bajo pena de nulidad. 
10) El propietario tendrá preferencia en el cobro ante otros 
acreedores. Si lo adeudado al señor se pagase en frutos, el pre-
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cio de los mismos sería evaluado conforme a los vigentes en la 
ciudad de Alicante. 
11) Orden de cuidar y limpiar las cisternas, balsas, algibes 
y noria; siendo los labradores responsables de los daños y 
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ARCHIVO MUNICIPAL DE ALICANTE 
Privilegios y Provisiones Reales, Arm 1, Libros 3, 4, 7, 9, 10, 
15, 16, 17, 19,20,21,22,24,25,27,29,30,31,32,40, 
45, 54, 57, 58, 60, 62, 68, 73, 75, 78 y 80. 
Indice de personas que sirvieron en cargos públicos, Arm 5, 
Lib, 129. 
Justiprecio General del Término del año 1756, Arm 5, Lib 113. 
Libro Padrón o Manifiesto de los bienes que poseen los veci-
nos y terratenientes de esta Ciudad de Alicante y su térmi-
no para la Real contribución del equivalente.1743-1744, 
Arm 5, libro 116. 
Libros de los Repartimientos del equivalente y Real de la Sal, 
hechos en la M.l Ciudad de Alicante desde el año 1712 
hasta 1714, y desde 1718 hasta 1728, Arm 7, Libro 2. 
Libro Padrón de Propietarios del siglo XVIII, Arm 7. S/c. 
Vecindario y relación de los bienes, tratos y granjerías, año 
1731-1732, Arm 7, Lib. 3. 
Libros de Cabildos, Arrn 9, Libros 1, 2, 16, 27, 30, 31, 37, 41, 
54, 56, 59, 61 y 62. 
Cartas escritas y recibidas, Arm 11, Libros 32, 52, 64 y 65. 
Arm 12, Libros 15, 16, 24 y 25. 
Manifiestos de vinos 
Arm 17, Libros de los años 1712-1713, 1713-1714, 1714-
1715, 1716-1717, 1717-1718, 1718-1719, 1719-1720, 
1720-1721, 1721-1722, 1722-1723, 1723-1724, 1724-
1725, 1725-1726, 1726-1727' 1727-1728, 1728-1729, 
1729-1730, 1731-1732, 1732-1733, 1734-1735, 1735-
1736,1736-1737,1737-1738,1738-1739,1739-1740, 
1740-1741, 1741-1742, 1742-1743, 1743-1744, 1744-
1745, 1745-1746, 1746-1747, 1747-1748, 1748-1749, 
1749-1750, 1750-1751, 1751-1752, 1752-1753, 1753-
1754, 1754-1755, 1755-1756, 1756-1757, 1757-1758, 
1758-1759, 1759-1760, 1760-1761, 1761-1762, 1762-
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1763, 1763-1764, 1765-1766, 1767-1768, 1768-1769, 
1769-1770, 1770-1771, 1771-1772, 1772-1773, 1773-
1774,1774-1775,1775-1776,1776-1777,1777-1778, 
1778-1779, 1780-1781 , 1781-1782, 1782-1783, 1784-
1785, 1788-1789, 1791-1792, 1792-1793, 1794-1795, 
1799-1800. 
ARCHIVO HISTÓRICO PROVINCIAL 
Los Protocolos notariales estudiados son: 
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1787 P/1235 y 1236 
1788 P/1237 y 1238 
1789 P/1326 y 1239 
1790 P/1240 
1792 P/1241 
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ARCHIVO HISTÓRICO NACIONAL 
Sección Estado, Indice de Pruebas de Carlos ///; Expe-
diente de Pedro Bourgunyo y Juan, No 460. 
Sección Expedientillos, Ordenes Militares; Exptes N° 183 
y 401. 
Sección Consejos, Legajos N°: 1.969, 6.874, 18.211, 
18.833, 18.834, 18.835, 22.813 y 22.859. 
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